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MIA ISiiil. SlfiilBi por la grada de Dios j la 

Constitución de la Monarquía Española, Reina de las Es- 
pañas. A los Gobernadores, Capitanes Generales do Ism 
provincias de Ultramar, Presidentes de sus Reales Au- 
diencias, Superintendentes delegados do Hacienda; á los 
Regentes, Ministros y Fiscales de aquellas y á todas las 
personas á quienes lo contenido en esta Mi Real Cédula to- 
que ó tocar pueda, sabed: Qye entre las reformas encami- 
nadas al mas benéfíco régimen de las provincias ultrama- 
rinas, merecen un lugar preferente las relativas á la ad- 
ministración de justicia. Abusos inveterados y prácticas 
ilegales con que inevitablemente el tiempo y el interés 
privado desnaturalizan las mejores leyes, penetraron 
también en el foro de las provincias de Ultramar, sin em- 
bargo de la sabia y paternal legislación de Indias, á la cual 
ademas han sobrevenido grandes adelantos en los diver- 
sos ramos délas ciencias jurídicas de que conviene sacar 
provecho. Aplicadas ya algunas reformas allí donde se 
han mostrado mas abiertamente la subversión de los bue- 
nos principios y'las prácticas antilegales, encargué á Mi 
Gobierno que me propine ra, después de mucho estudio 
y detenimiento, un sistema completo dé*reforma jodicial. 
Con esto fin y de orden Mia, ha venido instruyéridow en 
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estos últimos años un expedientcVoIuminoso en el *qae 
han emitido sus pareceres y propuesto sus ^oyectos de 
* reforma, tanto la Rea! Audiencia pretorial de la Habana, 

la suprimida Chancillería de Puerto Príncipe y las demás 
♦ Autoridades superiores de la Isla de Cuba, como el Tri- 

bunal Supremo de"f usticia en Sala de Indias y el extin- 
guido Consejo Rea!; y en vista de los luminosos dictáme- 
nes y preciosos datos reunidos en aquel expediente; de 
acuerdo con Mi Contfe jo de Ministros, he creido llegado 
el caso de llevar á efecto la reforma, teniendo en cuenta 
las consultas elevadas por las Audiencias Chancilierias 
de Purrto Rico y de. Manila, en los puntos en que aquella 
podía realizarse sin inconvenientes con respecto á estas 
últimas provincias; tan eMstintas entre sí por la diversidad 
de su coostitucion social yde sus condiciones. Fundán- 
dome en estas consideraciones; siempre solícita por la 
prosperidad y ventura de los pueblos; convencida de que 
aquella reforma será acogida con júbilo en las siempre 
fieles provincias de Ultramar y deseosa de ng retardar— 
' les este beneficio, á reserva de lo que pueda hacer nece- 
jsarío la futura Constitución de la Monarquía, he tenido 
á bien expedir de acuerdo con Mi Consejo de Ministros, 
el siguiente Real decreto que fué refrendado por Don 
Claudio Antón de Luzuriaga, Mi Ministro de Estado, 
* encargado del despacho de los Negocios de Ultramar. 

CAPITULO TRÍMERO. 

De los Jiiecés locales. 

Artículo 1,® Los Alcaldes ordinarios de primera y 
segunda elección de la Isla de Cuba cesarán desde luego 
en el desempeño de la jurisdicción contenciosa, quedando 
reducidas sus atribuciones á las que se expresan en el 
artículo siguiente. 

Art. 2. ® Los Alcaldes ordinarios de las islas de Cuba 
y Puerto Rico y los Capitanes de? partido de la primera 
ejercerán como autoridades judiciales las siguientes 
atribuciones: 

1.-^ Conciliar á los que iníenten promover algún 
^ • litigio, y llevar á efecto lo convenido en el juicio de paz> 
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cualquiera que sea el fuero de los quj^en él comparezcan* 
Cuando para llevar á efecto lo convenido en el juicio de 
paz se susciten cuestione&de der-echo, cesarán ensujuris- 
dícion los Jueces locales y remitirán las actuaciones á loi^ 
ordinarios de partido que sean competentes. 

2, * Oir y fallar las demandas verbales que no 
excedan de la cantidad designada en el reglamento de 
21 .de Febrero de 1853, [l] 

3.*^ Conocer asimismo enjuicio verbal délas de,- 
mandas de injuria y de las faltas á que se refiere el mismo 
regiaznento 

4. * Admitir toda clase de informaciones que se 
les pidieren pertenecientes á la jurisdicción voluntaria has- 
ta el auto de aprobación exclusive, que debe dictarle por 
juez letrado. 

5. * Proceder de oficio ó á instancia de parte á for- 
mar las primeras diligencias del sumario, siempre que en 
su distrito municipal se cometa algún delito ó se encuen- 
tre algún delincuente, arrestándolo si hubiere fundamento 
racional bastante para considerarlo ó presumirlo tal. 

6. ^ Sustituir donde no haya Gobernador ó Tenien- 
te á los Jueces de partido que residan en el mismo pueblo, 
durante sus ausencias, enfermedades y casos de inhabili- 
tación, así cpmo en las vacajites, á no ser que el Présiden,- 
'te de la Audiencia disponga ó haya dispuesto de antema- 
no otro cosa. 

Si alguno de los Tenientes de alcalde, donde los haya, 
fuese letrado, será preferido al Alcalde y á los primeras 
Tenientes legos p?ira sustituir al Juez. 

A falta de Tenientes corresponde la sustitución á los in- 
dividuos del AyuJitamiento letrados y á los demás por su 
orden. 

Art. 3. ® Los Jueces de paz procederán en los actop 
de ccM^ciliacion en los términos y con las formalidades pres- 
critas en el reglamento dé 21 de Febrero de 1853. [2"] 

Aít. 4. ® El juicio de paz y las diligencias que le pre- 
ceden, se podrán practicar en los dias feriados ,d.espues áp 
\qb divinos oficios: pero las de ejecución de las providen- 
cias consentidas, que tienen ya el carácter de judiciales, 
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(1) Véase el apérutiu 1.^ 

(2) y.afmdice2.^ 
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86 verificarán únicamente en los dias hábiles para admi- 
nistrar justicia. 

Art. 5. ^ Todos los Jueces locales de partido ó de fue- 
ros especiales de Ultramar á quienes competa conocer eii 
juicio verbal de asuntos que por tal procedimiento deban 
sustanciarse, se atendrán á las disposiciones establecidas 
en el reglamento citado de 21 de Febrero de 1853* 

Art, 6. ^ De las providencias que se dicten en juicio 
verbal, no habrá lugar á otros recursos que el de nulidad 
para ante las Audiencias y el de responsabilidad en su caso* 

Art. 7, ^ Guando los Jueces locales inicien diligencias 
criminales, en virtud de la obligación que tienen de perse- 
guir á los delincuentes y auxiliar á los que administran 
justicia en lo penal, anunciarán al Juez del partido haber 
empezado la causa al tiempo de dictar en ella el primer 
auto. 

Art. 8. ^ Si el Juez del partido se presentase á seguir 
la causa, se la entregará el inferior en el estado en que se 
encuentre, y en otro caso se la remitirá con los reos y el 
cuerpo del delito á los cuatro dias á lo mas de incoadas las 
diligencias, ó cuando estén evacuadas las que no admitan 
dilación. 

Art. 9. ® Cuando el Juez local hubiese de demorar la 
remisión de la causa mas de veinticuatro horas, tomará á 
los presuntos reos declaración indagatoria sin exigirles ju- 
ramento ni aun la palabra de decir verdad. 

Esta disposición es obligatoria para todos los demás 
Jueces y Tribunales. 

Arl. 10.. Los Jueces locales serán considerados como 
delegados y auxiliares de los de partido y subordinados á 
ellos en la formación de las primeras diligencias crimina- 
les, en las que practiquen en virtud de despachos que los 
mismos les dirijan y siempre que ejerzan las atribuciones 
cuarta y quinta del artículo 2. ^ y la que expresa el artí- 
culo 30. 

Art. 11. Podrán dichos Jueces locales ser corregidos 
por los de partido de las faltas que como auxiliares suyos 
cometan, con apercibimiento, imposición de costas y mul- 
tas que no pasen de treinta pesos. ' 

Las providencias en que se impongan estas correcciones 
serán apelables ante las Audiencias. 

Art; 12. De las faltas ó delitos que cometan los Jueeet 
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locales en el ejercicio de su jurisdicción propia^ conocerán, 
cualquiera que sea su fuero personal, los Jueces del partido 
que tienen á su cargo la Real jurisdicción ordinaria, con 
apelación á las Audiencias. 

Art. 13. Las disposiciones contenidas en los artículos 
precedentes no impedirán á los Capitanes de partido en la 
isla de Cuba, el ejercicio de las funciones que les confieran 
la instrucción de Pedáneos y cualquiera otra disposición 
allí vigentCy en cuanto no se opongan á este decreto. 

CAPITULO 11. 
De tos Jueces ordinarios de partido. 

Art. 14. Cesarán en el desempeño de la Jurisdicción 
Real ordinaria ios Gobernadores político-militares y los 
Tenientes gobernadores de la isla de Cuba, estableciéndose 
en su lugar Alcaldes mayores, Jueces de partido. 

Art. 15. Los Asesores titulares de la isla de Cuba to- 
marán desde luego el título de Alcaldes mayores, Juecei^ 
del. partido de (aquí el nombre del pueblo en que residan) y 
tendrán las mismas atribuciones que los demás de su clase* 

Art. 16. Los que actualmente desempeñan dichos car- 
gos, continuarán en ellos con el carácter de empleados en 
comisión, ínterin no los confirmare ó se presentaren los que 
Yo tenga á bien nombrar. 

Art. 17. Por ahora serán considerados todos ellos como 
Alcaldes mayores de entrada hasta que hecha la oportuna 
división territorial se establezcan las categorías qué se 
crean convenientes: disfrutarán desde luego y sin descuen- 
to el sueldo que respectivamente les señale el Presidente, 
oyendo al Real Acuerdo, dándome cuenta para Mi Real 
aprobación; y cesarán en la percepción de los derechos ju- 
diciales que ingresarán en la Tesorería en la misma forma 
que se verifica con los devengados por los actuales Alcal- 
des mayores. 

Art. 18. El mismo Gobernador Presidente, oyendo á la 
Junta de Autoridades, al Intendente general, á la Coinision 
de estadística y al Real Acuerdo, Me informará sobre el 
establecimiento definitivo de Alcaldías mayores en los pun- 
tos donde hoy existen Asesores titulares, o donde mas con« 
venga al buen servicio, sobre la categoría de cada una de 



élláB con la denominación de entrada, asicónsó y térniiná, 
y la dotación definitiva qne deba asignárseles. 

Art. Ifi * Los Jueces de partido antes de enipéiar á ¿jér-" 
cer su oficio» prestarán en la Audiencia respactlva el jujra-' 
metito siguiente: "Jaro á Dios por los Santos Evangelios 
feer fiel al Rey (d Reyna) aquí el nombré del monarca-^ -^ 
**Afiminiátrar justicia sin acepción de persona^.** — *^Ate- 
faferme extíictamente á las leyes y á su genuina inteligen- 
cia "^^**Desempeñnr mi ofició con cuánta asiduidad, diligen- 
cia y atención pud¡ere."--"No desviarme del cumplioiien- 
to de mi deber por interés ó debilidad, por esperanza ni 
por temor, por odio ni por afición hacia ninguna de las 
partes litigantes.^ — "No escuchar ninguna recomendación 
ni darla en asunto judicial." — "IVo aceptar directa ni indi- 
rectamente dádiva, servicio ni promesa remuneratoria por 
ningún acto ni determinación oficial." 

Art. 20. Los Jueces de partido de Ultramar ejeircettn 
las atribuciones siguientes. . * 

1. * Conocer en primera instancia oe lodais las 
causas civiles y criminales correspondienteis á la juHsdic* 
oion ordinaria que ocurran dentro dé su r'espéfctivó't^riri- 
torio. . • 

Sé éxcéjituan de esta regla no solamente los hegocróstj[ue 
y^ertenecen á las jurisdicciones eclesiástica, militai^i db ha- 
cienda y de comercio, si no tambi'en los reserVtedós k W^ 
Audiencias y al Tribunal Supremo de Jüstida'ppr éí 1^ 
^lamento ¡provisional de 26 dé Setiembre de l«35yi,iíá^pe 
fen lo sucesivo atribuyere la ley á Jueces óTribÜrfaleí^-* 
jiéciálés. : • ► 

2. * Conocet á prevención con los Jueces dé fiiei 
ros especiales de los interdictos de retener ó recobrar lá 
):)oseslon cuando el despojante ó perturbador sea aforado; 
y aun del juicio plenario de la. misma poseáióri, feí lais pár¿ 
tés lo promovieren, con las apelaciones á la Audiencia res- 
pectiva; pero rteServá'ndos^e en todo casó el jíiicío ¿lé pro-^ 
piedad á los Jueces competentes, siempre que se trate dé 
cosa 6 de persona que goce fuero privilegiado. 

3. •* Conocer á prevención con los Jueces locales 
% lá cabeiza d^ partido ó con exclusión de ellos, séga¿ 16 
diá)^uésto en el reglamento de 21 de Febrero de 1853, dé 
los negocios que deban decidirse en juicio vetbal. 

i. ^ Practicar á prevención con los miinfnos Jue- 



«esl^oales toda^ l'ias diligencia» judiciales expresadas en 
el páítafo cuarto del artículo 2 ® ,. 

5« ^ Sustanciar y decidir las causas criminyes con-* 
tra los Alcaldes y Tenientes de alcalde de isu partido p<^ 
delitos que estos cometnn en el ejercicio de su jurisdicción* 

6. ^ I^vacuar con arreglo á lo dispuesto en este Real 
decreto las consultas que en asuntos de gobierno les pi- 
diere la Autoridad superior gubernativa, de la que ser&n 
Asesores natos, 

Art. 21. En tanto que no se determina lo convenienl» 
acerca de la recaudación por el Estado del importe de los 
derechos judiciales, los Jueces de partido remitirán en 
Enero . de cada año á las autoridades de Hacienda por 
oonduoto de las Reales Audiencias, un índice de los juicios 
celebrados ante ellos en el año anterior, con expresión de 
los derechos devengados en cada uno, á fin de que nunca 
deje de ingresar su importe en las Cajas públicas* 

Art. 22. Las diligencias criminales en los casos en que 
no deba recaer pena mayor que treinta dias de arresto, sé 
reducirán 4 juicio verbal, poniéndolo en conocimiento 
de la Audiencia. 

Contra la providencia que en el juicio verbal teca-i 
yere, no habrá mas recursos que el de nulidad del falld 
ó responsabilidad del Juez, los óuales podrán entablar 
asi los acusados cansío el Ministerio fiscal acusadores pvi* 
vados, 

. Artw 23. También se reducirán á juicio verbal las cau- 
sas contra es<^vos por delitos menos graves ó folias, como 
son los hurtos de comestibles, que puedan castigarse con 
corrección doble de la que los reglamentos ó bandos vi* 
gentes permiten á los amos aplicar á sus siervos. 
. Art* 24. Los Jueces de partido, cualquiera que sea su 
fuoro, serán juzgados por los delitos que . cometan en el 
desempeño de sm funciones, en primera instancia por 
la Audiencia respectiva, y en segunda por el Tribunal 
Supremo de Justicia. 

Cuando dichos Jueces sean procesados como cómpli- 
ces ó encubridores, se someterán al fuero del encausado 
como autor. 

Los cómplices y encubridores de los Jueces en los 

delitos ó faltas judiciales seguirán el fuero de estos. 

Art. 25. Los pleitos civiles en que peaiji parte los al' 
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caldea mayores como personas privadas, cualquiera qué 
sea su cuantía y de los cuales deba conocer por su natu- 
raleza el juez del domicilio, se sustanciarán y decidirán 
ante el Juez letrado del partido ouya capital esté mas 
próxima al pueblo de la residencia tLelalcalde mayor liti- 
gante sien este no hubiere otro juez letrado. 

En los demás casos se sustanciarán y decidirán di- 
chos pleitos ante los jueces que sean competentes por 
razón de la cosa litigiosa ó del lugar del contrato que 
motive el litigio* 

Art. 26. Los Jueces de partido que residan en un 
mismo pueblo se sustituirán recíprocamente por el orden 
de su numeración, á saber: el segundea! primero, el ter- 
cero al segundo, y asi sucesivamente hasta el último que 
será sustituido por el primero. 

En las demás poblaciones en que haya un solo Juez, 
nombrará el Presidente de la Audiencia, oyendo al Real 
Acuerdo, un letrado que le sustituya con el titulo de 
Teniente alcalde mayoe. 

' Art. 27. Los sustitutos que desempeñaren su comisión 
por mas de un mes, percibirán el sueldo señalado al em* 
pleo, si no lo disfrutare el propietario, y la mitad si este 
lo cobrare. 

A los suistítutos se les computará en el sueldo que de- 
ban percibir el que les corresponda por jubilación ó ce- 
santía si la tuvieren. 

Art. 28. A faltado Jueces letrados y de sustitutos en* 
trarán á desempeñar la jurisdicción contenciosa los 6o- 
bemadorcM ó Tenientes, y en. defecto de estos los Al« 
caides y demás individuos del Ayuntamiento por el orden 
previsto en el capitulo anterior. 

Art. 29. Guando la jurisdicción recaiga en jueces no 
letrados nombrarán estos asesores que les consulten; pero 
no elejirán un letrado para todos los negocios, sino uno 
para cada uno, aun cuando el nombramiento recaiga siem- 
pre en una misma persona. 

Art. 30. Cuando el Alcalde mayor, ó el Teniente al- 
calde mayor en su caso, salga á los pueblos de su par- 
tido por asuntos del servicio, conservará la jurisdicción, 
y el que le sustituya deberá limitarse á practicar las dili- 
gencias judiciales que aquel le hubiere delegado expresa- 
mentei y las que por su urgencia no permituí dilación. 
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Si e) Juez no habiere dejado instrucciones al sustituto» 
se limitará este á abrir la correspondencia, ejecutar lo que 
quedare decretado, evacuar los exhortes, continuar lasus- 
taneiacion de los procesos criminales y despachar los oivi-* 
les en la parte que no exija dictamen de asesor. 



CAPITULO III. 
De las Reaks Audiencias. 

SECCIÓN PaiMERA. 



De la planta y organización de las Reales Audiencias. 

Art. 31. Los Gobernadores Capitanes Grcnerales délas 
islas de Cuba, Puerto-Rico y Filipinas, continuarán ejer- 
ciendo el cargo de Presidentes de las Audiencias de su 
respectivo territorio. 

Art. 32* La Real Audiencia de Puerto-Rico se com- 
pondrá del Presidente, un Regente, cinco Oidores, uno de 
los cuales será el Auditor de Guerra, un Fiscal, un Teniente 
Fiscal, y los subalternos y dependientes necesarios. 

Art. 33. La Real Audiencia de Manila se compondrá 
del Presidente, un Regente, siete Oidores, dos de los cua- 
les serán los Auditores de Guerra y de Marina, un Fiscal 
de lo civil, otro de lo criminal, y los auxiliares y subalter- 
nos que se con&ideren necesarios. 

Art. 34. La Real Audiencia Pretorial de la Habana 
se compondrá del Presidente, un Regente, tres Presidentes 
de Sala, diez Oidores, dos de los cuales serán los Auditores 
de Guerra y de Marina, un Fiscal, cinco Tenientes físca« 
les y los subalternos y dependientes que sean necesarios. 

Art. 35. Los Presidentes de Sala de la Audiencia pre- 
torial de la Habana tendrán igual categoría que los Re- 
gentes de las de Puerto Rico y Manila. 

Art. 36. Los Auditores de Marina de la Habana y 
Manila ejercerán la Real jurisdicción ordinaria con los de- 
mas Oidores de las Audiencias respectivas cuando sus ocu- 
paciones especiales se lo permitan y siempre que fueren lla- 
mados por el Regente para asistir al Acuerdo ó formar Sa- 
la de justicia en los mismos términos que con respecto á los 
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Auditores de Guerra tuve á bien disponer por Mi Real de- 
creto de 24 de Enero de 1858. [1] 

Art« 37. Los Ministros de las Audiencias de Ultramar 
prestarán juramento en la mesa del Tribunal, y con la 
misma fórmula establecida para los Jueces de partido. 

El juramento una vez prestado en la forma referida 
no se repetirá, ni por los Jueces, ni por los Magistrados. 

Art. 38. Los Presidentes de las Audiencias, oyendo al 
Real Acuerdo, remitirán anualmente á la aprobación del 
Gobierno con la anticipación necesaria una lista de los que 
hayan de suplir por los Magistrados en vacante del oñcio, 
impedimento ó falta de propietario, durante el añosiguiente. 
Comprenderá esta lista la mitad del número de los que 
hayan de ser suplidos, y uno mas cuando este sea impar. 

Art. 39. Estos suplentes entrarán á ejercer su encargo 
por turno, y seg'un el orden en que estuvieren inscritos sus 
nombres en las listas. 

Art. 40. No serán llamados los suplentes sino para losr 
asnntos de justicia, y cuando la escasez de Ministros ó la 
i^lomeración de negocios haga indispensable su auxilio 
á juicio del Regente. 

Art. 41* Lo dispuesto en el artículo 27 respecto de los 
sustitutos de los Jueces de partido es aplicable taínbien á 
tbs^ suplentes de los Magistrados. 

Art, 42. A falta de suplentes serán llamados para 
cada negocio que ocurra, los Alcaldes mayores y el Juez 
ée Hacienda de la capital, empezando por el orden de la 
numeración de los primeros, y siguiendo turno figuroso, 
que solo podrá alterarse cuando el llamado esté legalmen- 
te impedido, en cuyo caso se citará al siguiente. 

Art. 43. La Real Audiencia de la Habana se dividirá 
en tres Sillas de Ministros fijos, que se designarán de orden 
Mía, al comunicar este Mi Real decreto: la primera se 
eompondrá de un Presidente, dos Oidores y los Auditores 
de Guerray de Marina: la segunda y la tercera de un Pre-^ 
Bidente y tres Oidores cada una. 

Los Oidores que de nuevo se nombraren ingresarán 
en la Sala á que hubieren pertenecido sus respectivos an* 
tecesares, tomando en ella el lugar que por su antigüe-* 
dad les corresponda. 

(1) Véase apéndice i, ^ 
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Art. 44. El Regente asistirá á la Sala que le parezca; 
y coando el baen servicio lo exija Me propondrá la tras- 
lación de una á otra Sala de los Presidentes y de los Oido- 
res. 

El Presidente de la Audiencia podrá mandar llevar á 
efecto la traslación propuesta, cuando fuere urgente, Ínte- 
rin recae Mi Real aprobación. 

Art. 45. Las Audiencias de Manila y Puerto Rícese 
dividirán en dos Salas cuando la aglomeración de nego- 
cios lo exija, en cuyo caso presidirá el Oidor mas antiguoi 
aquella á que el Regente no asista, y los demás Oidores 
formarán parte de una ú otra alternativamente, , según su 
antigüedad, sin que este orden pueda variarse á no existir 
alguna incompatibilidad^ ó ser la Sala de Guerra y Mari- 
na una de las que funcione. 

Art. 46. El que presida cada Sala llevará la palabra 
en estrados, y será el único por cuyo conducto podrán pre- 
guntar los Oidores lo que se les ofrezca. 

Art. 47. Para fallar en segunda instancia los asuntos 
civiles y criminales cuyo conocimiento en primera instan- 
cia pertenezca á los Juzgados de Guerra, Artillería é In- 
genieros, y asimismo para fallar también en la segunda 6 
tercera instancia, según corresponda, los pertenecientes á 
la jurisdicción de Marina, habrá en cada una de las Au- 
diencias de ]a Habana, Puerto Rico y Manila una Sala de 
Guerra y Marina compue«^a del Presidente de la misma 
Sala, de los Auditores de aquellos ramos, y de dos Oido- 



£n las Audiencias donde no haya Presidentes de Sala 
tocará siempre al Regente presidir la de Guerra y Mari- 
na. 

En Puerto Rico donde no hay Auditor de Marina se 
compondrá dicha Sala del Regente, del Auditor de Guerra 
y dos Oidores designados uno por el Ministerio de laCkier- 
ra y otro por el de Marina, entre los que á la sazón se ha- 
llaren sirviendo. 

En Manila se designarán igualmente los dos Oidores 
indicados, uno por el Ministerio de la Guerra y otro pót el 
de Marina. 

En la Habana compondrán la Sala de Guerra y Ma- 
rina los mismos Presidente y Ministros que formen la Sala 
primera. 



—14— 
. Art. 48. No podrá asistir á la Sala que conozca delav 
alzadas referidas, el Auditor que hubiere fallado el negó* 
cío en primera instancia. 

Art. 49. Para sustituir ¿ los Auditores en sus ausen- 
eias, enfermedades ó impedimento de otro género, se de- 
signará por cada uno de los Ministerios de Guerra y Mari- 
na uno de los Oidores que no compongan las Salas especia- 
les. 

A falta de los Magistrados designados por dichos Mi- 
nisterios, nombrará el Regente, de entre los demás del 
Tribunal, los que hayan de suplirlos. 

Art. 50. Las Salas de Guerra y Marina se completa- 
rán con el Oidor ú Oidores mas modernos del Tribunal, 
cuando no se reuniese número suficiente de Ministros. 

SECCIÓN SEGUNDA. 

De las facultades de las Audiencias. 

Art 51. Corresponde á las Audiencias de Ultramar: 

1. ® Promover cada una en su territorio la ad- 
ministración de justicia y velar muy cuidadosamente so- 
bre ella, para lo cual ejercerán sobre los respectivos Jueces 
inferiores la superior inspección que es consiguiente, pu* 
diendo pedirles los informes y noticias que estimen necesa- 
rio respecto á las causas civiles ó criminales fenecidas, y el 
estado de las pendientes; prevenirles lo que convenga pa- 
ra su mejor y mas pronta expedición, y cuando haya justo 
motivo censurarlos, reprenderlos, apercibirlos, multarlos, 
y aun formarles causa de oficio, ó á instancia de parte por 
los retrasos, descuidos y abusos graves que cometieren. 

2. ^ Hacer cada año por medio de un Ministro que 
al efecto elijan, la visita de los subalternos del Tribunal 
para ver si cumplen bien con las obligaciones de sus ofi- 
cios. 

3. ^ Examinar á los que ea su distrito pretendan 
ser abogados, escribanos, y procuradores, previos los requi* 
sitos establecidos, ó que se establezcan por las leyes. 

4. ^ Dirimir las competencias de jurisdicción que se 
susciten entre todos los Juzgados de su territorio, bien sea 
de los ordinarios ó privilegiados entre si, ó con otros del 
mismo ó diferente fuero. 
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5. ^ Proveer á los recursos de fuerza y protección 
que se introduzcan de los tribunales, prelados ú otras cua- 
lesquiera autoridades eclesiásticas de su territorio. 

6. ^ Cometer el conocimiento de las causas ó pleitos 
en que haya sido recusado in totum el Juez competente al 
letrado que estimen oportuno, y nombrarle acompañado 
•n los casos que se expresarán, mas adelante. 

7. ® Conocer de los recursos de nulidad que se en- 
tablen de las providencias ó actuaciones de los Jueces 
subalternos que no quepa el ordinario de apelación. 

8. ^ Conocer en segunda instancia: 

De los asuntos civiles y criminales que los Juzgados 
de primera instancia ordinarios y especiales deban remi- 
tirles en apelación ó consulta. 

Respecto de aquellos negocios pertenecientes á la ju- 
risdicción de Marina que con arreglo á las disposiciones 
vigentes tienen dos instancias ante los Juzgados del ramo, 
se tendrá en cuenta lo dispuesto en los artículo» 96 y 97. 

De las providencias ó resoluciones dictadas por los 
Gobernadores Capitanes Generales de que con arreglo á 
las leyes de Indias y á lo dispuesto en el capítulo sexto de 
este Real decreto se alzaren los que por ellas se conside- 
ren agraviados: 

De los recursos de responsabilidad que se entablen 
ante los Jueces de partido por las actuaciones ó providen- 
cias de los Jueces locales: 

De las causas que contra los mismos Jueces locales 
se instruyeren por delitos que cometan en la administra- 
ción de justicia: 

De las providencias que de plano y sin figura de juicio 
dictaren contra los mismos los Jueces de partido* 

De los recursos dé súplica contra las providencias de 
las Salas de justicia en los casos que se determinan en este 
Real decreto. 

9. ^ Conocer en primera instancia con apelación al 
Supremo Tribunal de Justicia, de las causas que por de- 
litos relativos al ejercicio del ministerio judicial ^e formen 
contra los Jueces de partido, los Asesores de los Tribuna- 
les de Comercio y de los Gobernadores y los Jueces ecle- 
siásticos, cuando por ellos hubiera de juzgarlos la jurisdic- 
ción Real. 

10. o Dar á los Gobernadores Capitanes Generales 
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los votos consultivos que les pidieren con arreglo á lo dis* 

f)ue8to en el capitulo sexto de este Real decreto; y ejercer 
as demás atribuciones que les están ó les fueren asigoadaJí 
por las leyes y demás disposiciones vigentes en aquellos 
dominios. 

Art 53. El ejercicio de las facultades contenidas en los 
artículos que preceden compete a las Audiencias resp«cti-* 
vamente en Acuerdo, ó en Salas de justicia, según la ín- 
dole de los negocios, determinada en las leyes y orde-* 
nanzas, 

Art. 53. Las Audiencias, fuera de las facultades que 
tienen en los casos de apelación, competencia y recursos 
de fuerza, de protección ó de nulidad, no podrán avocar 
ninguna causa pendiente en primera instancia ante los 
Jueces inferiores, ni entrometerse en el fondo de ella cuan- 
do promuevan su curso, ó se informen de su estado, ni 
pedirla ad efectum videndh ni retener su conoeimiento 
en dicha instancia cuando haya apelación de auto ioter- 
locutorio, ni embarazar de otro modo á dichos Jueces en 
el ejercicio de la jurisdicción que les compete de lleno en 
la instancia referida. 

Art. 54. Siempre que las AudienciaB juzgaren conve- 
niente pura la mas perfecta administración de justicia 
confiar el conocimiento de una causa criminal aun Juez de 
otro partido distinto de aquel á quien correspondiere coa 
arreglo á derecho, podrán verificarlo asi, acoidándolo pre- 
viamente en Tribunal pleno, y dando cuenta al Presidente. 

Art. 55* Los Regentes, Ministros y Fiscales somete-^ 
rán á la deliberación del Real Acuerdo, suempre que lo 
crean conveniente, y una vez al año cuando menos, las 
observaciones que les sugiera el estudio y la práctica de 
los negocios, de las cuales pueda deducirse la necesidad 
de adoptar alguna medida relativa á la administración de 
justicia. 

Si en su vista resolviere la Audiencia dictar algún 
auto acordado,con arreglo alo dispuesto en las leyes de In* 
dias, podrá hacerlo y ponerlo en ejecución, con asentimien^ 
to de su Presidente; pero si la materia íuese de tai índola 
que altere ó modifique las disposiciones vigentes se remití- 
rá por conducto y con informe del Tribunal Supremo da 
Justicia á Mi Real aprobación, sin cuyo requisito no po^ 
drá publicarse ni ejecutarse. 
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. Art 56. En la sustanciacion de los negocios oíviles. y 
criminales dos votos al menos harán sentencia en todp 
aquello en que estuvieren conformes de toda conformi*- 
dad, no siendo denegación de soltura, admisión ó denega- 
ción de prueba, determinación de formar articulo 6 alguna 
otra providencia que pueda causar perjuicio irreparable, 
én cuyos casos serán necesarios tres votos conformes, 

Árt. 57. De losantes de sustanciacion que las Audien- 
cias dicten sin previa vista, puede pedirse reforma en Ift 
primera audiencia después de la notificación, y la Sala, me- 
jor informada, podrá variar su proveido, de plano ú oyendo 
por tres dias, á lo mas, & la parte contraria. 

Art. 58. Ha lugar al recurso de súplica contra las sem 
tencias definitivas de las Audienóias dictadas en asuntos 
criminales en los casos en que es admisible en esta materia 
según la legislación vigente. 

Ño habrá, sin embargo, lugar á este recurso cuando 
el número de los Ministros que hubieren fallado en la se- 
gunda instancia sea mayor que el extrictamente necesario 
con arregló á lo prevenido en el artículo 190. 

Art. 59. Habrá lugar á la súplica de una sentencia 
definitiva en lo civil: 

1. ^ Si liubiese contrariedad sobre sus disposiciones. 
3, ^ Sí hubiese recaido en cosas no pedidas. 
3. ^ Si en ella se hubiese omitido proveer sobre al- 
guno de los capitules de la demanda. 

Art. 60. Procederá asimismo lá suplica en lo civil d^ 
una definitiva cuando la Audiencia hubiere dictado reso- 
luciones oontri^rias entre si, respecto de los mismos liti- 
gan tes, sobre el propio objeto y en fuerza dé idénticos 
fundamentos. 

Art. 61. Habrá lugar á la súplica de la cíefinitiva eñ 
|o civil que se hubiere dictado en virtud de confesiones y 
Allanamientos hechos sin poder ó autorización suficientes 
por los defensores de las partes en estrados ó por escrito, 
si las expresadas coufesíonesó allanamientos fuesen con- 
tradichos por los interesados, ó demostrada su falsedad! 

Art. 62. Habrá también lugar á la súplica de una cíe-^ 
fiottiva @n lo civil: 

1.^ Si después de pronunciada se recobraren do- 
cumentos decisivos, detenidos por fuerza mayor ó por 
obra de la parte en cuyo favor se hubiere dictado. 

3 



8. » Si bubieru recaído cii virtutl de <locLim«>ntas 
que al tiemjM) de diotarse i^nontbii una de las pnrtei> h»- 
bCr BÍdo reconocidos y deól unidos falsos, ó cuyu falsedad 
í.e reconociere ó declarare dcspucs. 

8.° Si habiéndose dictado en virtud de prueba tes- 
tifical ó deposiciones, uno ó muchos testigos, 6 In purte, 
fueren «ondeniidoscorao falsario? en sus declaraciones. 

■t * 8i se hubiere ganado en virtud de cualquiera 
otra sorpresa ó maquinación fraudulenta. 

Art. 63- Sernn también supÜcableslaR deflnitirns dic- 
tadas en perjuicio de los munores de edad ó entredichos de 
administrar sus bienes, cuando aus tutores ó curadores 
bubieren descuidado el presentará sa favor documentos 
decisivos. 

Art. 64. Podrán ser saplicadas por los acreedores 
ólosquede ellos traigan causa, las definitivas que se 
hubieren dictado contra su deudor, ó contra su causante, 
en fuerza de colisión ó atentado contra sus derechos. 

Art. 65. Serán suplicablns las sentencias interlocoto- 
rias dictadas por las Audiencias, asi en materia civil 
como criminal, siempre que no ae refieran á otras de la 
anterior instancia. 

Art. 66. También podrá suplicarse de las providen- 
cias de las Salas en que de plano se multe ó impongan 
costas áuu Tuez inferior. 

Be la sentencia que recaiga cabe apelación para an- 
te el Tribunal Supremo de Justicia, si el importe de la 
multa ó costas pasa de quinientos posos. 

Si la providencia se limita á advertir, encargar ó 
apercibir al Juez, también se admitirá la súplica; pero la 
resolución qne recaiga será firme. 

Kn arabos casos se permitirá el uso del papel sella- 
do de oficio y no se le exigirán derechos á no ser que so 
recurso fuese desestimado con costas, ni se le obligará ft 
otorgar poder. 

Art. 67. No habrá lugar ¿ la interposición de este 
recorso por error material que se hubiere cometido en la 
sentencia, en cuanto &. los nombres, calidades y pretensio- 
nes de las partes, ó por simple yerro de cálculo en la par- 
te dispositiva. 

Podrá pedirse sin embargo la rectificación del error, 
y en el caso de que hubiere lugar á ella se extenderá al 
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margen ó á continuación de la minuta de la sentencia. 

Art, 68. El recurso de súplica so interpondrá ante 
la misma Sala que hubiere dictado la providencia cu 3' a 
enmienda se tratare de obtener. 

Art. 69. La sustanciacion del recurso de súplica en 
las causas criminales se reducirá á la entrega de autos pa- 
ra instrucción, permitiéndose escritos únicamente cuando 
se hayan de presentar nuevos documentos ó solicitar prue- 
ba con arreglo á las leyes. 

Art. 70. El plazo para suplicar de una definitiva en 
asuntos civiles, será el de á'niz días contados desde su no- 
tificación en los casos del artículo 59, y el de tres meses á 
partir déla misma diligencia en ios expresados en los ar- 
tículos 60, 61, 62, 63 y 64. 

Art. 71. Interpuesta la súplica en materia civil, y ad- 
mitida si la Audiencia lo estimare procedente, expresará 
de agravios el suplicante. 

Cumplido este requisito procederá el Tribunal á sus- 
tanciar el recurso, enmendando á su tiempo, si lo con- 
ceptúa justo, la sentencia impugnada, en todo ó en parte, se- 
gún que los fundamentos de la súplica se refieran á la to- 
talidad ó tan solo á algunos desús capítulos. 

Art. 72 En la misma definitiva de revista proveerá la 
Audiencia sobre el fondo de la cuestión que haya sido 
objeto de la resolución enmendada. 

Art. 73. En el caso de que la súplica se interpusiere 
de alguno de los autos á que se refiere el artículo 65, el 
Tribunal después de admitirla, si la creyere procedente, 
fallará ejecutoriamente sin mas preparación que el informe 
oral de las partes... 

Art. 74. La introducción de este recurso en lo civil no 
suspenderá la ejecución de la sentencia que lo motive. 
Podrá sin embargo la Audiencia, en vista de las 
circunstancias especiales que concurran, sobreseer en su 
ejecución, exijiendo fianza al demandado. 

Art. 75. En las causas crimínales de que las Audien- 
cias pueden conocer en primera instancia, á saber* }as 
que ocurran contra Jueces de partido en su territorio, 
con relación al ejercicio dol ministerio judicial,estarán au- 
torizados dichos Tribunales para proceder, no solo á ins- 
tancia de parte ó por interpelación fiscal, sino también de 
oficio, cuando de cualquier modo vieren algún ju¡9to moti- 
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vo para ello; y en el procedimiento y determinación de- 
berán observar las disposiciones siguientes: 

!• ^ Que si la causa empezase por acusación ó por 
(querella de persona particular, no se deberá nunca admi- 
tir la querella ó la acusación sin que la acompañe la cor- 
respondiente fianza de calumnia, y de que el acusador ó 
querellante no desamparará su acción hasta que recaiga 
sentencia que cause ejecutoria. 

La cantidad de dicha fianza será determinada por el 
Tribunal según la mayor ó menor entidad y consecuencia 
del asunto. 

2. ^ Que aunque comience la causa de la manera 
sobredicha, siempre deberá ser parte en ella el Fiscal de 
la Audiencia. 

3. ^ Que esta no podrá suspender al Juez procesado 
sino cuando procediéndose sobre delito á que por la ley 
esté señalada pena de privación de empleo ú otra mayor, 
estime necesario suspenderle después de formalmente ad- 
mitida la acusación ó la querella ó de resultar méritos 
bastantes, si el procedimiento fuere de oficio, Pero po- 
drá hacerle comparecer personalmente ante sí siempre 
que considere requerirlo el caso, y aun ponerle en ar- 
resto cuando lo exija la gravedad del delito sobre que stt 
proceda. 

4. ^ Que las actuaciones de instrucción en el su- 
naario y las que requiera el plenario deberán encargarse 
al Ministro á quien por turno corresponda; y las diligen- 
cias que hubiere que practicar fuera de la residencia del 

Tribunal, y que no puáiere evacuar por sí dicho Minis- 
tro se cometerán siempre á la primera 'autoridad ordina- 
ria del pueblo ó del partido respectivo. 

Durante el procedimiento no podrá el acusado ó pro- 
cesado estar en el pueblo donde se practiquen actua- 
ciones de su causa, ni en seis leguas en contorno. 

Art. 76. En esta clase de causas habrá lugar á apela- 
ción siempre que se imponga pena mayor de quinientos 
pesos de multa ó seis meses dé suspensión de empleo ó 
sueldo. 

Art. 77. Interpuesta la apelación y admitida cuando 
proceda, se emplazará al procesado para que dentro dé 
seis y doce meses respectivamente según se interponga 
de las Audiencias de América ó Manila se presente ante 
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é\ Sttpf^'mo Tríbaiial á usar de su derecho por sí ó pbr 
medio de Procurador con poder bastante, apercibido que 
de no hacerlo le parará perjuicio. 

Art 78. Cuando llegare á noticia de las Audiencias 
algún delit» ó falta cometido por los Jueces locales en el 
ejercicio de su jurisdicción, podrán dictar las disposición 
nes qftie estimen conducentes para que el f Juez ordinario 
procedli con actividad y arreglo á derecho en la sustancia*.^ 
clon y decisión del proceso que deberá formar conforme á 
lo prevenido en el articulo 20 de este Real decreto; 

SECCIÓN TERCERA. 

Del régiiHen interior de las Reala Audiencias. 

Art. 79. Las Sales de las Audiencias se reunirán todos 
los dÍHS no feriados y dedicarán al despacho de los nego- 
cios tres horas por lo menos. 

Al despacho y vista pública de las causas criminales 
se destinará todo el tiempo que sea necesario para aoe« 
lerar su término, dándoles prefereaioia sobre los negocios 
civileSi 

Art. 80. Terminados los asuntos de justicia se reunirá 
laAudiendaen Acuerdo áeu-pleno para despachar y de- 
cidir los negocios de que debe conocer en esta forma. 

Solamente en casos graves y extraordinarios podrá* 
preceder la reunión de la Audiencia en Acuerdo á su reu- 
nión en Salas. 

Art. 81. El Ministro que se crea impedido de ser Jues 
enalguna cauaa, lo manifestará, oportunamente al Regen-» 
te para los efectos que expresa el articulo 175. 

' Art. 82. Empezado el despacho ó la vista de un nego- 
cio, no se suspenderá si para su conclusión ba&tase algu- 
na hora mas de las de ordinaria asistencia; y si el negocio 
fuere criminal y hubiere reos presos se prolongará la au- 
diencia todo el tiempo posible á juicio del Presidente. 

Art. 83. Una vez dada cuentisi del negocio ó adabada 
la vista, no se disolverá la Sala hasta dar providencia; 
pero si algún Ministro ant^sde comenzar I& votación' ex- 
pusiere que necesita ver los autos ó examinar el memorial 
ajustado podrá suspenderse y deberá darse la sentencia 
dentro de los términos señalados en el articulo 182. 
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Art. 84. Si empezado á ver un negocio ó visto ya y na 
votarlo enfermare ó de otro modo se inhabilitare alguno de 
los Ministros concurrentes en términos de no poder coatí ^ 
nuar ó dar su voto en voz ó por escrito, no por eso se sus- 
penderá la vista ó la determinación si con ios demás Jue- 
ces hubiere suficiente número. 

Si no lo hubiere ni probabilidad de que el impedi- 
mento cese dentro de pocos dias, se procederá a nuevo 
señalamiento y vista en el caso de no haberse acabado la 
primera; y si se hubiere esta concluido verá la causa otro 
Ministro y acudirá á votar con los demás que antes la vie- 
ron. 

Art. 85. Siempre que para decidir un punto de derecho 
mediase discordia y dos Ministros al menos votasen contra 
la decisión de la Sala, esta, sin perjuicio de ejecutarse el 
fallo, elevará la oportuna consulta al Tribunal Supremo de 
Justicia, exponiendo las razones de la mayoría y la mino- 
ría. 

Art. 86. El Tribunal Supremo, si creyere necesaria la 
aclaración ó interpretación auténtica de la ley, redactará 
el oportuno proyecto y lo pasará al Gobierno: pero si la 
conceptuase innecesaria, lo manifestará asi á la Audien- 
cia que hubiere consultado. 

Art. 87. Siempre que las Audiencias remitan al Su- 
premo Tribunal de Justicia algunas actuaciones, cualquie- 
ra que sea la causa de la remisión, acompañarán en pliego 
cerrado la correspondiente certificación de todos los vo- 
tos reservados de cuantos Magistrados hubieren interve- 
nido en los fallos, ó negativo en su caso. Los Ministros 
podrán exponer los fundamentos de sus votos en la misma 
certificación ó en papel separado. 

CAPITULO IV. 

Del Supremo Tribunal de Justicia. 

Art 88. Corresponde al Tribunal Supremo de Justicia 
en Sala de Indias: 

1. ^ Conocer en segunda y última instancia de las 
causas formadas y de los recursos de responsabilidad en- 
tablados contra los Jueces inferiores de Ultramar que 
las Audiencias le remitan en apelación. 
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2i ^ Resolver los recursos de queja que por no ha- 
berles otorgado la alzada entablen los referidos Jueces in- 
feriores. 

3. ® Conocer en primera instancia, con súplica en 
sus casos para ante distinta Sala del mismo Tribunal, de 
las causas que se formen á los Regentes, Ministros ó Fisca- 
les de las/Ludiencias de Ultramar por faltas ó delitos come- 
tidos en el desempeño de sus funciones judiciales. 

4. ® Conocer por los mismos trámites de los recur- 
sos de responsabilidad que se entablaren contra los fun- 
cionarios expresados en el párrafo anterior por infracción 
terminante de las leyes en la administración de justicia. 

5. ^ Conocer de los recursos de casación que en ne- 
gocios civiles se entablen contra sentencias ejecutorias 
de las Audiencias con arreglo á las leyes, fallando sin 
ulterior recurso en los mismos, cuando encontrare haber 
lugar á la casación. 

Art. 89. En la sustanciacion de las apelaciones que 
los Fiscales ó Jueces inferiores entablaren de ios fallos dic- 
tados en primera instancia por las Audiencias de Ultramar, 
procederá el Supremo Tribunal de Justicia del mismo 
modo que dichas Audiencias proceden en las causas crimi- 
nales que fallan en segunda instancia. 

Art. i)0. Asistirán para fallar en definitiva dichas cau- 
sas dos ó tres Ministros mas de los que hubieren senten- 
ciado en primera instancia y siempre en número impar. 

El voto de la mayoría causará ejecutoria sin mas 
recurso que el de responsabilidad. 

Estas atribuciones se entenderán sin perjuicio de las 
demás que en la actualidad competen al Tribunal Supre- 
mo de Justicia en Sala de Indias con arreglo á las leyes. 



CAPITULO V- 

De los fueros y de los Tribunales y Juzgados especiales 

Art. 91. Se deroga el fuero activo de las milicias pro- 
vinciales 6 disciplinadas de la Isla de Cuba extendido á 
los escuadrones rurales de Fernando VII por Real orden 
de 20 de Julio de 1847, y cualquiera otro de la misma 
clase que exista en las provincias de Ultramar, quedando 
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reducido el que han de disfrutar estos y aquellas 9\ pasiva 
•de que gozan las demás clases del ejército. 

Art. 02. Se considerarán sujetas á la jurisdicción or- 
dinaria todas las persona» á quienes la ley no conceda 
expresamente un fuero especial, cualesquiera aue sean lasf 
prácticas que se hayan introducido en cttanto a las exen- 
ciones de dicha jurisdicción, y los Tribunales al admitir- 
las ó desecharlas se atendrán á la interpetracion extricta 
y sentido literal de las leyes ó disposiciones vigentes. 

Art. 03* Desde la publicación de este decreto ninguna 
persona adquirirá el fuero de Guerra niel de Marina, sinq 
por la entrada efectiva en las carreras que dan este dere- 
cho con arre^^o á las leyes. 

Art. 94. Los juzgados de Guerrat de Artillería y de 
Ingenieros continuarán conociendo en primera instancia de 
los asuntos de su respectiva jurisdicción; pero de sus ape« 
laciones conocerán las Reales Audiencias en la forma ar- 
riba expresada, debiendo cesar por consiguiente los Tri- 
'bunales de revisión y el Supremo de Guerra y Marina en 
el conocimiento de las alzadas. 

Art. 95. Oomperte á la Audiencia Pretorial en Sala de 
Guerra y Marina, d conocimiento de las apelaciones ea 
los mismos términos qu« antes correspondía al Tribunal 
Sapremó de Guerra y Marina, y en su caso al especial de 
revisión, interpuestas de los autos y sentencias pronuncia— 
das por el Comandante general del Apostadero de la Haba^ 
na, en los autos civiles y criminales llevados á este Juz- 
gado, cuando las partes se alzaren de los fallos definitivo», 
proveídos por los Comandantes de Marina* asi de la pro- 
vincia de Puerto Rice» como de las de igual clase de la isla 
de Cuba« 

Art. 96. En conformidad del articulo 32 titulo 1. ^ de 
laordenanza de matriculas y de la circular del Tribunal 
Supremo de Guerra y Marina de ^ de Marzo de 1840, es- 
tos Comandantes militares de Marina remitirán por con- 
ducto del Comandante general del Apostodero en cetitsulla 
á la Sala de Guerra y Marina de la Audiencia Pretorial 
las sentencias y autos definitivos en toda clase de mego($ios 
criminales de que conocieren en las provincias de su mando. 
Art. 97. Los asuntos civiles y criminales ya fallados 
interlocutoria 6 definitivamente por los Juzgados del Apos- 
tadero de la Habana y del de Manila se llevarán a la Au*^ 
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diencia respectiva en virtud de la. apelación otorgada, ó á 
donde corresponda con arreglo á la legislación hoy vigexr- 
te, á elección de los apelantes, consignada én notificación 
personal ó practicada con los procuradores habilitados con 
poder especial para este acto. 

Art. 98. Se suprimen las Juntas de competencias que 
hasta ahora dirimian las suscitadas entre los Juzgados ea-^ 
pedales y entre estos y los ordinarios, cuya resolución 
corresponderá en lo sucesivo á las Reales Audiencias. 

Art» 99. Se suprimen las Juntas contenciosas que en la 
Habana, Manila y Puerto Rico conocen de las alzadas ea 
los negocios judiciales de Hacienda, los cuales se sustan-^ 
ciarán y fallarán en segunda instancia por las Reales Au* 
diencias. 

A los Fiscales de las mismas corresponderá la repre-* 
sentacion del Ministerio^público en la referida instancia* 

Art. 100. Igualmente se suprimen los Juzgados Ua^ 
mados de Intendencia que en primera instancia cono» 
cen de los mismos negocios en las mencionadas islas y 
en su lugar se crean Juzgados de Hacienda* 

Art. IQlé Los Asesores, que hoy despachan los asuntos 
Judiciales de Hacienda en unión de los Intendentes, los 
despacharán en lo sucesivo por si solos con jurisdiccioo 
propia, tomando cada uno el título de Juez db Hacienda del 
pueblo en que resida. 

Art. 102. Los Jueces de Hacienda coptínuarán por. 
ahora siendo Asesores natos de los Intendentes y Supe-^^ 
rintendentes de las capitales de los Juzgados. . 

Art. 108. Los Fiscales y Escribanos de la Hacienda 
continuarán por ahora en el desempeño de sus respectivas 
funciones, atemperándose á las reglas generales que pára- 
los de su clase establece este Real decreto y les sean 
aplicables. 

Art. 104. La representación del Ministerio público en 
primera instancia en el Juzgado deHacionda.de Manila- 
estará á cargo de uno de los abogados auxiliares de aqué* ' 
lia Audiencia que nombrará el Superintendente y le remo- 
verá cuando lo crea oportuno» i » 
La ocupación que este cargo produzca se tomará ea * 
cuenta para la igual distribución de los demás asuntos eti'*- 
yo despacho corresponde .á los abogados auxiliares. 

Art, 105. Los Juzgados de Hacienda continuarán co^ 
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nociendo de los concursos y negocios en que sea parte ef 
Estado: pero ana vez satisfecho el crédito de este, cesará 
dicho conocimiento y se trasladará á la jurisdicción ordina- 
ria ó á la que sea competente. 

Art. 106. La Audiencia de la Habana reuniendo los 
datos estadísticos y de división territorial que juzgue con- 
venientes, y después de oir á la Intendencia y demás per- 
sonas y corporaciones que puedan ilustrar el expediente. 
Me propondrá el aumento y organización de los Juzgados 
, de Hacienda de la isla de Cuba. 

Art. 107. Se suprime el Juzgado general de bienes de 
difuntas que existe en la Habana y se devuelve el conocí- 
n^iento de los negocios que hasta ahora han sido de sa 
competencia á los Alcaldes mayores, Jueces letrados de 
primera instancia, existentes ó que se establezcan en la 
isla de Cuba. 

Art. 108. Se extenderán al territorio de la Au'Üencia 
j^c _. de la Habana todas las disposiciones que para la de Puer- 
^Cj^. ^.z"*^ to Rico se dictaron en Mi Real decreto de 10 de Febrero 

del afio último al suprimir el Juzgado de difuntos de esta 
isla. (1) 

Art. 109. Además de la Caja de ausentes que con ar-- 
reglo al artículo 7. ® ' de dicho Real decreto debe existir 
en la Habana, se establecerán las demás que se crean 
convenientes en los principales pueblos de la isla, á cuya 
efecto el Regente de la Audiencia, oyendo al Fiscal de la 
misma y al Intendente, me propondrá lo que considere 
mas acertado. 

Art. 110. Todos los Juzgados, asi ordinarios, como es- 
peciales que existan en las islas de Cuba, Puerto Rico y 
Filipinas, observarán las disposiciones de este Mi Real 
decreto que les sean aplicables, aun cuando expresamente 
jse refieran ¿ los Alcaldes mayores ó Jueces de partido. 

Art. 111. Los procesos de que conozcan los Jefes mi- 
litares y los Consejos de Guerra, cuya Jurisdicción sub- 
sistirá como hasta ahora, se sustanciarán por los trámites 
establecidos en Mis Reales ordenanzas. 

Igualmente continuará «¿n vigor para los asuntos mer- 
cantiles la ley de enjuiciamiento publicada en 24 de Julio 
de 1830 y mandada observar en las provincias ultramari- 
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[1] Véase el apéndice 5.^ 
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ñas por Reales cédulas de 1. ^ de Febrero, 17 del mismo 
y 26 de Julio de 1832. 

Art. 112, Los autos acordados y disposiciones que 
dicten las Audiencias de Ultramar con objeto de uniformar 
los procedimientos, regularizarlos juicios, corregir abusos 
y facilitar la buena y pronta administración de justicia, 
feíerán obligatorios en los Juzgados de Guerra y Marina, 
eclesiásticos y privativos de cualquiera clase. 

Art. 113. Los Juzgados de fueros especiales que en la 
actualidad subsisten en las islas de Cuba y Puerto Rico, sea 
cualquiera la jurisdicción á que pertenezcan, observarán 
puntualmente ios reglamentos de 21 de Febrero de 1853 pa- 
ra los juicios de conciliación, verbales y de menor cuan- 
tía. Ll] 

Art. 114. Parala celebración de los juicios de paz y para 
llevar á efecto las provindencias en ellos consentidas, seráa 
siempre competentes los Jueces locales de que habla el 
articulo 2.^ aun sobre los aforados de las jurisdicciones 
privilegiadas, á menos que se susciten cuestiones de dere- 
cho, en cuyo caso remitirán dichos Jueces las actuacioites 
k los del fuero privilegiado que sean competentes. 

Art. 115. Los Presidentes délas Reales Audiencias de 
Ultramar, oyendo al Real Acuerdo y á propuesta de'lo3 
Juzgados especiales, señalarán en el territorio de su man* 
do las Autoridades subalternas que sin delegación especial 
han de conocer en cada partido judicial de los juicios ver«« 
bales que se ofrezcan á los aforados respectivos tanto en la 
criminal como en lo civil. 

Art, 116. Los pleitos y causas que todavía se hallen 
pendientes y no deban retenerse por los Tribunales y Juz-^ 
gados especiales en virtud de lo dispuesto en los artículos 
anteriores, se remitirán en el estado en que se encuentren 
á los Tribunales ó Jueces competentes para que los con-" 
tinnen y finalicen con arreglo á las leyes. 

Las causas se remitirán en el término de quince dias 
y los pleitos en el de veinte. 

Art. 117. Transcurrido el término prefijado en el artí- 
culo anterior, enviarán los Jueces especiales á la Audiencia 
respectiva un índice de las causas y pleitos remitidos álos 
Juzgados ordinarios con expresión de los nombres de 1m 

[1] Véaxe apéndices 1. ® 2. • y 8. ® 
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partes, objeto de la causa ó -pleito y Juzgado & que haya 
pasado tu conocimiento, 

Las Audiencias, resumiendo todos estos Índice» pon- 
drán en Mí conocimiento el resultado de ellos con las de- 
más noticias y observaciones que ju^o^uen convenientes. 

CAPITULO VL 

i7# las facultades de los Tribunales en los negocios de h 

Administración. 

Art, 118. El Gobernador Capitán General drberá 
oir previamente al Acuerdo sobre las ordenanzas, regla- 
mentóse disposiciones generales de f*\x competencia, y de 
la délos Gobernadores y Tenientes gobernadores siempre 
que puedan afectará la Administración de Justicia. 

En los demás casos oirá á las Corporaciones superior 
res establecidas 6 que se establecieren en el ramo de que 
se trate. 

' Los Gobernadores y Tenientes gobernadores necesitan 
la aprobación superior previa para llevar á efecto toda 
disposición general permanente de su competencia. 

Art. 119. Los Tribunales no admitirán reclamaciou 
alguna contra las disposiciones de qae habla el artículo 
anterior, podiendo los interesados dirijirse por lavia gu- 
bernativa al Gobernador Capitán General quien resolverá 
oyetido previamente al Acuerdo. 

De esta providencia se podrá recurrir al Gobierno por 
conducto del mismo Gobernador Capitán General que con 
el recurso remitirá el expediente para Ja oportuna resolu-«i 
fcion Mia. 

Art. 120. Competo á las Reales Audiencias constituidas 
en Acuerdo oonocer en la via contenciosa, después de ago- 
tada la gubernativa ante las Autoridades administrativas 
por isu orden gerárquico, de los agravios que se causen á 
Jos particulares en la aplicación délas leyes, ordenanzas y 
reglamentos administrativos ofendiendo un verdadero de- 
recho, 

Art. 131. Producen la contencioso-administrativa, lle- 
gado el caso del articulo anterior, las resoluciones qi|Q 
r^wg^n sobre los asuntos que siguen; 
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1,® El repartimiento y exacción individual de toda 
especie de cargas municipales. 

2. ® Ei cumplimiento, inteligencia, rescisión y efec- 
tos de los contratos y remates celebrados con la Adminis- 
tracíon, en todos los ramos del Estado p^ra cualquiera espe- 
cie de servicio ú o1>ra pública. 

3 ^ « Los daños y perjuicios ocasionados por la ejecu- 
ción de las obras pábiioas. 

4, ® La incomodidad ó insalubridad de las fábricas, 
f)stablecimientos, talleres, máquinas ú oficios y su traslación 
á otros puntos. 

6. ® La pertenencia en posesión de terrenos colin-w 
dantes entre pueblos y á que dé margen el deslinde de los 
tértninos de estos; salva la cuestión de propiedad. 

6. ^ El deslinde, amojonamiento y pectenencia en 
posesión de los montes del Estado ó de los establecimientos 
públicos, sin perjuicio de ventilar la cuestión de propiedad 
en la forma común. 

7. ® El curso, navegación y flote de los ríos y canales, 
^bras hechas en sus cauces y márgenes, y primera distri- 
bución de sus aguas para riegos y otros^ usos. 

8. ® La concesión, explotación y abandono de las 
minas. 

9. ^ El cumplimiento, inteligencia, rescisión y efectos 
cíe los arrendamientos, ventas y mercedes de los bienes del 
Estado cuando en estoi dos últimos casos se trate del acto 
primitivo de adquisición y salvo el pleito de propiedad. 

10. La aplicación en su parte penal de las ordenanzas 
ó reglamentos generales de policía de aguas, caminos, mon- 
tes y demás ol^etos públicos mientras el hecho no constituya 
un delito. 

Art. 122. Corresponde al Gobernador Capitán General 
decidir con las formalidades que se determinarán por un re« 
glamento: 

1.^ Las cuestiones que se susciten sobre si un 
asunto es ordinario ó contenciosoadministrativo. 

2. ^ Las competencias que se susciten entre los Juz- 
gados y tribunales comunes y especiales, sobre si un asunto 
ei^ contencioso*- idministrativo ú ordinario. 

3. ® Las competencias que se promuevan sobre si un 
Asunto de la Administración es contencioso ó gubern ativo. 

£a todos estos casos oirá el Gobernador Capitán Ge- 



neral previamente al Acuerdo: IViadarA y pablícaré su de— 
cisioa; y cuando esta no haya'de ler conforme al parecer da 
dicho Acuerdo, la Guspenderá dando cuenta al Gobierno 
para la resolución que tuviere á bien adoptar. 

CAPITULO VU. 

De Ion ofieios y Oficiales auxiliareí de lot Tribunales y 
Jueces^ 

BECCIOM FRIHERA. 

De los oficios enagenados. 

Art. !93. Todos los oficios de justicia vendibles y re- 
tiuncinblcsque en lo sucesivo vacaren con arreglo á las 
disposiciones vigentes, se venderán en pública subasta par 
una sola vida. 

Alt. 124. Los oficios adquiridos en venta vitalicia son 
enajenables por cualquiera de los títulos permitidos en 
derecho: pero los nuevos adquirentes no los podrán dis- 
frutar sino durante la vida del rematante; pagnrán en cada 
traspaso la mitad del precio obtenido en la úítltna subasta, 

Í deberán pedir dentro de un año la Real conSrmacion 
ajo pena de caducidad. 

Art. 135. El que adquiriere un oficio de los subastados 
en venta vitalicia, en virtud de cesión de su poseedor y 
quisiere asegurar la posesión de él durante au vida, podrá 
conseguirlo mediante el pago desuna cantidad iguala la 
que produjo la última subasta. 

Art. 126. Todas las cantidades que cobrare la Hacienda 
procedentes de los oficios que se enajenen por una vida, so 
mvertirán precisamente en recuperarlos enajenados por 
la Corona á perpetuidad. 

Art 127. En la readquÍs¡cion dé estos oRcios se proc»- 
derá con arreglo á las leyes, devolviéndole ai intereíiado la'-' 
cantidades que hubiere entregado por razón de egresión y 
valimiento, asi como cualesquiera otras que con motivo de Ia. 
adquisición, conservación y traspaso .de los mismos oficíiM 
hubiesen ingresado en el Tesoro. 

Art. 139. La suerte decidirá cual oficio ha ds revertir al 
Ettetdo cada vez que se reúnan fondos sufici»nt0i para 
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comprarlo, á cuyo efecto el Intendente determinará y pre- 
sidirá el sorteo. 

Art. 129> Si el oficio designado por la suerte fuese valora- 
do en cantidad mayor que la que exista destinada á su read- 
quisicion, adelantarán las Cajas la diferencia; pero á con-* 
dicion de reintegrarse con los primeros ingresos, proceden- 
tes del mismo ramo. 

Art. 130. Una instrucción especial determinará las for- 
malidades que deben preceder á las subastas, las que deban 
observarse en los sorteos y las subsiguientes hasta que los 
dueños queden completamente indemnizados. 

Art. 131. Luego que se consuman los oficios perpetuos^ 
cesarán de venderse los que en adelante vacaren, prove- 
yéndose como los demás empleos, con arreglo á las dispo* 
BÍciones que entonces rigieren. 

SECCIÓN SEOUNDA. 

De los Escríbanos y sus auxiliares. 

Art. 132. Los Escribanos de Cámara y los numera ríos ó 
las personas que legalmente les sustituyan son los únicos 
que podrán dar cuenta á los Jueces de los pleitos y causas, 
y en su consecuencia se abstendrán los Tribunales y Juz- 
gados bajo su mas estrecha responsabilidad de despachar 
actuaciones judiciales de cualquiera clase con los llamados 
Oficiales de causas ú otros dependientes de las Escribanías 
no autoúzados para firmar las providencias. 

Art. 133. Los escribanos podrán sustituirse reciproca*' 
mente en sus ausencias, enfermedades y ocupaciones peren- 
torias. 

Art. 134. El Escribano que por la multitud de los nego- 
cios de su oficio no pueda asistir personalmente á todos los 
actos en que su presencia es necesaria, podrá pedir y obte* 
ner del Presidente de la Real Audiencia permiso para nom- 
brar uno ó mas auxiliares que después de examinados, a-' 
probados y juramentados por dicho Tribunal, ejerzan las 
funcionas que su principal les delegue. 

Art. 135. Los a^ixíliares de escribano ejercerán su en-| 
cargo bajo la dependencia y responsabilidad de sus princi- 
pales» sin perjuicio de la personal que contraigan en el 
caso de cometer delito^ 



Art. 136. Los auxiliares de escribano serán amovibles á 
Voluntad de sus principales ó en virtud de providencia gU" 
bernativa del Juez ó de la Sala á cuyo servicio estuvieren 
destinados. 

Su remuneración será de cuenta de los principales. 
Art 137. Los que en adelante entren á desempeñar 
Escribanías en calidad de propietarios del oficio ó en su 
defecto los Tenientes ó servidores del mismo deberán tener 
las cualidades siguientes: 

1 * . Ser mayor de veinticinco añosr 
2^. No estar procesado criminalmente. 
3.^ Haber obtenido rehabilitación en los caso» de 
haber sido anteriormente condenado á pena aflictiva ó de^* 
clarado fallido. 

4. ^ No ser deudor á fondos públicos como segando 
contribuyente ó por alcance de cuentas. 

5. ^ Estar graduado de licenciado en jurisprudencia^ 
Para desempeñar Escribanías de Juzgado no será in-' 

dispensable este último requisito; pero en su defecto deberá 
exigirse el de estar ejcaminado y recibido de Escribano. 

Art. 138. Ademas de las otras obligaciones que las leyes 
les imponen, tendrán los Escribanos ía de anotar sin dere- 
chos el dia y aun la hora, si el caso lo requiere, en que reci** 
ben los escritos de las partes, dan cuenta de ellos y entre-, 
gan, recogen ó pasan al Juez ó Tribunal los procesos, siem- 
pre que se trate de actos que tengan señalado por la ley 
un término fatal ó perentorio. 

Las partes podrán exigir copia de estas notas rubrica- 
da por el mismo Escribano. 

SECCIÓN TERCERA. 

De los Procuradores 

Art. 139. En los Juzgados y Tribunales de las provin- 
cias de Ultramar donde haya establecidos ProGuradóresr,^ 
no podrán los litigantes hacerse representar en juicio por 
otra persona que no tenga aquel carácter público, salvo^^ 
en los casos en que la ley los autorice á deienderse por si 
ó por persona determinada. 

Art. 140. Por cada ofício enajenado de Procurador qu9 
se extinga ó revierta á la Corona; con arreglo á io preveni* 
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do en el articulo 128 se creará otro libre de la misma 
clase. 

Art. 141. Cnandose hayan consumido en cada Juzgado 
ó Audiencia todos los oficios de Procurador enajenados que 
hoy existen, será ilimitado el número de Procuradores en 
la misma Audiencia ó Juzgado. 

Art 142, Los Procuradores en los Tribunales y Juzga- 
dos de la Habana, Manila y Puerto Rico, llegado el caso del 
artículo 140, serán nombrados por Mí á propuesta en terna. 
de las Reales Audiencias; y los de las demás poblaciones, 
por los Tribunales superiores á propuesta en la misma for- 
ma de los inferiores. 

Art. 143. Los Procuradores podrán actuar indistinta- 
mente en todos los Juzgados y Tribunales que hubiere en 
los pueblos para los cuales fueren nombrados. 

Art. 144. Los Procuradores que se nombren con arreglo 
á lo dispuesto en el artículo 142, prestarán una fianza de 
quinientos á cinco mil pesos en metálico, ó de mil y quinien- 
tos á quince mil en fincas, según la importancia del Juzga- 
do ó Tribunal en que sirvan. 

Los Presidentes de las Audiencias, oido el Real Acuer- 
do, fijarán en cada caso el tanto de dicha fianza, cuando 
haya de exigirse, sometiéndolo á Mi Real aprobación. 

CAPITULO VIII. 

Del Ministerio fiscal. 

Sección fbimera. 

De la planta y organización del Ministerio fiscal. 

Art. 145. Habrá un solo fiscal en la Audiencia de la 
Habana, suprimiéndose sin necesidad de otra declaración 
en la primera vacante, una de las dos Fiscalías que hoy 
existen. 

Art. 146. Los Abogados fiscales de las Audiencias de la 
Habana y Puerto Rico se denominarán en lo sucesivo Te- 
nientes fiscales, y sustituirán al Fiscal por el orden de su 
numeración en los asuntos judiciales. 

En los gubernativos continuará en vigor la ley 29, 
titulo 16, libro 2. ^ de la Recopilación de Indias. 

5 
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Art. 147. El Teniente Fisoal primero de li^ Jleal Au« 
diencia de la Habana tendrá la consideración de Alcalde 
mayor de término: los otros cuatro de Alcaldes mayores de 
mscenso; y el de Paerto Rico de Alcalde mayor de entrada. 

Art. 148. En cada una de las Alcaldías mayores de las 
islas de Cuba y Puerto Rico habrá un Promotor fiscal nom- 
brado por Mt, con la categoría de entrada, de ascenao ó 
de término según sea la del Juzgado 4 que corresponda^ 

Art. 149. Los Promotores fiscales de las Alcaldías ma- 
yores de entrada en la isla de Pqerto Rico disfrutarán 600 
pesos de sueldo anual, los de ascenso 800 y el de la capital 
1000. 

En la isla de Cuba las dotaciones d^ los Promotores 
fiscales serán de 800, 1000 y 1500 pesos respectivamente. 

Estos sueldos se pagarán íntegros y sin descuento alguna 

Art* 150. Los Promotores fiscales no podrán percibir 
honorarios en las causas criminalen e^ que representen al 
Ministerio público: los que en ellas devengaren ingresarán 
en las Cajas públicas del mismo modo que se verifica coa 
los de los Alcaldes mayores; pero podrán percibir los pro- 
cedentes de asuntos civiles, á no ser que su pago sea de 
cuenta de la Hacienda, á la cual tienen por su oficio obli-^ 
gacion de defender* 

Art. 151. Los Promotores fiscales podrán ejercer la a- 
bogacia ante la Alcaldía mayor á que correspondan única- 
mente en los negocios civiles en que no intervengan por 
razón de su oficio, y sin limitación 4e causas en todos los 
demás Juzgados ó Tribunales del distrito en que residan. 

Art. 162. Para ser nombrado Promotor fiscal en Ultra- 
mar se requieren las mismas circunstancias que son necesa- 
rias en la Península para obtener aquel cargo. 

Art. 153. Los Tenientes fiscales y los Promotores de Cu- 
ba y Puerto Rico reconocerán como jefes inmediatos res- 
pectivamente á los Fiscales de las Audiencias de aquellas 
islas; y estos, asi como los de Manila, al Fiscal del Tribunal 
Supremo de Justicia, sin perjuicio de las atribuciones que 
por las leyes incumben á los Presidentes y Regentes de las 
mencionadas Audiencias. 

Art. 154, £1 Fiseal de la Audiencia Pretorial de la Ha- 
bana al cumplir tres años de servicio será «comprendido en 
la categoría de Presidente de Bala de la misma: los Fisca- 
les do las Audiencias de Manila y Puerto Rico transeor- 
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rido el tnismó tiempo tendrán la categoría de Oidores de la 
referida Aaáiencia Pretorial. 

Art. 155, Cuando los Fiscales asistan al Tribunal como 
partes actoras ó demandadas, tendrán su asiento á la de- 
recha, y con separación de los Oidores. 

En los demás actos el Fiscal de la Audiencia Pretoriai 
se sentará á continuación de los Presidentes de Sala mien- 
tras no tenga carácter de tal> y cuando lo adquiera entre 
ellos según su antigüedad. 

El de la Audiencia de Puerto Rico y los de Manila 
tomarán a43Íento entre el Regente y los Oidores. 

Art. 156. Los empleados en el Ministerio fiscal no po- 
drán ejercerle en los pleitos y causasen que pueda recaer 
sobre ellos la presunción de parcialidad por los motivos en 
cuya virtud son recusables los Jueces. 

Art. 157. Los Promotores fiscales para ausentarse por 
ocbo días del pue blo en que residan, necesitan permiso del 
Juez: para hacerlo por quince el del Fiscal de la Audieír 
t5ia: para un mes el del Gobernador Presidente y para mas 
tiempo una Real licencia. 

Art. 158. No se entienden ausencias para los efectos 
del artículo anterior las que hicieren los Fiscales y Promo- 
totes fiscales á puntos comprendidos en su territorio con ob-*- 
jetodel servicio público. En tales casos estarán obligados á 
ponerlo en noticia del Juez ó del Pres'idente del Tribunal. 

Art. 159, En 'las vacantes del oficio de Promotor, ó en 
Eusenciía ó impedimento de este, hará sus veces el letrado 
que nom1>re ó tenga nombrado al efecto el Fiscal de la An- 
*di^ncia, y mientras recaiga su nombramiento el que ha- 
<bilite interinamente el Juez del partido respectivo. 

Art. 160. Los Fiscales, sus Tenientes y los Promotores 
fiscales, al tomar posesión de sus oficios, prestarán ante el 
Tribunal ó Juzgado el juramento sigiuiente: *<Juro á Dios 
ser fiel al Rey [d Reina] de las Ei^añas." — '^Defirunciar 
los delitos y faltas y promover <Jon celo el castigo de fos de- 
lincuentes, sin acepción de personas." — "Velar por te ob*^ 
servaocia de las ordenanzas del Tríbonal [ó Juzgado^.*"^^ 
"Defender su jurisdicción y procurar se guarde á cada uno 
la suya." — "Sustentar los interefses del EstaBc^e los pue- 
blos, de los establecimientos de instrucción y beneficencia, 
de los ftienoi^sy de los ausentes ó Impedidos de adminis- 
trar sus 4)ienes ó de compaorecer por sí ^n juicio»"-— '^De- 



aempnñar mi oficio con cuanta diligencia y atención pudie- 
re." — "No doblegarme en él por ningún interés, ni flaquezn, 
temor, esperanza, odio ó afición apersona alguna." — "No 
escuchar ninguna recomendación ni darla en asunto judi- 
cial." — "No recibir directa ni indirectamente favor ni pro- 
mesa con ocasión de m¡ destino." — "Guardar secreto en tas 
materias y casos de mi oñcio que lo exigieren." 

SECCIÓN SEOÜMnA. 

De las facultades y obligaciones de los fiscales, 

Art. 161- Corresponde al Ministerio fiscal de Ultramar: 
1.® Promoverla observancin de las leyes que de- 
terminan la competencia de los Tribunales y Juagados, de 
los reglamentos y ordenanzas relativas á ia administración 
de justicia y de las disposiciones contenidaM en los títulos 
9. ° 10. o y 1 1. o del Qódigo de Comercio. 

3. ^ Defender al Estado cuando sea paite en los jui- 
cios civiles comunes, 

3- ** Interponer su oficio en los pleitos y causas qae 
interesen al Estado, á los pueblos, establecimientos públi- 
cos de instrucción y beneficencia, d los mé^nores y á los au- 
sentes ó impedidos de administrar bus bienes ó de compa- 
recer por si enjuicio. 

4. ® Entablar y proseguir de oficio recursos de casa- 
ción contra los fallos de los Tribunales, á fin de mantener 
la observancia de las leyes. , 

5. ° Denunciar con arreglo á las leyes los delitos ó 
faltas que se cometieren, y acusar á los delincuentes coa 
celoé imparcialidad. 

6. ® Velar sobre el régimen interior de las cárceles 
ybuen tratamiento de los presos, haciendo al intento las 
gestiones oportunas ante la autoridad competente. 

7. o Celar sobre la ejecución de las penas impues- 
tas por los Tribunales, visitando al efecto los estableci- 
mientos donde se bailen los rematados ó sufran sus con- 
denas. 

Art. 163. Compete á los Fiscales de las Audiencias de 
Cuba y Puerto Rico: 

1. * Dirigir por si mismos los negocios mns impor- 
tantes de su oficio, encargando el despacho dn los demás í 
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los Tenientes fiscales, dándoles instrucciones generales y 
•speciales conducentes al mejor servicio. 

2. ® Dar también instrucciones á los Promotores 
fiscales de su territorio, responder á sus consultas y hacerles 
todas las indica*jiones y prevenciones convenientes para el 
cumplimiento de su obligación. 

3. ^ Recibir las comunicaciones oficiales que se les 
hagan para el seguimiento por si ó por sus subordinados^ 
de los negocios, en que tengan interés el Estado ó la Ha- 
cien da pública. 

4. ® Representar á Mi Gobierno, por medio de su 
inmediato superior, en todo caso que ofreciere duda de ley, 
con el fín de provocar las aclaraciones oportunas para lo 
sucesivo, V 

6, ® Representar igualmente por el propio conducto 
lo que estimaren necesario respecto á toda ley, decreto ó 
Real orden que se comunicare á ellos ó al Tribunal, 

6. ® informar asimismo al fin de cada año sobre el 
concepto que sus subordinados les merecieren, proponiendo 
en caso necesario las recompensas ó medidas gubernati- 
vas á que se hayan hecho acreedores. 

Art. 163. Los Tenientes fiscales de las Audiencias de la 
Habana y Puerto Rico ejercerán sus atribuciones con ar- 
reglo al Real decreto de 15 de Marzo de 1854. (1) 

Art. 1G4. Los Promotores fiscales ejercerán la acción 
pública en su respectiva demarcación, obrando de acuer- 
do con su jefe inmediato en todos los casos graves que 
ocurrieren. Para ello le darán cuenta necesariamente de 
todos los delitos y faltas de que tengan conocimiento, y 
respecto á los cuales pidan formación de causa; de todos los 
procesos, en que se les conceda audiencia como partes, y 
de todos los hechos y casos en que estimaren conveniente 
oir sus prevenciones. 

Art. 165. El Promotor fiscal mas antiguo que resida 
en el pueblo en que haya Tribunal de Comercio desempe- 
ñará en este las funciones del Ministerio público. 

Art. 166.^ Los Promotores fiscales interpc»ndrán en 
tiempo y forma los recursos que procedieren en los nego- 
cios en que sean partes, salva la decisión de sus jefes in- 
mediatos sobre su ulterior seguimiento. 
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Art. lB7. Los promotores fiscales observarán con exac- 
titud las instrucciones de su jefb respectiva 

Aunque se arreglen á ellas, no salvarán su responsa- 
bilidad personal si antes de ejecutarlas no le hubieran 
lexpuestó los inconvenientes que recelen de su cumpli- 
miento. 

Si á pesar de fus observaciones el jefe insistiere, 
'obedeceráti sin réplica, dando cuenta al Gobierno por 
conducto del Presidente de la Real Audiencia, con pre- 
vio aviso él dicho Jefe. 

Art. 168. En toda causa sobre delitos que pueden perr 
Seguirse de oficio, será parte el Ministerio fiiscal aunque 
h^aya acusador ó querellante particular. 

Art, 169. Dicho Ministerio, tan imparcial como la mis- 
hia ley en cuyo nombre habla, auxiliará en consecuencia 
de este principio al acusador ó al encausado, según creye- 
re mas justo; y no tomará parte en las causas: 

1.^ De adulterio. 

é. ® De estupro sin violencia, á no ser la estuprada 
ihenor de veintitrés años y tan desvalida que no tenga pa- 
dre, madre, abuelos, hermanos, tutor, curador, amo ú otra 
persona que legalmente la represente. 

3. ^ De rapto, con tal que la robada tenga &3 años 
cumplidos y lo haya consentido ó aprobado posteriormente 
^eétánáo'en plena libertad y á cubierto de toda sugestionó 
ihftuéticiá. 

4. ^ De injurias, no siendo hechas A la autoridad pá- 
Wica. 

5. ^ De calumnia con igual limitación, á no áér que la 
causa se extienda al exclarecimicntodel delito tmputjado. 

Art. 17*0. En los negocios civiles no se oirá al Ministe- 
rio fiscal sino en los casos de que habla el artículo 161 
ó en defensa de la Real jurisdicción ordinaria. 

Art. 171. Los que ejerzan el Ministerio fiscal eti primara 
instancia podrán ser apremiadas á petición de las patteis 
conio ciíalqüiera de ellas; pero ño en la segunda instaticia, 
en la cual las partes podrán pedir y las Salas deberán 
dictar los oportunos redoeráós por primera y iseguftdá: vei 
y la recogida de los autos "por tercera providenciA, en di- 
yo caso el Oidor mas moderno hará las Veces de Fiscal 
en aquel asunto y la Sala lo pondrá en Mi conocimfeñ- 
to por conducto del Presidente. 



—39— 

Art. 173. Ca^ndo los Fiscales babl^^ ep estrf^dppt CQ^ 
mo actores ó coc^dyuvantes de la acción, Iq harác^ ^^^ 
te3 que los defensores de los r^oi^ ó ^e la? persopa^i dpr 
mandads^s/ 

Se entiende que son actqreí? los apelantes y lo^ que 
pidan la revocación de la sentencia* 

Art. 173. En los asuntos civiles ó crin^ipales cf^ que 
j3¡l Fiscal se in^trv^ya ó ei^criba primero, tendrán cada 
una de ]s^^ demás partes para evacuar sus infprnie^ ó iiis- 
truin^e, un término igual al qu^ haya disfrutadp aque][ 
funcionario, transcurrido el cual recogerá los au^os et 
Secretario de Cámara por medio de Alguqcil, sin nece- 
sidad de previo mandato de la Sala» dando 4 psta <<uei^* 
ta si {^e^e preciso acordar apremios. 

Art. l'?4. El Fiscal del Tribunal Supremo de Justicia 
Me propondrá á la mayor brevedad posible un regj^men-r 
to pMV^ el ejercicio del Ministerio fiscal fsnUltfamar. 

Entretanto las Audiencias de la ^abana y Fuerte 
Hico resolverán las dudas que ep la prác{;ica se ofrecie- 
ren, teniendo presente la legislación que rig^ en la Pe-f- 
nínsula, y elevarán á Mi conocimiento pop cppíiluctq d^í 
Tribuiial Supremo las consultas Qepesarias« 

CAPITULO IX. 

De las r^usaciones, 

Art, 175. El Oidor que se creyere recusable por al- 
guna causa legal, la manifestará oportunamente á la Au- 
diencia para que decida si ha de abstenerse ó no del co- 
nocimiento del negpcio. 

Aunque la Audiencia estime lejítima la causa mani- 
festada por el Ojdpr, conti;iuará esfe ^ntpndi.e;)4o .ep el 
fr0(íP^ ^í ^nter^da^ la^ parte/s Jp cipft/iinüejr^n e?prf39§- 
JOaeiitQ. 

AjTt. 176r pPWdo ^e pjroppngíi I^ recusac^^ innípü- 
vada en los casos que la autorizan las leyes, el Ji^p? §^ 
HjeQmp^Sari del funoíonadp letrado qfxe ppf derecho debe 
inn^^diat^jm^nite sustityirle en susi^usppcia^, ení^rjQiai^^ 
des ó vacantQS del oficio. 

^ e^ta fa^re también recusado ^u I^ misma fprma 
.Ó por .QUfUqyiord. Pír/i POiU^a no pu^ier^ t^a^r fify^^g §» 
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nohibramiento, dará el Juez cuenta á la Audiencia para 
que nombre otro conjuez sin suspender entre tanto los 
procedimientos, que continuará acompañándose del sustitu- 
to mencionado, ó por si solo si esto no fuere posible, hasta 
poner los autos en estado de dictar sentencia interlocu- 
toria ó definitiva, en cuyo caso esperará la decisión del Tri- 
bunal superior. 

Art. 177. El acompañado nombrado por la Audien- 
cia no podrá ser recusado sin expresión de causa legí- 
tima, de la que deberá conocer y decidir el mismo Tri- 
bunal con arreglo á las leyes. 

Art. 178. Admitida la recusación motivadla del acompa- 
fiado nombrado por la Audiencia, designará e&ta otro que 
le sustituya; pero ni contra este, ni contra ningún otro que 
posteriormente se nombre, podrá proponerse la recusación 
inmotivada. 

Art. 170. No podrá proponerse la recusación inmoti- 
vada después de concluso el proceso. 

Art. 180. En cada negocio de los que conozcan jue- 
ces legos, no se admitirán contra ellos ó sus asesores mas 
de tres recusaciones inmotivadas, cualquiera que sea el 
número de los litigantes y el de los incidentes que sus- 
citen. 

Art. 181. El Juez acompañado percibirá los honora- 
rios que le correspondan, á no ser Alcalde mayor con 
sueldo fijo, en cuyo caso ingresarán en las Cajas pu- 
blicas. 

CAPITULO X. 

De las sentencias, 

Art. 182. En los negocios civiles tendrán los Jueces y 
Tribunales el perentorio término de diez dias para dar sus 
providencias interlocutorias, y para las definitivas veinte» 
que podrán extenderse á treinta cuando el pleito pasare 
de mil hojas. 

En los asuntos criminales se reducirñn á la mitad di- 
chos términos, y en los verbales y de menor cuantía se 
dictarán las sentencias dentro de seis dias. 

Art. 183. Los Jueces y Tribunales fundarán todas las 
sentencias definitivas que dictaren asi en materia oivü 
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como criminal, y las interlocutorias en que se conceda ó 
niegue la reposición de otras, exponiendo clara y conci- 
samente el hecho y la ley ó doctrina legal en que se 
apoye el fallo. 

Art 184. £n cada pleito y causa habrá un Oidor po- 
nente que se encargue de formular y someter á la de- 
liberación de la Sala las cuestiones de hecho y de dere- 
cho que en cada caso deban resolverse, asi como tam- 
bién de redactar la sentencia, en la cual se expresará 
su nombre. 

Votará primero el ponente: después los .demás Oido- 
res por el orden inverso de su antigüedad, y por último 
el que presida. 

Los pleitos se llevarán al Oidor ponente después de 
sustanciados y antes de señalarse día para la vista: las 
causas ó procesos, después de formado el extracto y antes 
de sustanciarse, por si se advirtiere algún vicio ó falta 
que convenga subsanar previamente. 

Art. 185. La votación una vez comenzada, no podrá 
interrumpirse sino por algún impedimento insuperable. 

Esta se verificará con arreglo á lo dispuesto en las le- 
yes, y ningún Ministro' podrá negarse á firmar lo que 
resulte acordado por la mayoría, aunque él haya sido de 
opinión contraria: pero podrá salvar su voto dentro de 
las veinte y cuatro horas de haberlo dado, fundándolo y 
firmándolo en el libro reservado que cada Sala debe 
tener para este fin, bajo llave del Regente* 

Art. 186. Si en la primera vista no se reuniesen todos 
los votos precisos para formar sentencia, verán la causa 
otros Ministros por orden de antigüedad en suficiente nú- 
mero hasta que se reúnan los votos conformes que en 
cada caso se exijen. 

Pero si dichos votos se conformaren absolutamente en 
algún punto principal aunque discuerden enotrosubalter* 
no, accesorio ó distinto que no tenga esencial conexión 
con aquel, y que por tanto pueda separarse, habrá senten* 
cía legal y valedera respecto á aquello en que estuvieren 
enteramente conformes los votos necesarios, y solo se re- 
mitirá en discordia lo demás en que efectivamente la 
hubo. 

Art. 187, Los Ministros cesantes ó jubilados y los que 
hayan sido trasladados ó promovidos á otro empleo» vo- 
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taran siempre que puedan hacerlo, las causas que hayan 
visto antes de su salida; pero no podrán votarlas los que 
se hallaren separados ó suspensos de su cargo en la ma- 
gistratura. 

Art 188. Las sentencian que en asuntos civiles y en 
grado de apelación pronunciaren las Audiencias de Ultra- 
mar, causarán ejecutoria una vez pasado el término de- 
signado para la interposición de la súplica, sin que en tal 
caso se dé lugar á otro recurso mas que al de casación ó 
responsabilidad para ante el Tribunal Supremo de Justi- 
xiaen los términos y forma que se dirá mas adelante. 

Lasqué dictaren en grado de súplica causarán eje- 
cutoria desde luego, y contra ellas no habrá lugar al re- 
curso de injusticia notoria ni otro alguno, fuera de los dos 
expresados. 

Esta disposición no comprende los asuntos que se 
sustancien por la ley de enjuiciamiento mercantil, que que- 
da vigente. 

Art. 189. También causarán ejecutoria las referidas 
sentencias de segunda instancia en las causas criminales 
cuando la pena que se imponga no pase de dos años de 
destierro, inhabilitación, confinamiento, prisión, presidio 
ú otra semejante. 

Art. 190. Para formar sentencia en los Tribunales de 
alzada de Ultramar, sea interlocutoria ó definitiva» se 
necesitan tres votos absolutamente conformes. 

Art. 191. Cuando asistan ala Sala mas Ministros de 
los absolutamente necesarios, no habrá resolución sino 
len lo que con entera conformidad vote la mayoría abso- 
luta de los que concurran. 

4 

CAPITULO XL 
De los recursos de nulidad ó casación, 

Art. 192. De las providencias inapelables que dicten 
los Juzgados subalternos en Ultramar, se podrá entablar 
recurso de nulidad ó casación para ante la Audiencia res- 
pectiva. 

Art. 193. La sustanciacion de tales recursos d.eberé 
reducirse á la entrega de los autos á las partes por su or- 
den y á cada una por un término que no excederá de 
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treinta días, para solo el objeto de que se instruyan los 
defensores á fin de hablar en estrados; y pasado dicho 
término se llamará el negocio con citación de los in- 
teresados para fallar lo que corresponda sin ulterior re- 
curso. 

Art. 194. De las sentencias ejecutorias que Ifls Audien- 
cias de Ultramar dictaren en asuntos civiles, habrá lu- 
gar al recurso de casación por violación de ley expresa 
y vigente en Indias, ó de una doctrina legal recibida á 
falta de ley por la jurisprudencia de los Tribunales rela- 
tiva al fondo ó sustancia de la cuestión resuelta por el fa- 
llo que se pretenda anular: 

1. ® Si la cuantía del pleito pasa de tres mil pesos y 
la sentencia no es dictada por unanimidad de votos, ó aun 
cuando lo sea si revoca la anterior en parte sustancial. 

2. ® Siempre que la cuantía del pleito pase de cinco 
mil pesos, aunque la sentencia sea confirmatoria por una- 
nimidad. 

Art. 195. Ha lugar igualmente al recurso de casación 
contra las sentencias que, aunque bajo la forma ó aparien- 
cia de interlocutorias, concluyen el pleito sin permitir ul- 
terior procedimiento, con tal que concurran las circuns- 
tancias expresadas en el artículo anterior. 

Art. 196. Ha lugar asimismo al referido recurso de 
casación contra las ejecutorias de dichos Tribunales, 
cuando en la última instancia se hayan infringido las le- 
^es del enjuiciamento únicamente en los casos que siguen: 

1. ® Por defecto del emplazamiento en tiempo y forma 
de los que deban ser citados á juicio. 

2. ^ Por falta de personalidad ó poder bastante de \oU 
litigantes para comparecer en juicio. 

3. ® Por defecto de citación para prueba ó defini- 
tiva y para toda diligencia probatoria. 

4. ® Por no haberse recibido el pleito á prueba de- 
biéndose recibir, ó no haberse permitido á las partes hacer 
la prueba que les convenia {siendo conducente y admisible. 

5. ^ Por no haberse notificado el auto de prueba ó la 
sentencia de primera ó segunda instancia, según su caso, 
en tiempo 3- forma. 

6. ® Por haberse denegado el recurso dé súplica en 
los casos que proceda con arreglo á los artículos 59, 60. 
61, 62y 63y64. 
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7. ® Por no haber concurrido á la votación del fallo 
el número de Magistrados que lab leyes designen ó no 
haberse reunido para dictarle el número de votos conformes 
que para su validez requiere este Real decreto. 

8.® Por incompetencia de jurisdicción. 

Art. 197. Para que proceda el recurso en los casos de 
que trata el artículo anterior, será necesario que se haya 
reclamado la nulidad antes que recayese sentencia en la 
instancia respectiva y que la reclamación no haya surtido 
efecto. 

Sin embargo, si la nulidad reclamada y desatendida 
en una instancia pudiese subsanarse en la ulterior, se de- 
berá reclamar nuevamente en ella. 

Art. 198. No tiene lugar el recurso de casación: 

1. ^ En las causas criminales. 

2.® En los juicios ejecutivos. 

3. ^ En los pienarios de posesión cuya cuantía no 
pase de veinte mil pesos. 

4.^ En los demás asuntos en que' no se litigue por 
cantidad mayor de tres mil pesos. 

5. ^ Si conformes las partes en el derecho versase 
la cuestión sobre hechos. 

Art. 199. El recurso de casación debe interponerse en 
el Tribunal á quo dentro de los diez dias biguientes á 
aquel en que la sentencia haya adquirido la calidad de 
firme, por escrito firmado de letrado en que se cite la ley 
ó doctrina legal infringida y por Procurador autorizado con 
poder especial. 

Si careciese de él, y su principal se hallase ausente, 
lo manifestará asi, protestando presentar dicho poder. 

£1 Tribunal le señalará el término que parezca 
necesario según las distancias y estado de las comunica- 
ciones. 

Art. 200. El Ministerio fiscal, salvo el caso en que 
defienda los intereses privados del Estado ó de las per- 
sonas que por si no pueden administrar sus bienes, solo 
podrá entablar el recurso de nulidad ó casación en interés 
de la ley, para que se fije bien la jurisprudencia, ó en 
su caso se promueva la interpretación auténtica de aque- 
lla quedando firme entre partes la sentencia que motive 
el recurso. 

Art. 20 1« A la admisión del recurso precederá por 



1 



-ris- 
parte del que le interponga el depósito de una cantidad 
de dinero equivalente al diez por ciento de la que se litii- 
gue, con tal que no pase de mil pesos, cuyo máximum s^ 
señala también para los pleitos en que se ventilen derechos 
inestimables^ exceptuando los de filiación, paternidad, 
maternidad, adopción, interdicción y tutela, respecto á los 
cuales no pasará el depósito de la mitad déla suma desig- 
nada. 

En lugar del depósito se podrá admitir fianza hipo- 
tecaria por doble cantidad. 

La cantidad litigiosa se graduará por las reglas 
siguientes: 

1. * Se reputarán de valor indeterminado y por consi- 
guiente de mayor cuantía las demandas relativas á dere- 
chos honoríficos, exenciones y privilegios, filiación, pater- 
nidad, maternidad, adopción, interdicción, y tutela. 

2. * En los juicios petitorios sobre el derecho de 
exigir prestaciones anuales perpetuas, no constando el ca- 
pital que las produce se capitalizarán al cinco por ciento. 

3. ^ Si la prestación fuere vitalicia se calculará el 
capital multiplicando por diez la anualidad. 

4. ^ En las obligaciones pagaderas á plazos diver- 
sos se calculará el valor por el de toda la obligación, 
cuando el juicio verse sobre la validez del principio mis- 
mo de que proceda la obligación en su totalidad,. 

5. ^ En las demandas sobre servidumbres se cal- 
culará su cuantía por el valor de las mismas servidumbres, 
si constare cual es, y si no consta, por graduación de pe- 
ritos. 

6. ^ Cuando con los bienes ó capitales se demanden 
las rentas, frutos ó intereses vencidos, se acumularán unos 
á otros para conocer el valor de la cosa litigiosa. 

7, 5» Si el importe de los frutos ó réditos fuese cier- 
to pero no liquido, se gn^duará por peritos, y en casos 
dudosos los Tribunales optarán por el juicio mas amplio. 

8. ^ La disposición de la regla precedente es apli- 
cable al caso en que se pidan con la demanda principal los 
perjuicios, 

Art. 202. Al litigante pobre le bastará obligarse en 
escritura pública ó en los autos á responder de la suma 
que en cada caso corresponda si llega á mejor fortuna. 

Art. 203. Los Fiscales no están obligados al depósito 



. ■ . , -46- 

ni á la fianza cuando interpongan el recurso en interés de 

la ley; pero deberán prestar uno ú otra cuando defien- 
dan los intereses del Estado ó de las personas que por 
sí no pueden administrar sus bienes. 

Art. ¿04. Interpuesto el recurso lo admitirá él Tri- 
bunal á quo cuándo proceda con arreglo á los artículos an- 
teriores, y mandará remitir al Supremo de Justicia testi- 
monio del todo ó de la parte de autos que estime con- 
ducentes, previa citación de los interesados para que com- 
ps^rezcan . a usar de su derecho dentro de seis meseí? si se 
interpone el recurso de las Audiencias de las Antillas, ó 
de doce cuando se interponga déla de Manila. 

Art. 20é. JEl testimonio ó testimonios que se sac[ueii 
comprenderán siempre el extracto, la sentencia cuya ca- 
sación se pretende y todo lo relativo á la interposición y 
admisión del recurso. 

Art. 5306. De conformidad de las partes ó á petición 
de una de ellas, si la Audiencia lo creyere justo, se re- 
mitirán originales la pieza ó documentos que parezcan 
necesarios, dejando testimonio. 

Art. 207, Los autos se entregarán por regla general 
á la parte que interpuso el recurso, con obligación de 
satisfacer previamente el porte del correo. 

Si la contraria se opusiese con fundamento, podrá el 
Tribunal mandar que se verifique la remisión y>ot el Se- 
criétario de Cámara, debiendo en tal caso satisfacerse el 
franqueo por cuenta del recurrente y opositores con 
igualdad. 

Art. 208. La sentencia de que se interponga recurso 
de casación se ejecutará, silo solicitase la parte que la 
obtuvo dando fianzas suficientes de estar á las resultas. 

Art, 209. El auto del Tribunal á quo en que se denie- 
gue ó imposibilite el recurso de casación es apelable para 
ante el Supremo de Justicia. 

Si se interpusiere la apelación, el Tribunal á quo 
mandará sacar testimonio de lo conducente por señala- 
miento de. los interesados, solamente para resolver sobré 
la apelación, y le remitirá al Supremo por el primer cor- 
reo, siendo posible, ó á lo mas tardar por el segundo, em- 
plazando á las partes para que se presenten á usar de su 
derecho dentro del término de seis ó doce meses señalado 
en el artículo 204. 



Art. 2X0* Tanfi.bi^ftes apela^bleel auto encju^se ad- 
mita er recurso de casación. 

Si se interpusiere la alzada, el testimonio, comprei^de,? 
rá todo lo necesario para res9lv.ei: sobre esta y para fallar 
en el fondo del recurso, 

Art. 21.1. El Tribunal ^u|)rerao de Justicia er^ S^ala de 
Indias, recibidos los autos, los sustanciará con arreglo .^ 
loís ártípuloa 13, 13, 14, 16 y- Í7, del Real decreto de 4 de 
Noviembre de 1838; y respecto á los hech.o¿, la expr^.- 
sadaSfila de Indias Labra de atenerse en la determinación 
del recdrsp á la, calificación de aquellos en que se haya 
fundado él Tribunal <i.<7M&. . 

Art. 212ií Cgncurrirán á la vista de estos recursqs dos^ 
ó tres Ministros mas de los que hayan votado la sentencia 
contra la cual se interpongan, debiendo ser siempre en nú- 
mero impar y nunca menos de siete. 

Art. 213. A decidir los recursos de casación que se 
entablaren de sentencias dictadas por alguna de las Salas 
de Guerra y Marina de' las Audiencias de Ultramar, asis- 
tirán tres Ministros del Tribunal Suprémd del mismo 
nombre con los demás del de Justicia que fueren nece- 
sarios. 

Art. 214. Guando se declare haber lugar al recurso eu 

j^l casQtíOínpreindidoen el artículo 194 ó en el 195, la Sala 

llamará de nuevo Ips autos á la vista para fallar sobre el 

jfpndo de la cuestión, conforme á jos méritos del proceso. 

¡Contra esta sentencia no se admitirá recurso ninguno, 

Art 215, Cuando se declare haber lugar al i;f3curso de 
casación en el cas£> de que trata el articulo 196, &e de- 
volverán 'los autos al Tribunal á quo para que, repo- 
niendo el proceso al estado que tenia antes de cometerse 
la nulidad, lo sustancie y determine por Ministros que 
en su mayor parte sean diferentes de los que iixtervinie-;- 
cpn en el faljp anulado. 

Art. 216, Siempre que se declare no haber luga.r al 
xecurso de casación, se condenará en costas al que lo in- 
terpuso. 

Art. 217. l'ambien se le condenará á la pérdida de 

la sama depositada, ó de que se obligó . á responder, 

cuando se deniegue el recurso por estar fundada en 

ley expresa la sentencia cuya casación se pretendía. 

Igual condenación , podrá imponerle el Tribunal Su- 



premo á, su prudente arbitrio, cuando, el principal fonda' 
mentó de la sentencia sea, no la ley, sino la doctrina legal 
generalmente recibida. 

Art, 218, La mitad de la cantidad depositada, ó de la 
que se cobrare en los ca&ios de fianza ó caución, se entre- 
gará á la parte contraria y la otra mitad se invertirá 
en papel sellado de multas que se agregará al expedienten 

Art. 219. Los fallos del Tribunal Supremo de Justi- 
cia en que se declare haber ó no lugar ai recurso de ca- 
sación se publicarán en la GacetaMel Gobierno, y &erán 
siempre motivados. en el hecho y en el derecho. 

Art. 220. En los pleitos sobre negocios mercantiles 
continuará observándose, mientras no se mande otra cosa, 
lo dispuesto en el Código de Comercio acerca de los recur- 
sos de injusticia notoria. 

CAPITULO xn. 

De la responsahilidad y corrección. 

SECCIÓN PRIMERA. 

De la responsibilidadjudiciaL 
Art. 221. Ei recurso de responsabilidad no deberá ad- 
mitirse sino después de agotados todos los otros estableci- 
dos por las leyes para corregir ó enmendar cualquiera 
injusticia, sin que aproveche dejar pasar los términos de- 
signados al efecto. 

Art, 222. Podrá entablarse este recurso contra los Jue- 
ces locales, los de partido y los Ministros de las Audiencias 
que en sus decisiones infringieren las leyes por negligencia 
ó ignorancia inexcusable, para que resarzan al perjudica- 
do los daños sufridos y las costas. 

Se estimará inexcusable la negligencia ó ignorancia, 
cuando recaigan sobre una decisión manifiestamente con- 
traria á la ley, ó en que se hubieren quebrantado trámites 
ó formalidades mandados observar expresamente por la 
mfsma bajo pena de nulidad ó responsabilidad. 

Art* 223. Cuando la infracción de las leyes se cometie- 
se á sabiendas, los Ministros de las Audiencias y los Jae- 
ces responsables serán procesados criminalmente y casti- 
gados con arreglo al Código penal. 
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Art. 224. A instaocía departe agraviada no podrá pro- 
cederse & exigir la responsabilidad penal de los Ministros 
de las Audiencias y Jueces, sin que preceda declaración 
solemne y firme del Tribunal competente de haber lugar á 
formarles causa. 

Art. 225. Los Tribunales podrán decretar de oficio ó & 
instancia fiscalía formación de causa contra el Ministro 
ó Juez á quien se repute culpable, sin necesidad de la de- 
claración previa que exige el articulo anterior, 

Art. 226. Los Gobernadores Capitanes Generales po- 
drán disponer también la formación do causa contra los 
Jueces locales, los Alcaldes mayores y cualesquiera otro« 
Jueces especiales de cuyas alzadas conozcan las Audien- 
cias ó proponerme por justos motivos que la mande Yo 
formar á los Ministros de las Audiencias; y en uno y otro 
caso no será necesaria la declaración previa de haber lu- 
gar H ella. 

Art. 227. Los recursos de responsabilidad se entabla- 
rán ante los mismos Tribunales y seguirán por las mismas 
instancias que las causas criminales contra los funciona- 
rios del orden judicial. Por lo tanto corresponderá á los 
Jueces letrados de partido, con apelación á las Audiencias, 
el conocimiento de los que se dirijan centrales jueces loca- 
les por abusos de la jurisdicción que ejercen en los juicios 
de paz y verbales: á las Audiencias, con apelación al Tri- 
bunal Supremo de Justicia, ios que se entablen contra los 
Jueces letrados de partido, y á dicho Tribunal, con súplica 
para otra Sala del mismo, los que se intenten contra los 
Ministros de las Audiencias de Ultramar. 

Art. 228, Los recursos de responsabilidad que se enta- 
blen ante los Tribunales competentes contra los Ministros 
de las Audiencias ó contra los Jueces deberán estar sus- 
critos de letrado y de la parte querellosa ó su apoderado 
especial. 

Art. 229. El Tribunal á quien competa su conocimien- 
to mandará ratificarse al recurrente y hacer el depósito 
que asegure el resultado del juicio, sin lo cual no se dará 
curso á la reclamación. 

Art. 230. El depósito será igual al establecido para los 
recursos de casación, agregándose la cantidad que por 
razoQ de costas se crea suiiciente ajuicio del Tribunal. 

Art. 231. Con el importe de este depósito, cuando el 

7 
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recurso sea dcsestiraado, se abonarán las costar, y íTpI 
resto se distribuirá la nriirad en pnpel sellado de maltas, y 
la otra mitad entre los ab^ueltos por vía de indemniza- 
ción de perjuicios. 

Art. 232. Los Fiscales no estarán obligados á fianza: 
los pobres prestarán caución. 

Art. 233. En ningún expediente de responsabilidad 
se exigirán derechos ínterin eJ Tribunal no declare ejecu- 
toriamente que debe abonarlos el que produjo U queja 
por haber procedido con notoríji temeridad, ó recaiga por 
otro concepto condenación expresa de costas. 

Art. 234. Los acusados podrán defenderse en papel de 
oficio que les facilitará la Escribanía de Cámara y con su 
sola firma si fuesen letrados. 

Si no se hallasen presentes en el lugar del juicio, ó si 
hallándole, no hicieren promesa escrita en autos de per- 
manecer en él hasta la conclusión del proceso, deberán 
nombrar Procurador y Abogado que los defiendan 

Eli caso omiso ó de rebeldía, se los nombrará ti Tribuna!. 

SECCIÓN SEGUNDA. 

De la corrección y disciplina de los Jueces, Oficiales y per- 
sonas que intervienen en la administración de justicia, 

Art. 235. Me reservo extender, con las modificaciones 
que fueren convenientes á los Ministros de las Audiencias 
y Jueces de Ultramar, las medidas de corrección y disci- 
plina que las leyes acordaren para los de la Peninsula. 

Art. 233. Cuando los Escribanos faltaren á las obli- 
gaciones que les competen con arreglo a las leyes y á lo 
prevenido en este Real decreto, podrán ser reprendido», 
multados ó suspensos gubernativamente por el Tribunal 
ó Juzgado donde por sí ó por medio de sus auxiliares hu- 
bieren faltado á su deber. 

La multa no podrá exceder del importe de la vigési- 
ma parte del precio en que últimamente haya sido vendido 
el oficio, ni la suspensión del término de seis meses. 

Durante la suspensión de un Escribano no podrán 
actuar sus auxiliares. 

Art. 237. Los Escribanos propietarios que sirven »us 
oñcios podrán ser separados por Mí, previo expediente que 
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E remueva «>1 Tribunal ó Juzgado á cuyas órdenes sirvieren, 
aciéndose constar que han incurrido en negligencia ha- 
bitual, desarreglo de costumbres ú otros excesos igualmen- 
te graves. 

Los Tenientes que sirvan por los propietarios podrán 
ser separados por el mismo Tribunal ó Juzgado en que 
sirvan en igual forma y por las mismas causas* 

El expediente á que se refiere este artículo será gu- 
bernativo y en él habrá de oirse precisamente al Ministe- 
rio público y al interesado. 

Art. 238. Separado un Escribano propietario, deberá 
poner servidor del oficio con las calidades necesarias en 
el término que el Tribunal ó Juzgado le señale; y si no lo 
hiciere, revertirá el oficio á la Corona. 

Igual obligación tendrá el propietario de una Escriba-* 
nía cuyo servidor sea separado. 

Art. 239. Si la sentencia en causa criminal contra un 
Escribano propietario del oficio no dispusiere el perdi- 
miento de esití, sino simplemente la cesación en su desem- 
peño, estará aquel obligado á renunciarle dentro de loa 
treinta dias siguientes al de la notificación del fallo que 
haya causado ejecutoria. 

Art. 240. Los Procuradores responderán con el valor 
de su oficio si lo tuvieren en el concepto de enajenado, ó 
fie la fianza de que habla el artículo 144 cuando lo obtu- 
vieren con arreglo á lo prevenido en el 142, de las multas 
% que les impongan los Tribunales, de las cantidades que 
reciban de sus clientes para gastos judiciales y de las de- 
mas responsabilidades que contraigan en el desempeño de 
su cargo. 

En el primer caso podrá hacerse efectiva esta 
responsabilidad con el valor del oficio aun en el caso de 
hallarse este desempeñado por un Teniente, 

Art. 241, Los Procuradores podrán ser gubernativa- 
mente reprendidos, multados ó suspensos de oficio por los 
Tribunales y Juzgados ante quienes lo ejerzan, cuando 
cometan alguna falta en el desempeflo del mismo. 

La multa no podrá exceder de 25 pesos en los Juzga- 
dos nide80en los Tribunales, ni la suspensión de seis 
meses, sea cualquiera el Tribunal ó Juzgado que la impon- 
«a. 

Art 242. Cuando los Escribanos ó Procuradores ne 
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so conformaren con las correcciones de que tratan los ar- 
tículos anteriores podrán reclamar su atenuucion ó le- 
vantamiento ante el mismo Tribunal ó Juzgado que se 
las bubiere impuesto en el término de tercero día. 

Si la providencia fuere confirmatoria, podrán los in- 
teresados apelar dentro del mismo término, para ante la 
Audiencia respectiva, cuando el fallo sea dictado por 
ios Juzgados inferiores, ó en su caso para ante otra Sala 
de la misma Audiencia. 

Solo podrá admitirse la suplí <?a en estos asuntos 
cuando se haya impuesto en la última providencia el 
máximum de las correcciones expresadas en los artículos 
anteriores, 

Art. 243. Cuando la corrección impuesta por la Sa- 
la ó porelJuzgado inferior, en su caso, consíistiere en 
multa, no se dará audiencia al interesado que reclame 
sin que deposite primero su importe. 

Art. 244. El Abogado que faltare á los deberes de 
su oficio podrá ser, según la gravedad del caso, multado 
hasta en cantidad de 300 pesos ó suspendido hasta seis 
meses del ejercicio de su profesión. 

Cuando los interesados reclamen contra estas cor- 
recciones, se observara lo dispu^ísto en los dos artícu- 
los anteriores respecto de los Escribanos y Procuradores. 

Art. 245. Si la corrección impuesta á un Abogado 
consiste en suspensión de oficio, surtirá su efecto en la de- 
marcación del Tribunal ó Juzgado que la impusiere; y en 
el caso de que alguno de estos últimos estimare que los 
efectos de la suspensión impuesta deben extenderse á un 
territorio mayor que aquel á que alcanza su jurisdicción, 
consultará el auto en que asi lo decrete con la Audien- 
cia respectiva, haya 6 no intentado el interesado el re- 
curso de apelación. 



DISPOSICIÓN TRANSITORIA. 



Art. 246. Las disposiciones de este Real decreto co- 
menzarán á regir en las Islas de Cuba, Puerto Rico y Fili- 
pinas dos meses después de su publicación en la capital d« 
las mismas, ó antes si íuesc posible. 
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DISPOSICION FINAL. 

Art. 247. Qaedan derogadas todas las disposiciones 
que se opongan á las contenidas en el presente Real de- 
creto. 

Dado en Palacio á 23 de Enero de 1855.— ^Está rubri- 
cado de la Real mano. — El Ministro de Estado. — Claudio 
Antón Luzüriaga. 

En cuya virtud os lo participo para vuestra inteligen- 
cia y á fin de que, como os lo ordeno y mando, cuidéis 
de que se guarde, cumpla y ejecute, y hagáis guardar y 
cumplir fiel y puntualmente, sin permitir que de modo al- 

{ junóse contravenga á sus disposiciones por ser así Mi vo- 
untad, y que esta Mi Real cédula quede registrada en la 
Cancillería de Indias. Dada en Palacio á treinta de Enero 
de mil ochocientos cincuenta y cinco. — YO LA REINA. 
— El Ministro de Estado. Claudio Antón Luzüriaga. 



NOTA. 



Por decreto de 1. ® de Abril de 1855 inserto en la Gaceta 
del misino día, se sirvió acordar el Excmo. Sr. Presidente Go- 
bernador y Capitán General el cumplimiento de la Real Cédula 
fijando el dia l,^ de Mayo siguiente para que empiece á tef^x 
en esta Isia. 
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Art. 1.® Se decidirán en juicio verbal las demandas 
sobre cantidades, cosas ó i^erechos cuyo valor no exceda do 
doscientos pesos fuertes y las criminales sobre injurias y 
faltas livianas que no merezcan mas pena que alguna re- 
prensión ó corrección ligera, que podrá extenderse por los 
alcaldes ordinarios de la isla de Puerto Rico y por los 
Capitanes pedáneos de la de Cuba á diez pesos de multa 
ó diez días de arresto y por los demás Juf*.ces á treinta 
pesos de multa ó treinta días de arresto. 

Art. 2. ® Serán jueces de estas demandas: 

1. ® Los Capitanes jueces pedáneos de Cuba respecto 
de las personas domiciliadas en su partido no excediendo 
de treinta pesos lo cuestionado. 

2. ^ Los Alcaldes ordinarios de los pueblos donde 
baya Alcalde mayor á prevención con estos y con los Go- 
bernadores y Tenientes de Gobernador no pasando la de- 
manda de cincuenta pesos, respecto de las personas de su 
mismo pueblo. 

Art. 3. ® A estos juicios no asistirá asesor; y si el Juez 
encontrase duda para resolver, consintiéndolo las partes, 
les señalará día para que comparezcan ante el Alcalde 
mayor ó Gobeinador asesorado á fin de celebrar el juicio. 

Art. 4. ® Serán también jueces de demandas verbales 
los Alcaldes mayores donde se han establecido y los Go- 
bernadores Tenientes de Gobernador y Alcaldes ordinarios 
de las demás cabeceras de partido judicial, asistidos del 
asesor titular, y conocerán respecto de los domiciliados en 
el pueblo hasta la suma de cincuenta pesos y respecto de 
todo el distrito de las demandas que pasando de cincuenta 
pesos no excedan de ciento. 

Solólos Alcaldes mayores podrán conocer desde esta 
suma hasta la de doscientos pesos en juicio verbal. 

Art. 5,® Solicitado el juicio de palabra ó por rscritoi 
se señalará dia y hora para celebrarlo y se citará al deman- 
dado con un dia al menos de anticipación expresando el 
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nombre del Jaez y ol del demandante, el objeto de la ci- 
tación y el lugar donde ha de comparecer. 

Art. 6. ® Por motivos de urgencia manifiesta, podrá el 
Juez celebrar el juicio acto continuo de haber hecho la 
citación, siempre que se haya verificado en persona al de- 
mandado. 

Art. 7.® Faltando al juicio la parte que lo hubiere 
promovido, sin alegar impedimento ó justa causa, se ten- 
drá por no hecha la citación y se le Cfmdenará á la malta 
de cinco pesos y á la indemnización 'le los perjuicios cau- 
sados á la parte citada que hubiere acudido de diferente 
población á celebrar el juicio. 

Sin hacer constar el pago de la multa é indemnización 
en su caso no se procederá á nueva citación sobre el mis- 
mo negocio. 

Art. 8. ® Constando que fué citado el demandado y no 
compareciendo ó no alegando impedimento ó justa causa 
para no verificarlo se le citará de nuevo exigiéndole las 
costas: y si aun asi no compareciere á esta segunda cita- 
ción, podrá verificarse el juicio en rebeldía condenándolo 
en las costas. 

Art. 9. ® Concurriendo el demandante y demandado, 
cada uno con su hombre bueno, que podrá ser ó no letrado, 
y oídas las razones de aquellos y el dictamen de estos, 
vistos los documentos que exhiban, examinados los testigos 
que presenten y cuanto mas pueda exclarecer el juicio, 
dará el Juez ante el Escribano, y en su defecto ante los 
testigos de asistencia la providencia que considere justa 
y de ella no habrá apelación ni mas formalidad que exten- 
derla con expresión sucinta de los antecedentes en el libro, 
firmando el Juez, los hombres buenos si supiesen, y el 
Escribano. 

Art. 10. Este libro se titulará de juicios verbales y será 
formado con cuadernillos de cinco pliegos de papel del se- 
llo tercero cuidando que los pliegos de cada cuadernillo 
estén colocados uno dentro de otro cosidos y foliados en 
forma de libro, que empezará en el primero y acabará en, 
el último de cada año custodiándose con esmero y entre- 
gándose bajo recibo al Juez sucesor, 

Art. 11. Si el demandante pidiese al Juez que antes de 
proceder al juicio verbal se retengan algunos efectos de 
un deudor que intente sustraerlos ó sobre algún otro pun- 
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to de ieiia! or^éncift, el Jaezólo tn1indar& a«i dHidiB Itré^b 
pero eTjaióió se lia de celebmlo iñais ttirdts tA ttrtet ^h 
de verificada la retención. 

Aft. 12. Én Enero de cada afío l'o& Capitanes pé'A&teos 
y Alcaldes de que kabla el aflicalo S; ® feíiiitirátt al Al- 
calde mayor ó juzgado de Gobiernb respectivos, xm mdlcTé 
ó relación comprensiva de todos los jalciüü c^l^brádot ea 
,el año anterior. 

Art» 13. Cuando por consecuencia de pf-ovidtoéia v*fr- 
bal se hayan de vender bienes hombvaráde p^labfaun})^rlto 
cada parte, y un tercero el Juez en casodé ffis'cot'dla péit^ 
que tasándolos en el acto se les dé un pregón y 'áé tíemkten 
consecutivamente én el mejor postor. 

Si alguna parte se negase al nombitttnitstitt) d0 jplsrito 
el Juez le nombrará de oficio. 

Art. 14. El remate será legitimo si cubre las do's ter- 
ceras parteis de la tasieicion, y no b&brendo libitaddr s^ ad- 
júdictirán los bienes ál aci*eedor pof landoii t^tceráá p^HéÉ 
de su valor» á menos que acuerden otra cosa los intblré- 
eados. 

No se venderán bienes en mas cantidad que la ne- 
cesaria para satisfacer la deuda y las costas. 

Art. 15, Los Jueces de demandas verbales percibirán 
por todos sus derechos en los juicios sobre injurias leves y 
asuntos en qne se ventile hasta la cantidad de 50 pesos, 4 
reales fuertes y lo mismo el Escribano: si el juicio durase 
mas de dos horas podrán pefeiMr^ reales el Juez y 8 el 
Dscribano. 

Por los que excedan de esta cantidad hasta 200 pesos, 
por todos sus derechos, inclusos los de llevar á efecto la 
providencia, 8 reales el Juez y 8 el Escribano. 

•Si la duración del juicio excediera de dos horas, 
bien por el examen de testigos ó por otra causa, percibirán 
por todos sus derechos, inclusos los de juramentar y exa« 
minar los testigos y los de llevar á efecto la providencia, 
sin que en ningún ca«o y bajo ningún concepto puedan lle- 
var mas, 16 reales el Juez y otro tanto el Escribano. 

En los juicios en que intervengan tasadores de mue- 
bles y scsmovientes ó de fincas raices percibirán los prime- 
ros por sus derechos de 2 á 4 reales y los segundos de 4 á 
16 reales á la prudencia del Juez. 

£1 Alguacil percibirá 2 reales por la citación en la 
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Ciudad y otros 2 por el embargo cuando lo haga en la 
Ciudad, y 2 reales mas por cada legua cuando hubiere de 
salir de ella. 

Cuando el Escribano diere certifícacion percibirá por 
sus derechos 4 reales siendo el papel en que se extendiere 
de cargo del interesado. 

Si al juicio asistiere asesor, cobrará este los derechos 
que se asignan á los Jueces, y estos percibirán la mitad de 
lo que aquel devengue. 

Los testigos de asistencia, cuando no asista el Escri- 
bano dividirán por mitad los derechos señalados á este. 

Los hombres buenos aunque tengan la calidad de le- 
trados, no devengarán derechos algunos. 

Los derechos asignados á los Jueces que disfruten de 
dotación fija ingresarán en las Arcas Reales como está 
niandado. 

Árt. 16, Al pie de su firma anotará cada participe los 
derechos que devengue expresándolo en letra y no en gaa« 
rismo. 






APÉNDICE 2. 



Reglamento para los Jaieios de paz ó de Coneiliaeion. 



Art. 1. ^ Los Alcaldes ordinarios en los pueblos de su 
residencia y los Capitanes de partido y sus sustitutos en 
los partidos rurales tendrán á su cargo exclusivamente los 
juicios de paz ó de conciliación. 

Art. 2. ® Sin hacer constar que se ha intentado el me- 
dio de la conciliación y que no ha tenido efecto, no podrá 
establecerse en juicio ninguna demanda cirii ó mercantil, 
ordinaria ó ejecutiva, de tercena, de divorcio y de estupro 
simple, siendo el negocio susceptible de ser completamente 
terminado por avenencia de las partes; ni tampoco quere- 
lla alguna sobre meras injurias de aquellas en que sin de* 
trimento de la justicia se repara la ofensa con solo la 
condonación del ofendido, como son las palabras llamadas 
de la ley. 

Art. 3. ^ Exceptúanse del acto de conciliación: 

1. ^ Los asuntos que deben decidirse en juicio ver- 
bal. 

2. ^ Los de Real Hacienda. 

3. ^ Los de propios, establecimientos y fondos pú- 
blicos. 

4. ^ Los de concurso a capellanías colativas y otras 
causas eclesiásticas de las misma clase. 

5. ^ Los que interesan á menores de edad ó perso- 
nas privadas^e la administración de sus bienes. 

6. ® Los de ausentes cuyo paradero se ignore y no 
hayan dejado apoderados con facultades para transijir. 

7. ^ Los de herencias vacantes. 

8. ^ Los interdictos posesorios. 

9. ® Los juicios de concurso. 

10. Las denuncias de nueva obra. 

11. Los recursos de retractos v J^iüteos. 

12. Los de inventarios y^árticion de bienes, tes* 
tamentarias y abintestados. 

13. Los de retención de alguna gracia. 

1 4. Los demás asuntos urgentes de igual naturaleza. 



Art. 4. ^ Si respeato dm k»» a«uitos. expresados en el 
punto 7. ® y siguientes del artíeirh^ anterior se hubiese de 
proponer después demauda formal que haya de causar 
juicio contencioso por escrito deberá preceder á ella el ao- 
to de conciliación. 

Art. 6. ^ El conciliador sin asesor ni escribano, pero 
asistido de dos hombres boenos, que no necesitan ser letra- 
dos, nombrados uno por eada parte las oiiiá per^neli»9tite 
ó representadas por poder bastante y enterándose de lae 
razones que aleguen y eido el dietáooen de los dos aséela*- 
dos, dará en el acto la provideneiaquele pareaeprm^tcott- 
reaiente y equitativa para terminar el juieio. 

Si las partes Dt) ae conformasen con ella, las exhortara 
á qae por su propio bien comprometan su dilereacia ea ¿r-^ 
bitros 6 mejor en amigables componedores. 

De todo se hará mención en una sola aeta que se ex-* 
tenderá en el libro, no olvidando anotar si estuvieron 6 no 
conformes con la providencia ó si nombraron ó no arbitres, 
firmando el Jnezde paz con loe interesados y los hombree 
buenos, si sapieren» y dando á aquellos las certificacioaea 
que pidan. 

Art. 6, ^ Bn el nkes de Enero de cada año remitirán 
los Conciliadores al Juzgado de Gobierno ó Alcaldía ma- 
yor de la cabecera del partido un índice ó estado de todoH 
los juicioíj celebrados, los cuales habrán ettandido sin in- 
íétraAo en ei libro titulado de Juicios d^ paz qpie Derarán 
en la forma que se previene para los juicios verbales* 

Aft. 7« ^ La providencia del coneiliadof temiinará 
definitivamente el litigio, si la» partes se aquietasen eoa 
ella, en ouyo case ei Jctez de paz la hará llevar á efecto sin 
excusa ni tergiversación alguna con siigecioaá le dispuse* 
to en este Reglamento. 

Art S. ^ Para celebrar el juicio de conciliación no 
se necesita solicitud escrita y el Alcalde ó Capitán de par- 
tido, en su caso, procederán sin dilación á seSalar dia y 
hora^ 

Toda persona demandada á quien cite na Juez de paz 
para la conciliaeioti está obligada á ceneorrir ante él per- 
seoalmente ó por apoderado;? y si residiere en afro pueblo 
temporalmente, se oficiará al Juez respeetívo paraqae la 
cite con sefialamiento del término qeeseasilfici^inte; 

Art. 9. ® Cuando la persona citada no eemparioáese, 



Mftl&c&tfurft «#9iflida. vm 4 ^oiU tuyiu eomniaitidolii con I^ 
multa de 2 á 10 pesos, según las circan&tUQciag del ^a^i^ 
y é» hi penon», y si ni aun a»i obedeciere, dará el Jqe;( de 
paa por terminadot el acto; franqueará al deroandanie eeis 
ttfieaoion de haberte inlentadio el medio de la eaacilia:cloti 
y de no haber tenido efecto por culpa del demandado^ y 
declarando á éste iaeurso en la multa, se la exigirá ó ha- 
üá exigir desde luego con la aplicación ordinaria, 

Art. 10. Si la demanda ante el Juez de paz fuese acH* 
bre retención de efectos de un deudor f|ue intente sustraer- 
loa ó sobira algún otro punto de igual urgencia, y el aetor 
pidiese á dicho Juez que desde luego provea provisional- 
laeirte para evitar los perjuicios de la dilsLcioii, podrá este 
hacerlo así sin retraso y se procederá inmediatamente á 
eelebrar el juicio de conciliación. 

Art. 11. Cuando sean demandantes ó demandadoe loa 
AÍsmos Jueces de paz y no haya otro en el pueblo, hará 
veces de conciliador el Regidor primero, y cuando no hu-^ 
biese Ayuntamiento, ó aea este cuerpo demandante ^ de^ 
mandado, se ocurrirá al Juez de paz del puebla 6 parlidü^ 
mas inmediato. 

• Art. 12. Los conciliadores y las demaa perionat qua 
concurran áeato» juicios no llevarán derechos ningunoS{ 
pero para atender al necesario gasto del libr^ y escribien- 
te se podrán exigir 2 reales fuertes á cada una de las partes 
que no sea pobre de solemnidad y el importe del pa|)el 
que se consuma en la certificación. 

Art« 13. En el caso de no avenirse las partes ea el ae« 
to conciliatorio^ el Alcalde que hubiese intervenido en 41» 
no puede conocer como Juez del litigio que aocesivamen* 
te entablen las partes sqbre el mismo partíoular. 

Art 14. Cuando la providencia dada por el Juee de 
paz y consentida por las partes tenga por objeto hacer que 
se pagae alguua eanrtidad y hubiese transcurrido el térmi* 
mino señalado sin que el deudor la c^tisfaciere, procederá 
aquel por ante escribano al eni^bargo de bienes muebles ó 
semovientes, y raices, si no bastaren los primeroat hasta a^ 
na suma algo mayor que la que motiva la ejeeu-^ 
cíen. 

Art. 15. Realizado el embargo se procederá á latosa^ 
eion por peritos nombrados en el acto por el acreedor y 
deudor ó por el Juez ai estos no lo hicieren ^ fuese aeosfia- 
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ño elejir un tercero para que dirima la discordia de los 
elejidos por las partes. 

Art. 16. La tasación se verificará dentro del término 
mas breve posible, asignado por el Juez de paz, habida con- 
sideración á la calidad y demás circunstancias de la cosa 
tasada. 

Art. 17. Hecha la tasación se señalará dia para el re- 
mate que será el décimo después de tasada, si fuese una 
finca rústica ó urbana y el cuarto si es mueble ó semovien- 
te, y en los dias intermedios se publicará la subasta en la 
forma acostumbrada para que concurran licitadores el dia 
en que deba verificarse. 

Art. 18, Se adjudicará entonces á favor de quien hicie- 
se mejores proposiciones en cantidad y calidad; pero si 
ninguna de ellas alcanzare á las dos terceras partes del 
valor de la tasación será adjudicada por ellas al acreedor 
á cuya instancia se proceda siempre que no exceda en mas 
de una octava parte del valor del crédito. 

Art: 19. Dentro de los tres dias siguientes al de la su- 
basta, el Juez de paz y el escribano que autorice las dili— 
gencias harán la liquidación de cargas y exigirán del com- 
prador el precio íntegro ó aquella parte del que hubiese 
ofrecido al contado, entregando lo que sea al acreedor has- 
ta donde su crédito alcance y el sobrante si lo hubiere al 
deudor, deducidas las costas que se hubiesen devengado. 

Art. 20. Si no hubiese habido comprador ni hubiese 
procedido la adjudicación porque el valor de las dos terceras 
partes de la finca fuere superior en mas de una octava 
parte al del crédito, se procederá á la retasación y nuevo 
remate por los mismos medios y en iguales términos que 
en la tasación y subastas primeras; y si todavía no hubiese 
podido enagenarse ni adjudicarse, y la finca admitiere có- 
moda división, se adjudicará al acreedor, por los dos tercios 
del valor en que se tasare, ia parte de ella que bastase 
para el pago del crédito y las costas que satisfará en tal 
caso á los interesados; y si no admitiese cómoda divisit>n, 
se entregará al mismo acreedor para que de sus productos 
cobre el principal, réditos del seis por ciento contados des- 
de el dja de la entrega, si la providencia consentida no 
mandase que se le pagaran con anterioridad, y costas de- 
vengadas, devolviéndola al dueño por conducto del Juez 
de paz luego que hubiese verificado la cobranza 3in per* 
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juicio del ajuste y aprobación de cuenta acerca de lo cual, 
si no hubiese conformidad se procederá con arreglo á de^ 
recho. 

. Art 21- Si la providencia consentida tuviese por objeto 
mandar que se entregue una cosa mueble ó raiz ó que se 
cajéente alguna cosa, el Juez de paz según las circunstan-> 
cías señalará el término mas breve que sea posible para 
que la cosa se entregue ó se haga lo prevenido. 

Art. 22. Si transcurrido el plazo fijado no hubiese cum-* 
plidoelque debe entregar, se verificará la entrega poniendo 
á aquel á quien debe hacerse en posesión de la cosa que 
se entregue por ante escribano y se extenderá una acta 
para que siempre conste. 

Art. 23. Como las obligaciones de hacer no son egecU« 
tables si el que debe hacerlo se resiste, y por esta razón se 
convierten en el pago de una cantidad que sirve de in- 
demnización al acreedor; cuando después de vencido el 
plazo señalado por el Juez de paz no se hubiese consegui- 
do que el deudor hiciere aquello á que estaba obligado, se 
procederá á determinar la cantidad equivalente si antes 
no se hubiese verificado y comprendido en la providencia 
consentida lo cual procurarán hacer los Jueces de paz para 
evitar las cuestiones que en otro caso pudieran suscitarse. 

Art . 24. La cantidad se fijará si no estuviesen de acuer- 
do los interesados por medio de peritos nombrados en la 
misma forma y dentro de los térmiaos que se expresan en 
el articulo 15. 

Art. 25. Fijada la cantidad, se procederá para exigirla 
de la manera expuesta respecto al caso en que la providen* 
cia consentida tuviese por objeto el pago de alguna suma.. 

Art. 26. Todas las diligencias que se practiquen á con- 
secuencia de lo prevenido en las anteriores disposiciones 
formarán un expediente separado á cuya cabeza estará a« 
na certificación del juicio del paz en que se dio la provi- 
dencia que por medio de ellas se ejecuta. 

Art. 27. Como todas estas actuaciones no exíjen co- 
nocimiento del derecho, el Alcalde procederá sin dictamen 
de asesor, y no admitirá escritos de ninguna clase. 

Cuando alguno de los interesados tenga que proponer 
ó pedir alguna cosa, lo verificará presentándose ante el 
Juez de paz exponiendo vcrbalmente lo que quiera y este 
lo hará constar por medio de diligencia en el expediente. 



Art. 38. CiMiiido •!! el disourta áñ la ojeiüBoion «s 
eiten por kM interesades 6 por otroe oaejrtioaes ^fati 
de aquella que fué decidida por el juicio de paz qua av 
e^utii, tales como lai que melen promoverse sobre tet^e* 
tías de domHiio ó de dote, «obre sí es 6 no Jusla y am^g^l»* 
da la tasaeioR, admtsioii de posturas, taatoos ó reCractoi^ 
NqaídacMMies de créditios^ tlednoeioaee de oapitaka» eanaas 
y todas las demás que dan kugnr á incidentes oooteaeis^ 
sos, ya versen sobre puntos dir derecho é de hecho; s&|>m>-» 
eederá por los Jaeces de paz en la forma eífuiente. 

Si el valor de la nueva disputa no excediere de la ssh- 
na de que el Juez de pac puede conocer verbatmentc» la 
decidirá el mismo en la forma prevenida para los jiiíeíos 
de esta clase; y si f4ae«e «nperíor pero no pasase de 2Q0 
pesos, remitirá á los litígraiites al juf< ordinario dai de- 
mandado que corresponda según la oaantía para qua !»«• 
soelva también verbalmente U. caestwm soacitada. 

Mas si setraOase de tma cantidad mayor qae ladeSM 
pesos y siendo el ascrato susceptible de ser temmado.per la 
aveneneia de las partes, no estuviese comprendMIo Oü 
la providencia consentida, se celebrará otro juieM áé paa 
respecto de la nueva cuestión, y si no habtese aonerde» ea 
remUirátt las diligencias al Juez fpsm corresponda pata 
que se resuelva con arreglo á derecho. 

Art 39. En todos loe casos de qne trata ladispoeieilm 
que precede se snspenderá la ejecución do los jutdoe do 
paz hasta que definitivamente se resuelva la coeatíonimj^ 
dental, á no ser en aqaelia parle de la providencia con- 
sentida que pudiera Secutarse ehi perjuicio de aisgimo do 
lo» interesados. 



APZ¡in)IOE 3. 



Reglamento para los Juicios escritos de menor cuantía. 

Art. 1. ® Los pleitos ordinarios en que el valor de 
la cosa litigiosa exceda de 200 pesos y no pase de 1000 
se denominarán de menor cuantía, y se sustanciarán por 
los Alcaldes mayores ó Jaeces letrados, y Gobernadores y 
Tenientes de Gobernador con sus asesores por los trá- 
mites que á continuación se expresan. 

Art. 2. ® Empezarán por un escrito breve en que se 
exponga la acción ó demanda con la claridad y demás 
requisitos que exigen las leyes acompañando, si los hu- 
biere, los documentos en que se fui»de, y la certificación 
de haberse intentado el juicio de conciliación. 

Art. 3. ® Del escrito de demanda áe conferirá traslado 
al demandado por el término de 9 dias, dentro de los cua* 
les deberá presentar la contestación con los documentos 
en que apoj'e las excepciones; y pasados, el EscHbano 
hará recojer los autos con escrito, ó sin él, sin que se ne- 
cesite para ello petición de la parte ni mandato delJuez. 

Art. 4. ® Si el demandado formare algún artículo de 
ho contestar 6 de previo pronunciamiento, no dejará por 
eso de contestar subsidiariamente sobre lo principal. 

Art. 5. ® Recogido el pleito como se dispone eh el ar- 
tículo 3. ^ , se proveerá auto señalando dia en que las 
partes lian de hacer su respectiva prueba, si hubiere he- 
chos disputados, 6 documentos que requieran cotejo o com* 
probación. 

Ei dia que se señale ha de ser posterior al quinto y 
anterior al duodécimo sigui^entes al de la fecha de dicho 
auto. 

Si no hubiere hechos que probar ó documentos que 
Cotejar ó reconocer, se pronunciará desde luego sentencia. 

Art. 6. ® En el intermedio desde esta providencia had- 
ta el dia de la prueba si la parte actora solicitase lós^autoü 
para enterarse de la contestación de la démandd, y ánfibas 
para preparar las probanzas con el dobide cónocimierttoi 
se manifestarán en ia esórib^nid. á las partea 6 á stüs de* 
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Tensores y por esta manifestación de los autos no deven- 
gará defechos algunos el Escribano. 

Art* 7.® El dia señalado para la prueba, producirán 
el demandante y el demandado la que les convenga^ ins» 
ifu mental, testifical, por juramento deferido, ó referido, 6 
por posiciones. La propondrán verbalmente y del mismo 
modo las posiciones y Itts preguntas que hayan de hacerse 
á los testigos. 

Art. 8. ® Todo lo relativo á la prueba se expresará 
breve pero cliiramente en una diligencia que se extenderá 
en el acto y que firmará el Juez, el Escribano, las partes, 
sus defensores si los hubiere y los testigos que supieren 
escribir, haciéndose constar antes de las firmas el tiempo 
que en ella se hubiere invertido. 

Para que en la diligencia haya orden y claridad, se 
extenderá primero la prueba del demandante, y después la 
del demandado: en una y otra se hará expresión de los 
documentos que cada j)arte presente, de las posiciones que 
mutuamente se hagan con sus respuestas, se anotarán las 
preguntas que las partes ó sus defensores hagan á los tes- 
tigos y las respuestas que estos dieren. 

Art. 9. ® Si por cualquiera causa no se pudiereü con- 
cluir ambas pruebas en el mismo dia se concluirán en los 
dos siguientes, y si dentro de los tres se señalase y ofrecie- 
re presentar algún testigo que esté ausente ó documentos 
que no se hubiesen podido presentar antes, se podrá pror- 
rogar el término probatorio por otros 20 dias, pero solo 
para el efecto de examinar el testigo ó testigos señalados 
que podrán declarar ante el juez de su domicilio, si estuvie- 
sen impedidos de comparecer en el lugar del juicio y pre- 
sentar dichos documentos. 

También podrán ser examinados antes del término de 
prueba los testigos que estén para ausentarse. 

Art. 10. Los interesados que litigan y sus defensores 
presenciarán, si les conviniere, todos los actos de la prue- 
ba, asi de la suya como de la contraria, y podrán hacer á 
los testigos todas las preguntas que sean concernientes al 
asunto. 

Art. 11. Dentro de los primeros cuatro dias después 
de concluido el término de prueba, pronunciará el Juez la 
sentencia en la que decidirá lo que corresponda sobre al- 
JE^un articulo si se hubiese formado y sobre lo principal: 
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pero si el artículo es de los que perimen la acción, ó im* 
piden el progreso ad ulteriora; decidiéndose que tiene lu- 
g'ar» no se fallará lo principal. 

Art. 12. Cuando el artículo se funde en que el pleito no 
es de la cuantía señalada en este Reglamento, si se decla- 
ra así porque el valor de la cosa litigiosa no pasa de 200 
duros, el Juez decidirá también sobre lo principal; pero si 
es porque excede de 1000, se repondrá el pleito al estado 
de contestación á la demanda y se proseguirá por los tráf 
mites señalados para los pleitos de mayor cuantía. 

En ambos casos pagará el actor en el primero todas 
las costas, y en el segundo las causadas desde dicha con-^ 
testación. 

Art. 13. La sentencia no apelada se tiene por consenti- 
da y pasada en autoridad de cosa juzgada por el minis-* 
terio de la ley y sin necesidad de declaración judicial. 

Transcurrido el término de la apelación, el Juez eje- 
cutará la sentencia. 

Art. 14. Si se interpusiere apelación dentro de los cin- 
co dias señalados por la ley, el Juez sin dar traslado la ad- 
mitirá lisa y llanamente mandando que se cite á las partes 
para que dentro de 15 dias acudan por si ó por medio de 
procurador á la Audiencia, á la que se remitirán los autos 
á costa del apelante. 

Art. 15. Llegados los autos á la Audiencia y hecho el 
repartimiento, inmediatamente que haya transcurrido el 
término de la citación y emplazamiento se dará cuenta á 
la Sala á que corresponda y esta mandará pasar los autos 
al Relator señalando desde luego el dia de la vista que ha 
de ser uno de los seis primeros siguientes. 

Art. 16. fjl dia señalado dará cuenta el Relator sin 
formar extracto ni apuntamiento, pero leyendo á la letra lo 
que sea necesario especialmente en las diligencias de 
prueba. 

Art» 17. Los pleitos de menor cuantía pueden verse y 
determinarse en segunda instancia por dos ó mas Magistrá- 
4os y hará sentencia el voto de la mayoría. 

Art. 18. La sentencia de vista yaconñrme ó revoque 
la del Juez de primera instancia^ causa ejecutoría. 

Art. 19. Ni el Relator ni el Escribano de Cámara ni 
otros subalternos percibirán sus derechos mientras esté 
pendiente el pleito en la Audiencia* 
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Despaei de ejecutoriado podrán recibirlos; si las partes 
ó sus procuradores se los pagan voluntariamente. 

Cuando no se verifique esto, el Escribano de Cámara 
sin mandato del Tribunal pasará, los autos al tasador para 
que regule los derechos. 

Art. 20. Fenecido el pleito en la Audiencia, el Escri- 
bano también sin mandato del Tribunal devolverá los au- 
tos al Juzgado inferior con certificación á la letra de la 
sentencia de la Audiencia y de la tasación de costas si la 
hubiere. 

Art. 21. En virtud de esta certificación, llevará el Juez 
de primera instancia á puro y debido efecto la sentencia 
de la Audiencia y exigirá de quien corresponda las costas 
comprendidas en la tasación, cuyo importe remitirá á la 
JBscribania de Cámara para su distribución entre los inte- 
resados. 

Art. 22. En la ejecución de la sentencia y en la exac- 
ción de las costas procederá el juez de plano sin permitir 
gastos ni dilaciones que puedan excusarse. 

Para ello, si requerido el deudor no pagase dentro de 
dos dias, s& embargarán y venderán en almoneda pública, 
bienes suficientes, lo;$ muebles á los 3 dias y los raices á 
los 9 pregonándolos de 3 en 3. 

Art. 23. En toda la sustanciacion de los pleitos de me- 
nor cuantía no se admitirán mas escritos que el de deman- 
da y contestación. 

Sin embargo la apelación se puede interponer por es- 
crito ó in voce. 

En el último caso se anotará por diligencia formal y 
lo mismo se hará en otras peticiones verbales ó requeri- 
mientos que hagan las partes. 

Art. 24. Los Escribanos notificarán todas las provi- 
denciasen el dia de la fecha de estas ó á mas tardar en el 
siguiente. 

Art. 25. Los términos señalados en este Reglamento 
que empezarán á contarse desde el dia siguiente al de la no- 
tificación son perentorios é improrrogables pero no se con- 
tarán en ellos los dias festivos en que vacan los tribunales* 

Art. 2G. Los Jueces de primera instancia y las Audien- 
cias cuidarán muy particularmente bajo su responsabili- 
dad de que se cumpla lo aqui establecido y que no se con- 
travenga á estos artículos por ningún motivo ni pretexto* 
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Be^l i^rden de 21 de febrero de 1853 coa qte se coBiiiaicafOl 

los tres reglamentos que preceden. 



Presidencia del Consejo de Ministros. — Excmo. Sr. — He 
dado cuenta á la Reina del expediente instruido acerefi de 
la supresión de los juzgados de las Regencias de Ultra- 
mar y reformas do los juicios verbales, de paz y de menor 
cuantía. Enterada S. M. y en vista de lo consultado por la 
Salu de Indias d^l Tribunal Supremo de Justicia y por el 
Consejo de Ultramar ha tenido á bien dictar las resoluciooeif 
siguientes: 1. ^ Que se derogue el art. 52 de to Real instruc - 
cion de Regentes de Indias de 20 de Junio de 1770» que auto^ 
riza á aquel para oir demandas verbales sobre cantidades 
que no excedan de 500 pesos, — .2, ® Que se circulen á las Aut 
diencias de la isla de Cuba y á la de Puerto Rico los re»- 
glameatos de que acompaño copia á Y. £.. para los juicioi 
de paz ó conciliación y modo de llevar á cabo las prpvidenr 
cias consentidas en ellos, para lo^ juicios verbales y part^ 
los escritos de menor cuantía, á fin de que rijan desde lue- 
go en $us respectivos territorios uniformando asi la admiliis- 
tracion de justicia en los particulares á que se refieren di-t 
chos reglamentos»— 3. *" Que siendo muy conveniente la 
aplicación de ¡os expresados reglamentos á los fueros pri-i 
vilegiados de aquellas posesiones se consulte á este e&ota 
¿ los Tribunales Supremos de Justicia y de Guerra y Ma-' 
rina^y 4. ® Que se remita copia de los mismos réglameos 
tos al Gobernador Presidente de la Real Audiencia Chanci- 
Hería de Manila á fin de que este Tribunal los tenga pre- 
sentes cano de conceptuarlo oportuno, en el expediente que 
en la actualidad instruye en cumplimiento de Real órdea 
reservada de 16 de Agosto próximo pasado. Lo que de Real 
orden comunico á V. E. para su puntual y exacto cumpli- 
miento en la parte qne le corres ponda.-*-Dios» giiardeá, 
V. E. muchas años. Madrid 21 de Febrero de 1853.r--.Al** 
coy. — Sr. Presidente Gobernador de las Reales Auíieneift». 
de Cuba. 



APBNDIOB 4. 



fieal Decreto de 24 de Enero de 1853 declarando oidores í los 

auditores de goernu 

« 

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS. 

Exorno, Sr. 

La Reina se ha servido expedir por condqcto del Mi- 
nisterio de Ja Guerra el Real decreto sigpiente: 

^'Deseando que las disposiciones del Real decreto do 
veinte y dos de Diciembre último para la dotación de loar 
Auditores de guerra y Fiscales de los Juzgados militares 
dt? la Península se apliquen por analogía á los Auditores 
y Fiscales de los Juzgados de los Capitanes Generales de 
Ultramar, conforme con lo que me ha propuesto el Mi-:» 
nistro de la Guerra de acuerdo con el Consejo de Minis-* 
tros, vengo en decretar lo siguiente; 

Art, 1. ® El Auditor de Guerra de la Capitanía Grene- 
ral de la Isla de Cuba, disfrutará el sueldo de 6,000 pesos 
señaludo á los Oidores de la Real Audiencia Pretorial de 
de la Habana; 2,000, mas de gratificación para auxiliares, 
y otros 2,000 pesos para casa. 

Art. 2. ® El Auditor de la Capitanía General de Puer- 
to Rico tendrá 4500 pesos de sueldo, que es el qué disiVutaii 
los Oidores de la Real Audiencia Chancilleriá de la mis-r 
ma Isla, y ademas 500 pesos para casa. 

Art. 3- ^ Se señala al Auditor de Filipinas, el sueldo 
de 4,000 pesos que tienen los Oidores de la Real Audienr 
cia Chancilleriá de Manila, y 500 pesos mas para casa. 

Art. 4. ® El Fiscal primero del Juzgado de la Capita- 
nía General de la Isla de Cuba, tendrá 8,000 pesos efe 
sueldo, y 2000 por igual concepto el fiscal segundo del 
mismo Juzgado* 

Art. 5. ^ Los Fiscales de los Juzgados de las Capitán 
nías Generalas de Puerto-Rico y Filipinas^ disfrut«pTá9 
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2.000 pesos de sueldo, el de la primerat y 1,500 el de la se* 
gunda, 

Art. 6. ^ Los derechos, costas judiciales y honorarios 
(que con sugecion al arancel corresponden á los expresados 
Auditores de Guerra y Fiscales, ingresarán en las Arcas 
Reales, hasta tanto se determine lo conveniente sobre el 
modo de hacer estensivo á las posesiones de Ultramar el 
Real dei3reto de ocho de Agosto de 1851, y demás dispo- 
sicione vigentes acerca del papel sellado. 

Art. 7. ® Los Auditores de Guerra de las Islas de Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas, serán al propio tiempo Oidores, 
el primero de la Real Audiencia Pretorial de la Habana, 
y el segundo y tercero de las respectivas Reales Audien- 
cias Chancillerias. — Dado en Palacio á veinte y cuatro de 
Enero de mil ochocientos cincuenta y tres. — Está rubri- 
cado de la Real mano. — El Ministro de la Guerra, Juan de 
Lara. 



APÉNDICE 6. 



jRcal Decreto de 10 de Febrero de 1854 suprimiendo el Juz- 
gado de Dlf antes de la provincia de Puerto Kico. 



Teniendo en consideración las razones que me ha ex» 
puesto el Presidente de Mi Consejo de Ministros de acuer- 
do con el mismo Consejo, vengo en decretar lo siguiente, 

Art 1. ^ Se suprime el Juzgado ereneral de bienes de 
de difuntos que existe en la isla de Puerto Rico, y se de* 
vuelve el conocimiento do los negocios que hasta ahora han 
sido de su competencia á los alcaldes mayores, jueces le-;- 
trados de primera instancia, á quienes se remitirán para su 
continuación los expedientes que se hallen en curso. 

Ar. 2. ® El Presidente de la Audiencia de Puerto Rico 
oyendo al Real Acuerdo, adoptará lab disposiciones nece- 
sarias para la custodia de los procesos fenecidos que se 
conservan en la escribanía de dicho juzgado, 

Art. 3.^ El actual Juez de difuntos, al distribuir los 
expedientes en curso entre los jueces á quienes por dere- 
cho *comun y con derogación de todo fuero corresponda su 
conocimiento, lo dará al Intendente de dicha distribución 
en la parte que concierna á la caja del Juzgado cuya lla- 
ve entregará ai Regente de la Audiencia para que la custo- 
die en lo sucesivo. 

Art, 4. ® Los Alcaldes mayores procederán en los ex- 
pedientes que reciban del Juzgado de difuntos y en los que 
se formen sobre testamentarias ó abintestatos en que ten- 
gan interés personas ausentes, conforme á las reglas del 
derecho común y á las establecidas por este decreto. 

Art. 5. ® No estando presentes los albaceas y probán- 
dose en la forma que hoy se acostumbra la existencia de 
herederos ausentes, deberán inventariarse y tasarse los 
bienes del difunto, con intervención del defensor, practi- 
cándose estas diligencias y las de llamamiento á los acree- 
dores y herederos con las formalidades prescritas por las 
leyes de Indias, 

No se tendrá por ausente al heredero ó interesado que 
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non)t)re un apoijerado especial para <]ue lo represente en 
la causa. 

^rt 6. ° L03 muebles do fácil deterioro ó costosa con- 
servación, se venderán en pubjica almoneda cüb todas las 
formalidades en derecho prevenidas: bu producto, asi como 
el dinero y alhajas preciosas que se encuentren de la per- 
tenencia i^e la testamentaria, se depositarán en la caja 
llamada basta ahora del Juzgado de difuntos, deduciendo 
el importe de los gastos indispensables de última enferme- 
dad, alquileres de casa, salarlos do criados de servicio 
ordinario, funerales, alcabalas devengadas y cualquiera 
otro de igual ó preferente pago. 

Art. 7, ° La caja de que trata el artículo anterior se de- 
nominará en lo sucesivo caja de ausentes se conservará en 
la Real Tesorería y se rejirá por las disposiciones que basta 
ahora se han oh^rvado en la del Juzgado de bienes de di* 
funtos, con la única diferencia de que unade sus tres llaves 
f staj'a en poder del Rejente de la audiencia. 

Art. 8. '^ Xjos biftnes po compiiendidos en el articulo 
6-°, se pondrán ep administración bajo fianza, y si 
itranscurrido el término señaladp en ],as ci^cione^, qt^e 
«era proporoioaa! á las distancias, no ^ hnhie^eo pJ^Cr 
ARBtado á reclamar los herederas ó u^criCfpdor^s, se y,^^- 

derán también con iguales formaJldadea, & tiP f^f ^Q^- 

riamente mas beneficioso para la herencia qvie oWiMiiíiítftn 

en administración. 

Art. O.® Las cantidades que recaudaren los jop- 
ees por cuenta de las testamentarías ó abintestatos de 

.qiie cpnoizcaJii se remitirán 

jniamos oiQ^J"^ y °n ^os n 

f& )a ^misjon % ,1a «apU 

ÍJ»qÍfiBda: y /ni^tpas jío 

d»fá«i juez deqw se ,dep 

•pessonal ó.deqoe sejsaüt 

iCor de tlaResi Hacicjnda ki 

guardar en tales casos lo 

ySS delttin8tracalon4e di 

{1] Disposiciones que se «jtan. Ait. B7. iVuiiha^ sennt da 
cortedad del caudal demandaTi que se exeuaeñ fQiiqftlid«dea y 
gafrlos, en tales casos, k ex<!epcion de ^la díapasiiejnn fVUtí» Ao 
bienes, procederán pur cevttflcacionea £»aada8.faf laiiputuó 
testigos y demás personas que hayan intervenido. 

10 
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bada para la isla de Cuba por Real Cédula de 8 de 
Abril de 1812, y las leyes 15 y 28, título 32, libro 2. ^ de 
la Recopilación de Indias. 

Art. 10. Para la remesa ó entrega de dichos fondos 
dará el juez al Intendente las órdenes oportunas y cono- 
cimiento de ellas al Regente de la Audiencia. 

Art. 11. Losjueces quedan sugetos por los libra mien- 
to«i que expidan sobre la caja de ausentes, á la respon- 
sabilidad que les impone la ley 9, título 32, libro 2. ® 
de la Recopilación de Indias. 

Alt. 12. Guardarán igualmente los jueces las regla» 
establecidas en las leyes 10 y 11 del mismo título y libro 
y en el artículo 36 de la instrucción [1] expresada para la 
cobranza de las deudas, y tomarán cuentas á los que la 
hubieren tenido á su cargo, asi como á los albaceas, admi- 

Art. 38. Cuando haya dinero, plata labrada, birras 6 alhajis 
cuidarán de la pronta seguridad por el riesgo de ocultación ó ex- 
travío á que están expuestas disponiendo luego un depósito pro- 
TÍsional, Ínterin que se remiten á las cajas del juzgado en los ca- 
sos de su privativo conocimiento, lo que deberán ejecutar inme- 
diatamente, y sin esperar la conclusión de las diligencias ó ea 
libranza ó con la custodia correspondiente de cuenta de los mis- 
mos bienes, y á riesgo y responsabilidad de los remitentes si 
proceden con omisión ó sin las precauciones regulares; pero no 
habiendo esta proporción pasarán el dinero, plata labrada y bar« 
ras á las cajas reales de la Ciudad, si las hubiere, ó á las mas 
próximas, en conformidad de lo dispuesto en Real Cédula de 
24 de Agosto de 99, publicada por bando en 16 de Abril de 800 
que tendrán presente para su cumplimiento. 

(1) Artículo 36. La cobranza pronta de las deudas activas 
será uno de los primeros cuidados de los jueces, á cuyo efecto y 
por cuaderno separado requerirán á los deudores, según fuese 
la naturaleza de las obligaciones, escrituras 6 documentos en 
que consten. Para el propio efecto, y no habiendo algún inte- 
resado que se haga cargo de la cobranza, podrán nombrar per^ 
sona ó convenir en la que nombren las partes, que se dedique á 
Terificarla con el salario ó tanto por ciento que graduaren pro- 
porcionado, precediendo que la persona nombrada afiance, que 
entregará todo lo que vaya recaudando, se acreditará en su 
defecto las diligencias que haya empleado; y si cuando den 
cuenta al Juzgado con los autos, no se hubiere concluido la ia« 
dicada cobranza, no la suspenderán por esta causa; pero expre- 
sarán en el oficio ó consulta lo que aun quedare pendiente. 
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«iiHtraíores y tenedores de bienes de difuntos según pre- 
vienen las leyes 30 y 31 y con arreglo & lo qao para los 
oficiales Reales tenían prescrito las leyes 28 y 29 del men- 
<sionado título, libro y código. 

Art. 13. Cuando falleciere alguna persona fuera del 
lugar de la residencia del juez letrado y no se hallaren 
presentes sus albaceas ó herederos, procederá el Alcalde 
ordinario á practicar las primerasdiiigencias de inventario 
dando parte simultáneamente al juez letrado del partido.' 

Art. 14. En los casos en que con arreglo á las leyes 
comunes no fuere indispensable el inventario judicial, 
deberán los albaceas hacer descripción de bienes y dar 
cuenta al juzgado respectivo del modo dispuesto en las 
leyes 30, 31, 46 y 47 del referido título, libro y código y en 
la citada instrucción de la audiencia de Méjico, siempre 
que tenga interés en la testamentaría algún ausente no 
representado en forma, ó deba emplearse alguna parte de 
los bienes en fundaciones ú obras pias de interés generaL 

Artí 15. Para asegurar el cumplimiento de lo dis- 
puesto en el artículo precedente, los escribanos ante quie- 
nes se otorgue testamento ú otra última disposición que 
contenga herencia, legados ú obras pias de los menciona- 
dos, darán cuenta al juzgado respectivo, luego que supie- 
ren el fallecimiento del testador, en los términos dispues- 
tos por el artículo 26 de la citada instrucción [1] de la 
Audiencia de Méjico; y los albaceas no se podrán mezclar 
en la herencia sin avisar préviamen tea dicho juzgado déla 
exi.'^tencia de herederos ausentes ó délas mandas piadosas. 

Art. 16. Quedan en su fuerza y vigor las leyes que 
prohiben salir de las provincias de ultramar á los alba- 
ceas, administradores, depositarios ó deudores de bienes 



(1) Artículo 26, Los escribanos y los jueces del distrito, 
ante quienes se otorguen testamentos ü otra ultima disposición 
que contenga herencia, rnanda ó legado á favor de ultramarino, 
darán inmediatamente cuenta al J .zgado, con testimonio ínte- 
gro'si fuere herencia, y con el de las cláusulas respectivas, y la 
del nombramiento de albaceas, cabeza y pié del testamento 
siendo manda 6 legado, para que se tenga esta noticia y se 
determine lo que corresponda, según los casos y circunstnncias 
á que se refieren ios artículos contenidos bajo la palabra testa' 
mentó; pues esta prevención es conforne á lo dispuesto en la 
ley 41, título 32 libro 2. « y á U Real Cédula de 12 de No- 
viembre de 1697. 
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de difuntos antes de rendir sñs eaentas respectivas en los 
casos eñ que estas puedan exigirse por los jueces, ámenos 
que otorguen la competente fianza. 

Árt. 17. Las heíenciás y legados se deberán entregar 
á los apoderados de los ausentes á quienes correspondan, 
siempre que manifiesten un poder especial para recibirlos 
otorgado con Was las formalidades del derecdo sin exi- 
girles fianzas, á no í^er que el mismo poder ías requiera, 
expresamente. 

Art. 18. En las testamentarias y abintestados de los 
militares que por haber sido de la competencia de los juz- 
gados de difuntos, lo serán en adelante de la de los ordi- 
narios, no deberán llevarse derechos cen arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo 10 tituló 8.® tratado S.^ dé las 
Reales Ordenanzas. 

Art- 19. Podrán los jueces admitir las renuncias de 
los albaceas, pero en tal caso averiguarán de oficio el pa- 
radero de los testamentos de los que mueren con presun- 
ción de que sus herederos legítimos están ausentes, y co- 
nocerán de su validez ó del abintestado procediendo en 
todo con arreglo á lo dispuesto en los articules 27, 28 y 
29 de la citada instrucción, [l]. 



f. 



(L) Artículo 27. Será del cargo de los jaeces admitir á loé 
Ibaceas sus obligaciones, manifestáadótés eh ¿ado n^céiarió, 
os respectivos artículos de esta instrucción para que siri inter- 
i-umpir las facultades que les hayan dado ios testadbrés, sepan 
^ué no pueden ser tan ilithitadas^ que n^ deban tBÉpútíéét Úé 
^ví abandono 6 omiáiion, y ser llanrádo* y compeíidós 6port\iñéL¿ 
teenré á la dación de cuentas, ezáméti y califícáéion de sti ¿on- 
dú cta y procedimiento. 

Siempre qué los albaceas no se hayan nlezciado en el Bm« 
nejo de la testamentaría, podrán hacer y los jueces admitir iai 
reiiunelas q^ie presenten por escrito; pero si hubiesen empezado 
á cumplir el encargo, deberán ocurrir á proponerlos bn este 
Juagado donde con el debido examen de las causas, se resolTe- 
rá lo qbe coiTesponda; sin que dejen de continuar enüre4anlD en 
sti desempetío; y admitida que sea la renuncia ea uno y otio 
caso, practicaián los jueces lo que ha quedado prevefládo ea el 
artículo nI4. 

Artículo 28. Luego que fallecitese alguno en tuya teeta- 
mentaKa 6 inte# ndo puedisi tener este Juzgado el cdBeeUnieBté 
ftiwtLÚvo que le jbnrespoúde, ó alguna Haterveactoü) según la 
cbíéreíicia ik calK>iB ^tj^liciida en k)s precédate» aitíeuloS^ será 
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AH. W. Étl íóadá ¿ifnii dé las atlcialdías m&yores d& la 
isla dé Puetto Rito, habi*á ün defendí* dé áuáetttéáqUé 
desetnpeñará las obligétcídnes iitipüeistas éh las ftrtíctllós 
45, 46, 47, 49 y 51 de ía instrucción féféridd [1 j al deífeüSíOf 
general y solicitador, y acumulará en los juicios eñ que 
sea parte las funciones de abogado y procurador sí fuere 
letrado. 

Art. 21. Los defensores serán nombrados por el Ueal 
Aouerdó á propuesta en terna de íos respectivos jueces de 
partido, debiendo recaer el nombramiento siempre que 
sea posible, fen un letrado. 

Art. 92 Dé toda testatnentaria ó abintestado en qtie 
haya herederos ó eLlb^céas ausentas» ó alguna manda pia^ 
dtJ^a de utilidad general, darárt éuenta Ids jilecéá al Pre- 
sidente de la Real Audiencia dentro dé h)S ochó dias 

rfgttiehtes al en que sé dicte él auto dé pfévehéibA. 

' 'I '■- ■ 

la píimefíi díli^énéia dé fós jtfecéi^ avétigüéir, rééOhdcieiidO eft 
éaío n^<í«íii*io loa pfotacólos, si ha dejado t rto testíittiéftto; 
üX lo hubiere dejado, eiíírmintírán si está ótot^ado éon atreglo á 
las íeyes,y segün late fdtnwiüdades qú<^ prescriben, en éuyo c*- 
ÉO y si no hay sospecha de colusión, su^átiorl ó fraude^ 0é af^ 
íeglarán á lo que ya está declatado: j^éto en Caso «crtitrftíío, 
^i^aétlcá^fts las diligfenciad ó averiguacioneáqtte scfán ttñv^^ 
Dientes, aegun las circanstancias, darán cütkñtá la tíiédia tangen- 
te á eáte Juagado general. 

Artícelo 39. No habiendo testatnetito bieh sea escrito, bi^h 
auñcupátivo, y ¿oiistando qué lu¿ herederos á algdtios d« élldá 
eiiiátí a'úsentés en prúvíAcia ultramarina, será del cargo dé lóS 
jiieéés prcteííder luego al exacto Inventario, descttbritniento y 
depósito de bienes para i mpediir ocultaciones y lo mismo ptac- 
tifcárán cuando no constando aquélla calidad, estuviere la pré • 
suncion en favor del Juzgado; á cuyo fin tendrán á la Vl^a lo 
qtlfe éé dije» en el artículo 19, y cuidaíáh de qué se lé!s participo 
por eos tehientes 6 encargados, y por ios administradores de 
haci^áa^) y á ruego y encargo, por ios curas el fallecimittiltO 
dé cualesquiera ultramarino que muera en su distrito. 

(1) Ahfculo 45. A tonsecuehcia de esta facultad, [/d ¿fe reprc- 
Ééntar á ¿os ausentéis] será de la obligación del defensor promó* 
ver y pra(Hicar en las referidas causas todo lo que un diligente 
y juicioso procurador y agente promueven y practican, ya sea 
jtídi^iád, y^ etti^éijudícialmente en lel negocio que ée les ha en- 
cométidlido, y para bumpiifmejor con edta iíñportante obligación 
fená^á irno 6 dos libaos de folio, en que por abecedario y én dis- 
tintas hojas escribirá los nombres de las personas de cuya tes- 
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A>t. 23. El dia último de cada mes enviarán los mis- 

mo:i jaeces á aquella autoridad las cuentas y relaciones 

de dichos negocios que hoy deben remitir cada seis meses 

los jueces de difuntos al Tribunal Supremo de Justicia 

tameataría ó intestado se trate, con índice alfabético al printti- 
pío referente al folio reápeclivo. En cada partida anotará sucin- 
lamente, pero sin oscurllad el estado de la causa, providencias 
que se den, despa hos 6 oficios que se manden librar y se li- 
bren, con expresión del mes y dia en el que se entreguen á los 
procuradores ó agentes, el dinero que se introduce en arcas 6 se 
saca, y por uliimo el fenecimiento del negocio.— £/ auto apro- 
batoria añdde: que dichos libros del defensor soircitador se ru- 
briquen por el jaez y Gsí*riba.n6 del Juzgado general, y se fo- 
lien por este, ponienio certificación del numero de fojas, que 
contenga cada uno. 

Artículo 46. Estos asientos de poco trabajo, sí se ejecutan 
diariamente, le proporcionarán el conocimiento necesario, pa- 
ra pedir recuerdos, acusar rebeldías, instar en el oficio por el 
breve curso de los negocios, pronta exhibición de Jos despachos 
y órdenes, y formacioa de memoriales ajustados cuando sean 
necesarios: serán al mismo tiempo un prontuario útil para los 
jueces y.para los apod-^rados de los ultramarinos; que quíeraa 
tomar de pronto algún conocimiento, luego que reciban y se 
aprueben ¡os poderes, y facilitarán también el arreglo de la 
cuenta general que se remita al consejo. 

Artículo 47. A efecto de que el defensor cubra estas obliga- 
ciones, asistirá di iriamente al oficio como lo ha practicado y 
practica; y en él se le manifestará por el escribano el cuaderno 
del despacho diario, y los expedientes y providencias que pida, 
sin dificultad ni retardación, á menos que no haya motivo par- 
ticular para reservar alguna; pero estando impedido ó enfermo 
destinará persona de su confianza, que por él haga los asientos 
prevenidos. 

Y en consideración á que puede haber algún defensor tan 
descuidado que no se quiera ocupar en el corto trabajo de hacer 
los asientos, para precaver esta falta, presentará al juez gene- 
ral el último dia utíl de cada mes, el libro ó libros, y acredita- 
rá por ellos y á presencia del Eicribano que ha cumplido exac- 
tamente, de qu>3 pondrá este razón en el mismo iibrO| y en su 
defecto, tomará el juez la providencia que tenga por conve- 
niente. 

Artículo 49. Siendo como es el defensor un agente y apo- 
derado general de todos los aumentes ultramarinos, deb; rá ce- 
sar su intervención en aquellas causan, y respecto de aquellos 
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con arreglo á lo dispuesto en la Real orden de 31 de 
Diciembre de 1838. (1) 

Art. 24. Estas relaciones y cuentas se pasarán pre- 
cisamente al examen del Real Acuerdo, y si de ellas 
apareciere alguna falta en el juez ó en el defensor, el 
Presidente oyendo el dictamen del mismo acuerdo adoptará 



interesado&, qne califícados por legítimos y cierto?, vengan á 
estar presentes, constituyan apoderado para el seguimiento del 
negocio, y se haya presentado y calificado el poder en la Real 
Audiencia; pues ademas de que falta en tales casos la razón 
fundamental de su encargo, seria duplicar apoderados y gastos 
sin necesidad, salvo algún caso particular en que el apoderado 
abuse del poder y confianza que en él depositan los ultrama- 
rinos. 

Artículo 51. De las asistencias á inventarios, almonedas y 
remates, de los escritos que presente y de cualquiera otra cosa 
que cause derechos, cobrará los justos arreglándose al arancel, 
y jurando !os que cobre ó se le deban, ó si es de oficio; sin que 
se tenga por suficiente la nota que algunos acostumbran sin de- 
recho por ahora: pues deberá expresar derechos tanto, que no 
he recibido y ¿o juro. 

[1] Real orden de 31 de Diciembre de 1838.— 1. <=> Sub- 
sistirán los Juzgados de bienes de Difuntos en la misma forma 
que hoy tienen en los distritos/ de las Audiencias de Puerto 
Rico y Puerto Príncipe; y ademas se establecerá en el territo- 
tio de la Audiencia déla Habana otro Juzgado general, todo 
con sugecion alo que previenen las Leyes de Indias las ins- 
trucciones de la Audiencia de Méjico, mandadas observar por 
Real Cédula de 8 de Abril de 1812 y las siguientes disposicio- 
nes.— 2.® Los ministros de las Audiencias de la Habana y 
Puerto Príncipe, juecbs generales de bienes de Difuntos, remi- 
tirán al Supremo Tribunal de Justicia, cada semestre relación 
de las causas fenecidas, pendientes y retrasadas con expresión 
de cada una de las testamentarías, del día en que ocurrieren los 
fallecimientos, y principiaron los inventarios, del valor total á 
que ascendieron* estos, si se vendieron 6 realizaron, y el dia en 
que fueron depositados los intereses ó valores.— 3. ^ También 
remitirán la cuenta de estos depósitos, pidiéndola á las ofici- 
nas en que se hubieren depositado dichos interese?. — 4. ^ IguaN 
mente expresarán el dia en que principiaron sus expedientes, 
su estado, y cansas que demoren su determinación.— 5. ^ A-t 
demás expresarán estas relaciones las personas que reclamea 
los bienes, ios herederos que los hayan recibido y la vecindad 
y residencia de estos. — 6. ® Estas mismas reglas observarán 
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-i-so- 
para corregirle Ia3 providenci^B que estime ne^ea^^as. 

Art. 35. Si seguido el expediente de tesjtainei^tan^ 
ó abintestado por los trámites del derecho, np aparecieren 
herederos testamentarios 6 legítígfiQS ppr ^op^t^ que pq 
los tuvo el difunto, ó por no baber cory^parecido los qi^e 
hubiere, dentro del tjér49Ínp que señala^ l^s leyes, se de- 
olararán los bienes vacantes, previa audiencia del fiscal 
de ta Real Hacienda, á quien se pasará^ Us ^oimcione^ 
para que dii^a si encuentra ea ellas Aigoa vicio ó defectQ 
que d*^ba subsanarse* 

Art. 26. Por la Intendencia de PuertO'^-ftíco pe inAtruiri 
*^-/ ' A • .... el oportuno expediente en que propondrá á Mi Real apra- 

r^. A'ii' ..> . bacion la manera de. indemnizar al actual poseedor de la 

es^cribanía del Juzgado de difuntos que queda suprimida y 

••' cuyo precio podrá repartirse entre los .dadnos de las escn"*- 

banias de I9.S AlcaMías mayores á las cuales habrán de 

pasar Joí» e4q)ediejit€5S.qi;ie bpy radican en Ií^ primera. 

Arí. ÍÍ7. JSosep^*rg4i costas alo^unas s¡;i.que antes 

las mande tasar el jue3r,^sp^tiv.o«.corpMrMqiiL^ U t£iksq,cion 
á los bebederos ó apoderados l^gítim^,que jt^^y^n Qon^pa- 
recido en el juicio, y excluya en el auto qu^e^ ^u vÁ^adit;^- 
tare todas las qi«e notortádnénlie «fleaia nulas ó vicios^^rS 6 
mandadas causar ó caufiadas con .el salo objato da aaioea- 
tur los derechos de arancel, condenando al po^ 6 pécdir 
da ó devdiucion de ellas al que resalte leutpaíbU de ^emet- 
^ante exceso. 

Art. ?8. Las costas y gastos de loe juicios fie iaventa- 
rio y partición uo se abonará^ hasta que estos estén cotí- 
€jusos;'y si. tasados .^n la debida forma, excedí,esjpn de ía 
décUna parte íeí^cwd^l l^uicjo hereditario se .r^bajar^p 
haata diobfli'QMPta, dp^l^i^áudofie de.p^pio^l éxcegp que g[e 
dedocifá á psomta de Ws pa^rtÍQÚ)^^. 

Si iOCUDrieu^npltíitwi qjie isaspepd^n eí G»,r§o .^e Aiohs^s 
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en la Islhi <le f^nfrto £ic9k>8 jueces de Uíxjjls cffu^ Jo ^a .^e 
bienes ée Difuntos trentíiiendo las cqcK>t9<s ftl .Suj^uoip 
Tríbanal de Juslioia por «ao^du^c^ta de |a .i4u4Í64:^i$t, Te.ser- 
rfrndose S. M. tomar una disposición aaáio^ xespeqto de ,)^ 
ée Cuba cuando se eataibliezaan alli Ips JM^sgadQts de pú^c^^a 
instancia. — ^T. ^ La Aadíeneia de Puerto J^icq, jí por s)i .pn^i'^e 
él Fiscal ejeiroeite una vigUancia especial fi finSfi que ^q'o ^- 
fran retraso los negocios ante ios alcaldes la^yoires ju^qe^,()e 
Difuntos. 
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juicios, podrá el jupz mandar tasar las costas devengadas 
y calcular las que faltaren, ordenando el pa^o de las pri- 
meras, bien íntegramente si unas y otras no importaren la 
décima parte de la herencia líquida y no disputada, ó bien 
á prorata en el caso contrario. 

Art. 29, En las heréhcias concursadas se pagarán las 
costas con arreglo á arancel y sin la limitación expresada 
en el artículo-anterior, abonando las causadas por cada 
acreedor al mismo tiempo que su crédito y colocando las 
comunes después de los acreedores escrituarios y con pre- 
íerencja á los simplemente personales. 

Art. 30. Las costas devengadas en los incidentes so- 
brepago de créditos legítimos, reivindicación de bienefe y 
otros análogos, se pagarán también con separación de las 
causadas en lo principal y sin mas deducciones que las 
prescritas en el artículo 27. 

Art. 31. Los Juzgados de bienes do difuntos déla isla 
de Cuba y Filipinas, subsistirán por ahora, pero quedando 
limitada su jurisdiecion á los casos expresamente deter- 
minados en las leyes; y en su consecuencia no conocerán 
sino de las testamentarías ó abintestatos en que concurran 
las circunstancias siguientes: 

1. ^ Que los herederos ó los que hayan de recibir 
la mayor parte de la herencia sean españoles y estén au- 
sentes de la Isla en Ultramar. 

2. ^ Que no se halle presente ninguno de los alba- 
ceas nombrados por el testador. 

Art. 32. Cuaírdo haya albaceas testamentarios y acep- 
ten su encargo, aunque todos los herederos ó los mas inte- 
resados en la herencia sean españoles y estén ausentes, no 
tendrán los. Juzgados de difuntos mas intervención en las 
testamentarías que la que permiten las leyes 46 y 4*7, títu- 
lo 32 libro 2. ® de la Recopilación de Indias, el artículo 5. ^ 
de la Real Cédula de 28 de Setiembre de 1797, y los ar- 
tículos 9, 10, 11, y 12, de la instrucción citada de la audien- 
cia de Méjico. 

Art. 33. En cualquier tiempo en que se presenten los 
herederos ó los albaceas testamentarios si'empre que no se 
haya declarado vacante la herencia, cesará el conocimien- 
to privativo del juzgado, y aun en su caso la intervención 
de que trata el artículo anterior cuando comparezcan por 
i:í los mismos herederos. 
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para corregirle Ia3 providenci^B que estime ne^eSi^as. 

Art. 35. Si seguido el expediente de tesjtain^i^tafí^ 
ó abintestado por los trámites del derecho, np apareciereD 
herederos testamentarios 6 legítígfiQS ppr vop^t^ que no 
los tuvo el difunto* ó por no baber cory^parecido los qi^^ 
hubiere, dentro del téro^inp que se^alai^ l^s leyes, se de-r 
clararán los bienes vacantes, previa audiencia del fiscal 
de ta Real Hacienda, á quien se pasarán Us ^ctu^iíMoneii^ 
para que dii^a si encuentra en ellas aigaa vicio ó defectQ 
que d»íba subsanarse» 

Art. 26. Por la Intendencia de PuertO'^-ftíco pe inAtruitÁ 
♦ ^►/ ' A ^ . - el oportuno expediente en que propondrá á Mi Real %^xq^ 

bacion la mnnera de. indemnizar al actual poseedor de la 
escribanía del Juzgado de difuntos que queda suprimida y 
cuyo precio podrá repartirse entre los .dadnos de las escrí- 
banias de .las AlcaMías mayores á las cuales habrán de 
pasar Joí» e4q)ediejit€5S.qi;ie bpy radican en Ií^ primera. 

Arí. ÍÍ7. JSosep^*rg4i costas alo^unas sin .que antes 

las mande tasar el jue^r.^sp^tivtO^.corpMTMqiiL^ U ttiksaeiori 
á los bebederos ó atpaderados l^gítinv»s.que jt^^y^n aongipa- 
recido en el juicio, y excluya en el auto q«Qeji;i ^u vÁ^adií;^- 
tare todas las qi«e notortádnénlie •sean nuU^ ó vicios^^rS 6 
mandadas causar ó caufiadas oon el solo objato d^ auioea- 
tar los d^ recibos de arancel, oondenando al po^ 6 pécdir 
da ó devdiucion de ellas at que resalte icmtpaíbte de ^emet- 
^ante exceso. 

Art. ?8. Las costas y gastos de loe juicios fie inventa- 
rio y partición no se abonará^ hasta que estos estén con- 
€jusos;'ysi.tasados.^n la debida forma, excedi,esjpn de ía 
décUna parte deí^caud^l líqiiido hereditario se .r^bajar^p 
hastadiobfli.oupta, dp^l^i^^iudofie dep^pio^l éxcegp que g[e 
dedocifá . á psorata de Ips pa,rtí Q^^e^;. 

Si iOcnsríepQn'pltíitO^ qjie ^iispepd^ni eí G»,r§Q .de idií^bps 

én la Islhi <le f^nfrto £ic9k>8 jueces de letras q)ie Jo ^a 4® 
bienes 4e Difuntos irenütiendo las cqcK>t9i.s ftl .Suj^uiiij» 
Tríbanal de Juslioia por «aoQdufCto de |a Áudi^i^ift, reser.- 
Tfrndose S. M. tomar ana disposición aaáio^ xespecto de ,1^ 
cte Cuba cuando se eatábliezaaR alli JIps jM?sgsd^ de pxi^c^a 
instancia. — ^T. ^ La Aadíeneia de Puertp RicO;, jí por «^ .^'^%% 
él Fiscal- ejercerán una vigUancia especial ^ fyck^ que :q'o ^- 
fran retraso los negocias sote ios alcaldes in»yprjBs ju^pe^^d* 
Difwitos. 
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juicios, podrá el juf'z mandar tasar las costas devengada? 
y calcular las que faltaren, ordenando el pa^o de las pri- 
meras, bien íntegramente si unas y otras no importaren la 
décima parte de la herenciia líquida y no disputada, ó bien 
á prorata en el caso contrario. 

Art. 29, En las heredas concursadas se pagarán las 
costas con arreglo á arancel y sin la limitación expresada 
en el artículoanterior, abonando las causadas por cada 
acreedor al mismo tiempo que su crédito y colocando las 
comunes después de los acreedores escrituarios y con pre- 
ferencia á los simplemente personales. 

Art. 30. Las costas devengadas en los incidentes so- 
brepago de créditos legítimos, reivindicación de bienefe y 
otros análogos, se pagarán también con separación de las 
causadas en lo principal y sin mas deducciones que las 
prescritas en el artículo 27. 

Art. 31. Los Juzgados de bienes de difuntos déla isla 
de Cuba y Filipinas, subsistirán por ahora, pero quedando 
limitada su jurisdicción á los cas'os expresamente deter- 
minados en las leyes; y en su consecuencia no conocerán 
sino de las testamentarías ó abintestatos en que concurran 
las circunstancias siguientes: 

1. ^ Que los herederos ó los que hayan de recibir 
la mayor parte de la herencia sean españoles y estén au- 
sentes de la Isla en Ultramar. 

2. ^ Que no se halle presente ninguno de los alba- 
ceas nombrados por el testador. 

Art. 32. Cuaírdo haya albaceas testamentarios y acep- 
ten su encargo, aunque todos loa herederos ó los mas inte- 
resados en la herencia sean españoles y estén ausentes, no 
tendrán los, Juzgados de difuntos mas intervención en las 
testamentarias que la que permiten las leyes 46 y 47, títu- 
lo 32 libro 2. ® de la Recopilación de Indias, el artículo 5. ^ 
de la Real Cédula de 28 de Setiembre de 1797, y los ar- 
tículos í), 10, 11, y 12, de la instrucción citada de la audien- 
cia de Méjico. 

Art. 33. En cualquier tiempo en que se presenten los 
herederos ó los albaceas testamentarios si'empre que no sé 
haya declarado vacante la herencia, cesará el conocimien- 
to privativo del juzgado, y aun en su caso la intervención 
de que trata el artículo anterior cuando comparezcan por 
i í los mismos herederos. 
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pura jsorr^^firle lajs providencias que ei^time ne^es^^rías. 

Art. 25. Si seguido el expediente de tesíamei^itan^ 
ó abintestado por los trámites del cLerecho, np aparecieren 
herederos te»tamení?trios ^ legítii3f)(>s por vo|íí^t9.r q^u^ RQ 
los tuvo el difunto, ó por no bafcer cor^parecido loa qi^e 
hubiere, dentro del térí»inQ que se|(alai> l^s leyf^, se 4e-r 
okT^rán los bienes vacantes, previa audiencia del fiscal 
d« la Real Hacienda, á qul^n »e pa^rá^ I4B actu^íHoneif 
pa/ra que diga si encuentra en ellas ail^ua vicio ó defectiQ 
que d»^ba subsanarse. 

Art. 26. Por la Intendencia de Puerto-Rico pe inaferwiíA 
♦ /^/ '' A-* ,^- ^ el oportuno expediente en que propí>ndrá á Mi Real «.pro- 

bación la manera de, indemnizar al actual poseedor de la 
escribanía del Juzgado de difuntos que queda suprimida y 
cuyo precio podrá repartirse entre los .dueños de las escrf- 
banias de las Alcalílías mayores á las cuales habrán de 
pasar lo$ e4q)edi.eintqs.qtte b^y radican en 1^ primera. 
. Arí. %1. JSp s^ p^g^W costas .a](o;unas sin .que antes 
las mand« tasar ^ljU'e^r.espeictivo^.con?,u;4.iqiiiQ la teisacio^ 
^ á Jos herederos ó A$)ad^e-rados i^gítino^ .que b^yan Qonqij).a- 
recido en el juicio, y excluya en el autoqu^í^Jii ^u vi^tadiíj- 
tare todas las qite notorióméate «catt «uUs ó vicio3^í? 6 
mandadas causar ó cauf»ada« oon .el solo objeto de auQften- 
tar los derechos de ara&cd, condenando al pago ó péndir 
da ó devdlucion de ellsts aS que resalte ¿ulpaíbk do ^emet- 
jante exceso. • ■ 

Art, 88. Las costas y gastos de los juicios ^e inventa- 
rio y partición 1:10 se abonará^ hasta gue estos estén ctyn- 
©lusos; y si. tasados ^n la debida forma, excedi,esjpn de la 
d«cima,partíí del .caudal Uqiiido hereditario se x^ba^'ar^^ 
hasta diob».cwpta,¿p<?UijaridQ6p d,e.q(ifiio^l exceso que íe 
deducirá >á.psc»ata de ]9S paA*tjiqÚ>^' 
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tfn lal^lade^Bfrto lilic9k>8 jujees de J^tr^s que jo ^Q .^e 
bienes ¿e Difuntos *©mitieodo las <3fl€^nt?Mi .ftl .Suj^rqn>/> 
Tríbnnftl de Justicia por «aodduícto de la Au^ieflei^j rreser- 
rándose S. M. 1»mar una disposieian «náloiga íespeqtp de ,I^s 
de Cuba cuando se eatabtea«>an allí Ip^ jp^igadas dB pEiw^a 
litwtancia.— 7. <5> La Audicnciia de Pueríp Bico, y por «u ,pví« 
él Fiscal. ej«roerá«i una vigaancia eepejcial 4 4a M» que .00 *f>- 
frati -retraso los negocioe auto loa alcaWe* m»yiMres ju^fje^.ft* 
Difuntos. 
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juieioí?, podrá el juf'z mandar tasar las costas devengada? 
y calcular las que faltaren, ordenando el pa^o de las pri- 
meras, bien íntegramente si unas y otras no importaren la 
décima parte de la herencia líquida y no disputada, ó bien 
a prorata en el caso contrario. 

Art. 29, En las heréhcias concursadas se pagarán las 
costas con arreglo á arancel y sin la limitación expresada 
en el artículo-anterior, abonando las causadas por cada 
acreedor al mismo tiempo que su crédito y colocando las 
comunes después de los acreedores escrituarios y con pt-e- 
ferencja á los simplemente personales. 

Art. 30. Las costas devengadas en los incidentes so- 
brepago de créditos legítimos, reivindicación de bienefe y 
otros análogos, se pagarán también con separación de las 
causadas en lo principal y sin mas deducciones que las 
prescritas en el artículo 27. 

Art. 31. Los Juzgados de bienes do difuntos déla isla 
de Cuba y Filipinas, subsistirán por ahora, pero quedando 
limitada su jurisdiócion á los casos expresamente deter-* 
minados en las leyes; y en su consecuencia no conocerán 
sino de las testamentarías ó abintestatos en que concurran 
las circunstancias siguientes: 

1. ^ Que los herederos ó los que hayan de recibir 
la mayor parte de la herencia sean españoles y estén au- 
sentes de la Isla en Ultramar. 

2.^ Que no se halle presente ninguno de los alba- 
ceas nombrados por el testador. 

Art. 32. Cua)fdo haya albaceas testamentarios y acep- 
ten su encargo, aunque todos los herederos ó los mas inte- 
resados en la herencia sean españoles y estén ausentes, no 
tendrán los. Juzgados de difuntos mas intervención en las 
testamentarías que la que permiten las leyes 46 y 47, títu- 
lo 32 libro 2. ® de la Recopilación de Indias, el artículo 5. ^ 
de la Real Cédula d« 28 de Setiembre de 1797, y los ar- 
tículos 9, 10, 11, y 12, de la instrucción citada de la audien- 
cia de Méjico. 

Art. 33. En cualquier tiempo en que se presenten los 
herederos ó los albaceas testamentarios si'empre que no se 
haya declarado vacante la herencia, cesará el conocimien- 
to privativo del juzgado, y aun en su caso la intervención 
de que trata el artículo anterior cuando comparezcan por 
í.í los mismos herederos. 
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Art. 31. Los Jueces de bienes de difbntos de Cuba 
Filipinas examinarán todos los expedientes que rta se ha 
lien terminados ó conclusos para dictar provideacia Acñ 
nitiva qae los ultime y remitirán desde luego los que n< 
deban retener al tenor de lo dispuesto en los artículos 31 
32 y 33 á los J ueces de la jurisdicción ordinaria, á q uí enea 
por razón del territorio en que la ejercen corresponda su 
conocimiento. 

Los demás expedientes se sustanciarán y decidirán con 
arreglo á la legislación actual, pero aplicando á ellos las 
reglas establecidas en los artículos 17, 28, 29 y 30. 

Art. 35. El juzgado general de bienes de difuntos de 
la isla de Cuba quedará igualmente suprimido luego que 
se establezcan en toda ella Jueces letrados de primera ins- 
tancia, en cuya época se adoptarán por mi Gobierno las 
disposiciones oportunas para llevar á efecto en dicha isla 
todas las disposicioneH de este Mi Real decreto. Dado en 
Palacio á diez de Febrero de mil ochocientos cincuenta jr 
cuatro.— Está rubricado de la Real mano. — El Presidente 
d«l Consejo de Ministros, Luis José Sartorius. 
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APÉNDICE 6: 



Beal Decreto de 15 de Marzo de 1854 creando abogados 
fiscales en la Audiencia de la Habana. 



PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS, 



EXPOSICIÓN A S« M. 

Señora: El ministerio público en las provincias de 
ultramar se mantiene tan incompleto en su organización, 
y tan insuficiente en sus atribuciones, como en los tiempos 
del descubrimiento de América, Para reformarlo de la 
manera que exigen las necesidades de la época, y la bue- 
na, pronta y segura adminiátracion de justicia será indis- 
pensable entre otras cosas establecer funcioíiarios de di- 
cho ministerio en todos los juzgados de primera instancia. 
Pero mientras el gobierno reúne los elementos necesarios 
para llevará cabo esta gran reforma en todas sus partes, 
seria conveniente empezar por una que, siendo de las mas 
graves é importantes, es sin embargo, de las que menos 
dificultades ofrecen en su ejecución. 

Los agentes fiscales que todavía subsisten en la au- 
diencia pretorial de la Habana son unos funcionarios que, 
si bien tienen en la administración de justicia una inter- 
vención de la mayor trascendencia, carecen, sin embargo, 
del carácter público correspondiente; no deben su nombra- 
miento directo ala corona, fuente de toda justicia, no ejer- 
cen, según la ley, atribuciones propias ni tienen persona- 
lidad alguna, y mezquinamente dotados no pueden menos 
de entregarse al ejercicio de la abogacíar, con todos los pe- 
Ugrns é inconvenientes que ofrece la acumulación de estas 
funciones con las del ministerio público. 

Semejante institución es insostenible en presencia de 
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la organización que, aun cuando todavía imperfecta, tiene 
ya en la Península ei ministerio público, y en vista sobre 
todo desús tristes resultados para la administración de 
justicia 

Supuesta la necesidad, universalmente reconocida, de 
que los íiscáles de V. M. estén auxiliados en el ejercicio de 
sus vastas y complicadas atribuciones por otros funciona- 
rios subalternos, es indispensable que estos ofrezcan todas 
las garantías posibles del buen desempeño de sus cargos, 
como lo son, entre otras, recibir una investidura pública 
y directa de la corona, poseer condiciones exteriores de 
aptitud y moralidad, tener la responsabilidad moral y le- 
gal de sus actos, en cuanto lo pérmica su dependencia del 
jefe, y disfrutar de una dotación proporcionada á su estado 
y suficiente para que pueda prohibírseles el ejercicio de la 
abogncía y el desempeño de cualquier cargo público. 

En ultramar, sin embargo, no debe encomendarse con 
la misma generalidad que en la Península á los i*bogados 
fiscales la sustitución de los fiscal'iss respectivos. Allí con- 
servan, y no pueden menos de conservar, los funcionarios 
de justicia, atribuciones de gobierno que no seria pruden- 
te delegar sino en los que visten la toga de la magistratura, 
pero con esta sola excepción puede asemejarse sin incon- 
veniente alguno la organización del ministerio público en 
aquellas provincias á laque este tiene en la Península, 3^ 
así quedarán mas asegurados los intereses de la justicij:, 
los del estado serán mejor defendidos en los juicios civiles 
en que él sea parte, y se habrá dado el primer paso en la 
importante reforma del ministerio fiscal que reclama hace 
mucho tiempo la situación de las antillas españolas. 

Fundado en estas consideraciones, el presidente de 
vuestro Consejo de ministros, de acuerdo con el mismo Con- 
sejo, eleva á la augusta aprobación (le V. M. el adjunto 
proví^cto de Real decreto, 

" Madrid Ib de ÍMarzo de 1854.— Señora.— A, L. R.P. 
de V. M. — El conde de San Luis. . 



JIEAL DIÍCtílJTO. 



En viistn i\v las consideracionoii que me ha expue.'ito 



el presidente de mi Consejo de ministros, de acuerdo con 
el mismo Consejo, vengo en decretar lo «iguiente: 

Artículo 1.^ Se suprimen las plaz'is'de agentes fiscalías 
que en la actualidad existen en la Real audiencia pre'orial 
de la Habana, y se eatahlecen en su lugar tres de abogados 
fiscaref!- 

Art. 2. ^ Los abogados fiscales de las audiencias de 
Cuba y Puerto-Rico serán nombcados por mi á propuesta 
del presidente de mi Consejo de ministros. 

Art. 3, ^ Para ser abobado fiscal se requiere: 

1. ^ Ser mayor de 25 años. 

2. ® Ser licenciado ó doctor en jurisprudencia. 

3.*^ Haber ejercido seis años la abogacía ó dos los 
cargos de agente fiscal en ultramar, promotor fiscal d'í 
termino ó juez de ascenso en la Península, ó haber desem- 
peñado durante el mismo tiempo otros destinos análogos. 

Art. 4. ^ Será de cargo de los abogados fiscales: 

1.*^ Sustituir por el orden de su numeración al fiscal 
respectivo en los casos de enfermedad, incompatibilidad ó 
ausencia de este, ó vacante de su oficio. 

2. ^ Ejercer la acción pública en su propio nombre, 
aunque bajo la dirección y responsabilidad del fiíicíjl, que 
habrá de rubricar sus escritos. 

3,.^ Oir notificaciones. 

4. ^ Llevar la p-ilabra del ministerio público eíi los 
negocios que le sean <íncomendadoé5. 

5. ^ Firmar los escritos que en dichos negocios se 
presenten por porte del ministerio público. 

6,^ Concurrir por delegación de los fiscales á las vi- 
sitas de cárceles que practique la audiencia. 

7. ^ Eiercer por la misma delegación en los estable- 
cimjentos penales U vigilancia conveniente para que se 
lleven á debido electro las sentencias de los tribunales. 

8. ® Desempeñar todas las demás funciones que les 
deleguen los fiscales, á menos que el Real Acuerdo, con 
audiencia de aquellos, no determin,© otra cosa. 

Art. 5.^ Los abogados fiscales se arreglarÚA en el 
despacho de los negocios á< las instrucciones que reciban 
dj^l^ fiscal: pero no salvarán, su responsabilidad personal si 
í'mtos dp ejjecutarlívs no proponen, á su jefe los inconve- 
nientes que recelen de su cumplimiento. Si (i pesar do sus 
observaciones insistiese el jefe, obedecerán sin réplica 
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dándome cuenta por conducto del Gobernador presidente 
de la Real audiencia. 

Art, 6. ® Queda derogada respecto á los asuntos ju- 
diciales la ley 29, titulo 16, libro segundo de la Recopila- 
ción de Indias que atribuye al oidor mas moderno jle la 
respectiva audiencia la sustitución de los fiscales: pero 
se mantendrá en su fuerza y vigor respecto á los asuntos 
gubernativos, de cuyo despacho no se encargarán nunca 
los ab >gados fiscales sin previa autorización mia, 

Art. 7. ® El Real Acuerdo podrá, sin embargo, enco- 
mendar á los abogados fiscales el desempeño de las funcio- 
nes de relator en los asuntos gubernativos de su incum- 
bencia. 

' Art. 8. ® Los abogados fiscales no podrán' ejercer la 
abogacíartsomo no sea en causa propia ó de sus mugeres, 
descendientes, ascendientes ó pupilos, ni obtener ningún 
otro oficio ni cargo público. 

Art. 9.® El abogado fiscal primero de la audiencia 
pretorial de la Habana disfrutará 4,000 pesos de sueldo 
anual y 3,000 pesos los otros dos. £1 abogado fiscal de la 
audiencia chancillería de Puerto-Rico disfrutará el sueldo 
de 2,000 pesos. 

Art. 10. Estos sueldos se abonarán íntegros y sin des- 
cuento alguno por razón de media annata ú otro cualquier 
concepto. 

Art. 11. Losderechos judiciales que devengan con ar- 
reglo al arancel vigente los agentes ó abogados fiscales, 
ingresarán en las Reales cajas en el modo y forma que 
hoy se egecuta respecto k los devengados por los alcaldes 
mayores de la isla de Cuba. 

Art. 12. En la audiencia pretorial de la Habana se 
asignará á cada fiscal uno ó dos de los abogados fiscales, 
según el número de negocios que cada cual tuviera á su 
cargo. 

Art. 13. Cuando los abogados fiscales asistan á estra- 
dos, ocuparán el asiento destinado al fiscal, y cuando con- 
curran á otro acto con la audiencia, ocuparán el último 
lugar despi.ies de los oidores y de los fiscales. 

Art. 14. A los ocho años de servicio tendrán opción los 
abogados fiscales á ser colocados en plazas togadas de la 
Península ó de ultramar. 

Art. 15. Los abogados fiscales podrán ausentarse del 
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lugar de su residencia por un mes de tienApo ó menos eon 
licencia del fiscal de quien dependan; p^ro n« podrán au- 
sentarse de la isla sin previa licencia Mia. 

Dado en palacio á quince de marzo.de mil ochocien- 
tos cincuenta y oiKitro.-^Está rubricado de la Real mano. 
— El presidente del Consejo de ministros, Luis José Sar- 
orius. 
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para correi^irle lafs providetici^e que estime nex;es.^rías^. 

Art. 25. Si seguido el expec}ientede tes^am^^ta^í^ 
ó abíntesteulo por lo^ trámites del derecho, np aparecieren 
Iwrederos teatameníarips 6 l^gítiq[i(>s ppr vop^tg-r q,ue »Q 
los tuvo el difunto, ó pomo haber corwpareciio loa qi^Q 
hubiere, dentro del téri^inQ que segalaa \^^ leyes, se 4e-r 
olarnrán los bienes vacantes, previa audiencia del fiscal 
d<e la Real Hacienda, á qui^n «*e pa^r^Q Us ac^u^XHonej^ 
pa^ra que -diga si encu^n-tra ea ellas ftlgua vicio ó defeotQ 
que d»íba subsanarse. 

Art. 26. Por la Intendencia de Puerto^RHCo pe instruiíá 
*/-/ '' A * /.' > el oportuno expediente en que propondrá á Mi Real apr^j- 

bacion la manera de. indemnizar al actual poseedor de la 
escribanía del Juzgado de difuntos que queda suprimida y 
'^ • -*"' cuyo precio podrá repartirse entre los .dueños de las escri- 

banías de I9.S AlQaMías mayores á las cuales habrán de 
pasar \o% e?;pedie>atqs.qae b^y radican en Iq, primera. 

ArjU ÍJ.7. JSps^pí^^r^íi costas .a][,5^unas siji que antes 
las mande tasar djU'e^r.^^p^^etiv^o^.GqrpwAiq^^ U t¿)Lsq,cion 
^ á .los herederos ó A4)adeí:ados l^gítim^,qiie J;i<giy^n Qon?ij).a- 
recido en el juicio, y excluya en el auto queeiji ^\x yí^tadi^- 
taTe todas las qite notoriátfneate «Ndaci «ula» P vicio3q.í5f 6 
mandadas causar ó causadas oon *el solo oh jato de aVKOen- 
tar los derechos de arancefl, condenando al pago 6 péudir 
da ó devdlucion de ellas al que resalte culpable de «enla- 
jante exceso. ' 

Art. ?8. Las costas y gastos délos juicios de iaventa- 
rio y partición xyo se abonará^ ha^ta que estos estén ctyn- 
clusos; y soasados .^.n la debida forma, excedi^esj^n ' de la 
décima partíí 4ei,cavd.gi.l liquido hereditario se x^bajar^^ 
hasta dioh* otfpta, ¿gijUijáudoep de p^pio él exceso que ^e 
dedwifá á.pii(M*'aU de los.pArtjÍQÚ>e^. 

«i iOCMDrieren'pltíií;^ qfte ^uspgpd^ ^\ c»,r§p .^9 i^icbqs 



t- 



.u\>.<. ' I 



éB'laIála<leiPB/^to iRicoios J!a«ce« (}e letras que Jo :3oa .^e 
bienes de Difuntos *onritiaodo tas qw^tW .ftl ^Uj3iren>/> 
Tííbanal de Jusiioia por «aoaduicto (Je Ja j^u^íew^í^, ,reser.- 
rfendoseS. M. tomar ana disposición «uál<]^a ícspecitp de ,J^s 
de Cuba cuando se establezcan alli ^p^ jp?5gadps de priw^a 
instancia.— T. ^ La Audiencia de Puertp Bicq, y -por «u ,p^rt« 
él Fiscal e^cerá-n una vigUaiwia especial ^ ,fin ^ que .00 ^f>- 
franvetraso los Mgooios aute 44)0 a)cald«« mayores jtt|3fíe^<(^ 
£>ifii«tos. 
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juicioí?, podrá el juf»z mandar tasar las costas devengada? 
y calcular las que faltaren, ordenando el pa^^o de las pri- 
meras, bien íntegramente si unas y otras no importaren la 
décima parte de la herencia líquida y no disputada, ó bien 
á prorata en el caso contrario. 

Art. 29, En las heredas concursadas se pagarán las 
costas con arreglo á arancel y sin la limitación expresada 
en el artículo-anterior, abonando las causadas por cada 
acreedor al mismo tiempo que su crédito y colocando las 
comunes después de los acreedores escrituarios y con pfe- 
íerenoa á los simplemente personales. 

Art. 30. Las costas devengadas en los incidentes so- 
bre pago de créditos legítimos, reivindicación de bienefe y 
otros análogos, se pagarán también con separación de las 
causadas en lo principal y sin mas deducciones que las 
prescritas en el artículo 27. 

Art. 31. Los Juzgados de bienes de difuntos déla isla 
de Cuba y Filipinas, subsistirán por ahora, pero quedando 
limitada su jurisdicción á los casos expresamente deter- 
minados en las leyes; y en su consecuencia no conocerán 
sino de las testamentarías ó abintestatos en que concurran 
las circunstancias siguientes: 

1. ^ Que los herederos ó los que hayan de recibir 
la mayor parte de la herencia sean españoles y estén au- 
sentes de la Isla en Ultramar. 

2. ^ Que no se halle presente ninguno de los alba- 
ceas nombrados por el testador. 

Art. 32. Cuaírdo haya albaceas testamentarios y acep- 
ten su encargo, aunque todos los herederos ó los mas inte- 
resados en la herencia sean españoles y estén ausentes, no 
tendrán los, Juzgados de difuntos mas intervención en las 
testamentarías que la que permiten las leyes 46 y 47, títu- 
lo 32 libro 2. ® de la Recopilación de Indias, el artículo 5. ^ 
de la Real Cédula de 28 de Setiembre de 1797, y los ar- 
tículos í), 10, 11, y 12, déla instrucción citada de la audien- 
cia de Méjico. 

Art. 33. En cualquier tiempo en que se presenten los 
herederos ó los albaceas testamentarios si'empre que no se 
liaya declarado vacante la herencia, cesará el conocimien- 
to privativo del juzgado, y aun en su caso la intervención 
do que trata cl artículo anterior cuando comparezcan por 
i í los mismOvS herederos. 






para corregirle lap providenciaos que estime ne^es.^ria5t. 

Art. 25. Si seguido el expe(}ientede tesíaia^flitafí^ 
ó abintestado por lo9 tráraUes del cUrecho, r^ apareclaren 
lierederos teatameníarips (> legítii?iQS ppr i^oni^tg^r q^w ftQ 
]o8 tuvo el difunto, ó por no baber corwpareqido los qi^Q 
hubiere, dentro del tjérí»inp que señaláis l^s leyes, se de-r 
otararán los bienes vacantes, previa audiencia del fiscal 
d« la Real Hacienda, á qui^n se pasarán Us ^etu^íjipnci^ 
para que -diga si encuen<tra ea ellas A<lgiia vicio ó defectiQ 
que d»íba subsanarse. 

Art. 26. Por la Intendencia de Puerto-R-ico pe instruicA 
J.í'/.i >^. ^ el oportuno expediente en que propondrá á Mi Real apro- 

bación la manera de indemnizar al actual poseedor de la 
escribanía del Juzgado de difuntos que queda suprimida y 
cuyo precio podrá repartirse entre los .dueños de las escri- 
banías de las Alcal-lías mayores á las cuales habrán de 
pasar loí» expedientas .qi;ie bpy radican en lc> primera. 

ArU 27. JS o &e pí^^r^ costas .al,§^unas sin que antes 
Ub raand« tasar el jue«respeic,tiv^3.cqn^u;ji.iqiiie U tjj.sq,cio^ 
^ á .los hjecedefos ó apaderadps l^giüm^ .qiie fc^y^a Qon^jja- 
recido en el juicio, y excluya en el auto qup^^ ^u vj^tadif?; 
taTe todas la« que notoriómeate «eaia «ula» p vicios^si 6 
mandadas causar ó caufiadas oon .el solo objato de auioea- 
tar los derecíbos de arancel, condenando al pago ó péndir 
da ó devolución de ellas a1 que yesúltci¿ulpalble d© «emet- 

jfante exceso. 

Art. ?8. Las costas y gastos de 1o8 juicios de mvente- 

rio y partición no se abonará^ hagta gue estos estén con- 

gIusos; y si. tasados .^n \^ debida forma, excedj^esjpn ' de la 

décima parte flel.caud.^l líquido hereditario se Tebajarí;^ 

haata diohsL.owPta, d^<?Hijáncloee djc p^pio ^l expelo que íe 

dedttciráíá pB(wata de !ps.pa»i'típy)^íí, 

•Si ocuDcieD^n ptóitwi qiie ^aspepdw ej QW«P .^^ ^^^^^ 
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©H'laldhiilepHfrto Rico ios jueceg de lety^s qpe Jo :^n A^ 
bienes de Difuntos iramiiiMdo las cifl^ot?»^ .ftl .SuflreW> 
Tribanal de Xastioia por Kío^duipto 4e la ^Jin^ie^i^j ,re^r.- 
TfendoeeS. M. tomar una disposición «nálo^a ícspeqto de ,l^s 
de Cuba cuando se efltábtezaan allí ipa jPíJgadps de pri«W» 
hwtancia.— T. ^ La Audiencia de Puerto Rico, y -ponsu ,p^rí« 
él Fiscal ejercerán una vigüaticia especial ¿ 4n 4^ que no ^jj- 
fran retraso los aegooios ante Í4i6 Alcaldía io»yai:es ju^pe^.^e 
IDiíiuitos. 
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juicios, podrá el juez mandar tasar las costas devengada? 
y calcular las que faltaren, ordenando el pa^o de las pri- 
meras, bien íntegramente si unas y otras no importaren la 
décima parte de la herencia líquida y no disputada, ó bien 
á prorata en el caso contrario. 

Art. 29, En las heredas concursadas se pagarán las 
costas con arreglo á arancel y sin la limitación expresada 
en el artículoanterior, abonando las causadas por cada 
acreedor al mismo tiempo que su crédito y colocando las 
comunes después de los acreedores escrituarios y con pfe- 
íerencja á los simplemente personales. 

Art. 30. Las costas devengadas en los incidentes so- 
bre pago de créditos legítimos, reivindicación de bienefe y 
otros análogos, se pagarán también con separación de las 
causadas en lo principal y sin mas deducciones que las 
prescritas en el artículo 27. 

Art. 31. Los Juzgados de bienes de difuntos déla isla 
de Cuba y Filipinas, subsistirán por ahora, pero quedando 
limitada su jurisdicción á los casos expresamente deter- 
minados en las leyes; y en su consecuencia no conocerán 
sino de las testamentarías ó abintestatos en que concurran 
las circunstancias siguientes: 

1. ^ Que los herederos ó los que hayan de recibir 
la mayor parte de la herencia sean españoles y estén au- 
sentes de la Isla en Ultramar. 

2.^ Que no se halle presente ninguno de los alba- 
ceas nombrados por el testador. 

Art. 32. Cuaírdo haya albaceas testamentarios y acep- 
ten su encargo, aunque todos los herederos ó los mas inte- 
resados en la herencia sean españoles y estén ausentes, no 
tendrán los. Juzgados de difuntos mas intervención en las 
testamentarías que la que permiten las leyes 46 y 47, títu- 
lo 32 libro 2. ® de la Recopilación de Indias, el artículo 5. ^ 
de la Real Cédula de 28 de Setiembre de 1797, y los ar- 
tículos í), 10, 11, y 12, de la instrucción citada de la audien- 
cia de Méjico. 

Art. 33. En cualquier tiempo en que se presenten los 
herederos ó los albaceas testamentarios si'empre que no se 
haya declarado vacante la herencia, cesará el conocimien- 
to privativo del juzgado, y aun en su caso la intervención 
de que trata el artículo anterior cuando comparezcan por 
i í los mismos herederos. 



